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  Presentación 







Presentación


 Cuando nos enfrentamos al reto de esta obra teníamos como objetivo dar cumplimiento al contenido de su título «Guía teórica y práctica para el control de la contratación pública». Con este propósito, los autores queríamos poner negro sobre blanco, las experiencias y los conocimientos que a lo largo de una serie de años habíamos obtenido tanto en la función docente, en la gestión y en el control de las compras públicas.

La razón básica de este reto fue la necesidad de contar con un instrumento que agrupase de forma sistemática las experiencias y conocimientos en la materia. De esta forma se facilita al futuro lector el poder acometer con unas mínimas garantías la compleja labor del control e investigación de la contratación pública, sin tener en cuenta un entorno concreto de Administraciones públicas donde se desarrolle. El propósito de esta obra es ser, ante todo, una referencia o instrumento que permita poder evaluar, controlar e investigar, la buena gestión y eficiencia de las políticas públicas.

Esta obra es una «GUÍA», no aporta planteamientos doctrinales, y por ello no pretende ser obra de consulta con la que poder encarar la difícil tarea de la gestión de la contratación, sino, que va dirigida aquellos profesionales que tienen que conocer «el que», «por qué» y «para qué» de la contratación pública, es decir, auditores, interventores, controladores e investigadores policiales. Sin embargo, no es óbice o impedimento o valladar para ser utilizado por otros profesionales como los responsables de la gestión contractual, en tanto que cuenta con instrumentos de gran precisión y utilidad para poder asumir sus compromisos de gestión. Su fundamento o razón es que contiene dentro de sus páginas una serie de instrumentos contrastados por la experiencia en las Administraciones públicas, que van a facilitar las tareas profesionales de la contratación pública.

Con este propósito se combinan en sus páginas documentación con aspectos teóricos para ayudar a entender y soportar formularios y papeles de trabajo y poder ejecutar el control. Este hecho nos permitirá obtener evidencias suficientes y pertinentes para así poder tener una convicción bastante que nos lleve a la elaboración de informes precisos en la materia.

Otro punto a destacar de esta guía es su carácter «TEÓRICO Y PRÁCTICO». Por ello se ha dividido en tres capítulos básicos, «Control», «Auditoría Operativa» y «Contratación de emergencia y control de Fondos Next Generation (MRR)» como secuelas de la pandemia que hemos sufrido..

Con este fin, se analizarán en primer lugar, aspectos relativos a los «controles internos previos establecidos dentro del órgano de contratación (OC)» en tanto que una buena gestión contractual comienza con una definición de objetivo y poder contar con unos buenos instrumentos de información.

En ese concepto amplio de control, en los que se citan de manera resumida los controles jurisdiccionales o cuasi jurisdiccionales, así como los órganos de supervisión y consultivos, se han incluido no sólo el control a implementar por los propios órganos de gestión, sino también aquellos controles implementados de forma independiente por, en particular, los órganos de control interno estatal (IGAE) y los órganos interventores locales.

En ese ecosistema de controles por órganos independientes de naturaleza económico financiera, se han diferenciado las actuaciones en mesas de contratación, el control interno previo de legalidad (función interventora) y el control posterior mediante técnicas de auditoría, es decir, control financiero permanente y auditoría pública.

En particular, hemos añadido el estudio de un instrumento único en el control de la contratación y que en el entorno de la Administración General del Estado ha dado magníficos resultados a lo largo del tiempo en los órganos que está constituido, «la fiscalización». Con amplia raigambre y solera en nuestra legislación, este instrumento no aparece en países de nuestro entorno y cultura, en tanto que es un «control interno, independiente a los órganos de fiscalizados». Su origen se encuentra en los artículos 71 y 73 de la Ley de Administración y Contabilidad de 1 de julio de 1911, de donde pasó a nuestra Ley General Presupuestaria actual, si bien queremos señalar que este control que tanto debate ha suscitado, ya que todos quieren prescindir del mismo, pero nadie encuentra instrumento mejor para su sustitución. Es su antecedente remoto el R.D. de 18 de febrero de 1891 en el seno del Ejército español.

Pero no queríamos dejar de destacar la evolución de la figura anterior, pero con matices, el «Control Financiero Permanente» por las posibilidades de efectividad y eficiencia que tiene, como por utilizar técnicas de auditoría, hecho que ha posibilitado unos buenos resultados en los órganos que está implantado.

Bajo el concepto de control financiero permanente se encuentran la aplicación de técnicas de auditoría operativa, dado que el control financiero permanente incluye aspectos tanto de cumplimiento como de buena gestión financiera. Teniendo en cuenta que el «CONTROL» está dirigido a verificar un proceso contractual público que por su propia naturaleza tiene carácter multidisciplinar, apostamos por la técnica de «auditoría operativa de la contratación», ya que facilita la evaluación de tres objetivos esenciales: la estrategia, la legalidad y el riesgo de mercado.

En lo que se refiere al primero, supone una evaluación sistemática e independiente de las actividades, organización dedicada a la compra pública, con el fin de comprobar si está enfocada al logro de sus objetivos con eficiencia, de forma eficaz y efectiva. Para ello, se evalúan sus procesos, procedimientos y sistemas de organización, no solo su situación financiera como haría la auditoría interna. El objetivo de la auditoría operativa es identificar debilidades en el sistema de control de la organización y recomendar mejoras. Por ello, la auditoría operativa puede requerir profesionales de diferentes disciplinas, ya que es un trabajo interdisciplinario.

En cuanto al segundo, es poder ejecutar un estudio sistemático de la legalidad. Con ello facilitamos una metodología contrastada, que no sólo facilita la verificación normativa con una técnica sistematizada, sino que nos permite su cuantificación. De esta manera se podrá medir y comparar con instituciones similares en cuanto a su grado de cumplimiento.

En tercer lugar, planteamos un análisis interno en relación con el mercado en el que desarrolla su actividad la institución pública controlada. Este punto es el que nos permite conocer de forma precisa las correcciones que en la planificación y presupuestación deben introducir los organismos e entidades públicas.

Por último, en relación con el último concepto que constituye el título de esta obra, ampliamos el ejercicio del control de «CONTRATACIÓN PÚBLICA». La razón no es baladí, en tanto que consideramos que el límite de este concepto ya no se circunscribe a los términos de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014. Se amplía por la nueva realidad social y económica que el Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes para la modernización de la Administración Pública y para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, ha creado al establecer unos límites y reglas propias diferentes a nuestra legislación nacional.

En consecuencia, tendremos que analizar los riesgos de la contratación pública con una nueva perspectiva. Así podremos evaluar y medir el «conflicto de interés» y tener en cuenta los nuevos términos del concepto de «irregularidad», y «actos de corrupción» que en el procedimiento de adjudicación de un contrato público puede surgir. De esta manera nos acercaremos a medir y dar una solución rigurosa para acotar los nuevos planteamientos amplios e imprecisos que la reciente sentencia de TJUE de 8 de junio de 2023, en el asunto C 545/21, ha creado al considerar la existencia de irregularidad «incluso cuando no se haya demostrado que tales comportamientos tuvieran una incidencia real en el procedimiento de selección del licitador y no se haya constatado ningún perjuicio efectivo en el presupuesto de la Unión».

No queremos cerrar este prólogo sin dar la gracias a nuestros compañeros en las tareas de control de la Oficina Nacional de Auditoría de la Intervención General de la Administración del Estado y en las tareas docentes del Master de Contratación Pública del IUGM/UNED, de manera particular, Álvaro Canales Gil, Juan Francisco Lázaro Albadalejo y Nuria Bizcocho, que nos han aportado consejos, ideas, experiencias, mejoras y precisiones que nos han sido de gran utilidad para la exposición de esta obra.

 

Justo A. Huerta Barajas

Jorge Castejón González








  

      Introducción a los sistemas de control de la contratación pública 

    

    


  

  

    

      

        

          

            Capítulo I Introducción a los sistemas de control de la contratación pública


        


        

          

          

          

            1. 

             Introducción

          


          Al tiempo que en España aparecía aprobada la vigente Ley de Contratos en 2017 (LCSP) (1) , con una decidida voluntad de lucha contra la corrupción y conflicto de intereses, como refleja su preámbulo y cuerpo normativo, un grupo de trabajo de expertos de los Estados miembros de la Unión Europea, dirigido y coordinado por la Unidad de Prevención del Fraude, Transmisión de la Información y Análisis de la Oficina Europea de Lucha Contra el Fraude (OLAF), dio vida al «documento Ares (2017) 6254403», de 20/12/2017 (2) .


          Este documento, que no era jurídicamente vinculante para los Estados miembros, compiló experiencias, conocimientos y las mejores prácticas de gestión, promoviendo un equilibrio adecuado entre eficiencia administrativa y acceso equitativo para todos los licitadores. Subrayando que una de las soluciones más eficaces para fomentar una estrategia de contratación pública óptima era reforzar la transparencia a lo largo de todo el ciclo de contratación, al tiempo que aconsejó usar sistemas de evaluaciones y aprobaciones a lo largo del proceso independiente del responsable de la toma de decisiones. Estos sistemas de control se tendrían que implantar en varios de los hitos del proceso de contratación para así:


          

            	

              a) 

              Garantizar que en las decisiones para iniciar un procedimiento participe más de una persona.


            	

              b) 

              Otorgar un mayor peso a los mecanismos de evaluación independientes en los procedimientos que planteen un mayor riesgo debido a su coste, complejidad o naturaleza sensible.


            	

              c) 

              Establecer

              medidas preventivas diseñadas para reforzar la integridad en casos necesarios, exigiendo por parte de los operadores, justificaciones motivadas y por escrito y registrando la decisión según proceda.


            	

              d) 

              Planificar controles del resultado de determinados procedimientos en función de un sistema de indicadores de alertas.


          


          Estas conclusiones, eran congruentes con nuestro recién aprobado artículo 1.1 de la LCSP, que establece que toda la contratación del Sector Público, debe ajustarse a los principios comunitarios de:


          

            	

              • 

              Libertad de acceso a las licitaciones.


            	

              • 

              Publicidad y transparencia de los procedimientos.


            	

              • 

              No discriminación e igualdad de trato entre los licitadores.


            	

              • 

              Integridad.


          


          La necesidad de control, brotaba por primera vez de la literalidad del artículo 1.1 de la vigente normativa de gestión contractual fuera del margen y tutela de normas presupuestarias, toda vez, que se marca como objetivo la estabilidad presupuestaria y el control del gasto.


          La razón de ser de esta impronta es asegurar una eficiente utilización de los fondos públicos destinados a la realización de obras, la adquisición de bienes y la contratación de servicios, mediante la exigencia acumulativa de una definición previa de las necesidades a satisfacer, de la salvaguarda de la libre competencia y de la selección de la mejor oferta. Criterios todos ellos, contenidos en el artículo 1.1 de la LCSP cuando establece que ha de estar:


          

            […] « dirigido a asegurar en cada fase del proceso de contratación pública el respeto de los principios cardinales en la adjudicación contractual, esto es la igualdad de trato, la objetividad y la no discriminación» (3) .


          


          Sin embargo, se da un paso más cuando se garantiza el principio de integridad en la contratación,al disponer el artículo 64.1 de la LCSP, que:


          

            

              «Los órganos de contratación deberán tomar las medidas adecuadas para luchar contra el fraude, el favoritismo y la corrupción, y prevenir, detectar y solucionar de modo efectivo los conflictos de intereses que puedan surgir en los procedimientos de licitación con el fin de evitar cualquier distorsión de la competencia y garantizar la transparencia en el procedimiento y la igualdad de trato a todos los candidatos y licitadores»

               (4) .


          


          Con todo, no era suficiente el sistema de control del órgano de gestión de la contratación. Nuestra legislación presupuestaria (5) , tanto en el ámbito de la Administración General de Estado, como en nuestras corporaciones locales, tiene implantados unos mecanismos de verificación de probada eficacia (6) . Sirva de ejemplo: la fiscalización previa, el control financiero, la asistencia a mesas de contratación, etc. Cuyos frutos, por la rutina diaria y la falta de estudios profundos, no nos han permitido cuantificar y medir en relación con los efectos logrados en la lucha contra la corrupción y el conflicto de intereses, finalidad esencial para la que han sido creados.


          Es posible, que, de no existir estos mecanismos, habría que arbitrar y diseñar sistemas de control que nos llevarían a unos procedimientos muy semejantes, pero actualizados a la luz de las nuevas tecnologías. Con todo, la realidad de los casos de corrupción aparecidos en el día a día, y que saltan en los medios de comunicación, ponen en entredicho las debilidades de los controles de la contratación pública. La búsqueda de atajos y corruptelas por parte de los infractores no cesa, ni cesará, puesto que siempre habrá intereses para actuar al margen de todos los principios que hagan impunes sus malas prácticas. La contratación de las Administraciones está siempre en la frontera de lo público y lo privado, sufriendo las debilidades de ambas. Por ello, siempre, habrá que estar atentos para impedir la huida de la Ley y el Derecho en la contratación pública mediante la aplicación de nuevos medios de gestión y control y la ayuda de técnicas instrumentales.


          Un hecho muy importante a destacar es que los instrumentos de control han de ser, ágiles, eficientes y no sobredimensionados dentro de cualquier organización ya sea pública o privada. Pretender colocar una salvaguardia detrás de cada paso y cada puerta, solapando procedimientos de control, aparte de ir contra la Ley (7) , es una práctica antieconómica. El precio unitario de cada recurso invertido por cada euro de gasto público debe ser lo más homogéneo para todo el territorio nacional, con independencia de su ubicación competencial, administración o territorio, puesto que la contribución coactiva para atender a las necesidades públicas sale del mismo lugar y con la misma finalidad, como señala el artículo 31 de nuestro Texto Constitucional.


          Por ello, el enfoque que ha de seguirse en el control de gestión o en el independiente es un enfoque basado en riesgos. La contratación pública, como cualquier otra actividad administrativa y, en general, cualquier otra actividad humana, se puede caracterizar por ser un medio para satisfacer una necesidad. En otras palabras, se trata de un proceso en el que se parte de la identificación de una necesidad que tiene un órgano público para conseguir los objetivos que tiene asignados y se desarrollan un conjunto de fases, con un componente regulatorio elevado en una fase inicial, que finalizan con la obtención del resultado previsto para el contrato e idealmente una contribución, más o menos relevante, al cumplimiento de los citados objetivos.


          Pues bien, en todo ese proceso se adoptan decisiones que no están automatizadas y que conlleva que se adopten decisiones que caracterizan la forma de obtener esos bienes o servicios objeto de la contratación. Esas decisiones no son irrelevantes en algunos casos, sino que conllevan la existencia de riesgos aparejados que pueden conducir a decisiones no ajustadas a los principios de legalidad y de buena gestión financiera.


          Estos riesgos asociados a la contratación pública podrían clasificarse en riesgos de carácter general si hacemos referencia a los aspectos estructurales u organizacionales del órgano público y en riesgos asociados a los propios procedimientos.


          Entre los primeros, por ejemplo, podríamos analizar los riesgos asociados a la ausencia de un sistema establecido de mejora continuada como consecuencia del aprendizaje en la contratación pública, los riesgos derivados de la falta de capacitación de los recursos humanos empleados o los riesgos debidos a la ausencia de un sistema de información que permita tener conocimiento de la actividad contractual del órgano.


          Respecto a los segundos, encontraríamos los riesgos que podríamos denominar inherentes a los distintos tipos de procedimientos, es decir, aquellos riesgos que existen por la propia configuración del procedimiento de contratación independientemente de cómo esté estructurado u organizado el órgano público de contratación, incluidos sus sistemas de control.


          En terminología de la NIA-ES-SP 1200 (Normas internacionales de auditoría adaptadas al sector público español), se define ese riesgo inherente como «susceptibilidad de una afirmación sobre un tipo de transacción, saldo contable u otra revelación de información a una incorrección que pudiera ser material, ya sea individualmente o de forma agregada con otras incorrecciones, antes de tener en cuenta los posibles controles correspondientes». Llevado a nuestro ámbito, podríamos definirlo como la susceptibilidad de que en un procedimiento de contratación se incurran en decisiones o sucedan hechos que afecten a la legalidad y a la buena gestión financiera con carácter general, sin perjuicio de otros riesgos derivados como puede ser el riesgo reputacional.


          En esta obra, el concepto de riesgo utilizado se basa en lo anteriormente expuesto y que deben ser objeto de análisis de los distintos órganos de contratación para adoptar medidas de control interno, es decir, medidas propias que mitiguen el riesgo hasta límites asumibles.


          De esta forma, podríamos estar reduciendo el denominado riesgo de control que volviendo a la NIA-ES-SP 1200 se definiría como «riesgo de que una incorrección que pudiera existir en una afirmación sobre un tipo de transacción, saldo contable u otra revelación de información, y que pudiera ser material, ya sea individualmente o de forma agregada con otras incorrecciones, no sea prevenida, o detectada y corregida oportunamente, por el sistema de control interno de la entidad».


          Igualmente, en el ámbito de la contratación pública podría configurarlo como la susceptibilidad de que en un procedimiento de contratación implementado por un órgano de contratación concreto se puedan adoptar decisiones o acontecer hechos contrarios al principio de legalidad y de buena gestión financiera y que los mecanismos de control establecidos por el órgano no hayan sido capaces de prevenirlos, detectarlos y corregirlos antes de que se materialicen.


          Y este riesgo es el que debe valorar el órgano de control independiente para configurar sus mecanismos de control, teniendo en cuenta que el riesgo inherente es el riesgo intrínseco y que, por tanto, debe primar en estos diseños con carácter general.


          Un hecho importante a destacar es que las compras públicas son un instrumento esencial en la gestión de las políticas públicas en cualquier sociedad democrática moderna que se precie. Por esta razón su control es esencial y ha de sumar nuevos retos y contenidos entre los que destacan:


          

            	

              1. 

              Entender que la contratación pública es un instrumento de gestión indirecta de las Administraciones públicas a través de la colaboración del mercado. La Administración no se coloca en el procedimiento en una situación de superioridad en la relación contractual, sino de pacto, de colaboración con las partes que intervienen en este proceso contractual. Por ello, se busca que ambas partes obtengan beneficios proporcionales y equitativos.


            	

              2. 

              Un nuevo factor es la calidad de la contratación, a la que se da mayor valor que al precio. Esta circunstancia va a ser determinante en la gestión pública, dando lugar a que la calidad de las Administraciones públicas se mida por los niveles de calidad de sus proveedores. Comprar barato, sin calidad es caro.


            	

              3.  La contratación cumple con el principio inspirador de las políticas públicas de sometimiento al interés general y que está previsto en el artículo 30.3 de nuestra Constitución. Van a ser la introducción de cláusulas sociales las que van a posibilitar nuevos elementos de calidad. Por esta razón, sus objetivos se tendrán que baremar por medio de un cálculo automático, y tiene que dejar de ser valorada como juicio de valor.


            	

              4.  Las prestaciones se han de evaluar y medir por sus resultados, estableciendo para su retribución y medida: indicadores comunes, mediciones a nivel sectorial y definir estándares por parte de las Administraciones Públicas.


            	

              5.  Se han de establecer en los pliegos de condiciones, las consecuencias y penalizaciones ante incumplimientos del pliego o de la oferta, así como incentivos ante buenos resultados.


          


          

          

            2. 

             Controles internos previos establecidos dentro del órgano de contratación

          


          

          

            2.1. 

             Introducción

          


          Establecer un control interno es uno de los puntos más complejos en las organizaciones públicas, ya que si no existiese se tendría que crear espontáneamente para posibilitar una buena gestión. Sin embargo, por la escasez de medios, la segregación de funciones y por la incomodidad funcional que representa, hace que se prescinda de él en muchas de nuestras organizaciones. La realidad supone que su inserción en los organigramas de gestión de nuestros sistemas y procesos contractuales sea utópica, siendo la razón el alto grado de dificultad para el cumplimiento de políticas de compras a corto plazo, pero que si se logra una correcta inserción en los procesos de gasto nos dará un mayor nivel de eficiencia en la contratación pública.


          El informe COSO define el control interno como: «Las normas, los procedimientos, las prácticas y estructuras organizativas diseñadas para proporcionar seguridad razonable de que los objetivos de la empresa se alcanzarán y que los eventos no deseados se preverán, se detectarán y se corregirán» (8) .


          Por ello, es importante destacar la relevancia que tiene la realización de una buena evaluación del sistema del control interno de la entidad contratante, ya que esto repercutirá necesariamente en una planificación óptima de la evaluación de la contratación que exponemos en el capítulo tercero de esta obra, y, por tanto, redundará en su mayor eficiencia (9) .


          Es muy importante destacar y recordar que es la propia Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria (LGP) la que nos marca en su artículo 69 los Principios de funcionamiento de la gestión económico-financiera.


          

            

              […] «1. Los sujetos que integran el sector público estatal adecuarán su gestión económico-financiera al cumplimiento de la eficacia en la

              

                consecución de los objetivos

              

              fijados y de la

              

                eficiencia en la asignación y utilización de recursos públicos

              

              , en un marco de

              

                objetividad y transparencia

              

              en su actividad administrativa.

            


            

              2. La programación y ejecución de la actividad económico-financiera del sector público estatal tendrá como finalidad el desarrollo de objetivos y el control de la gestión de los resultados, contribuyendo a la continua mejora de los procedimientos, servicios y prestaciones públicas, de acuerdo con las políticas de gasto establecidas por el Gobierno y en función de los recursos disponibles.

            


            

              3. El Estado observará los adecuados cauces de cooperación y coordinación con otras Administraciones públicas, a fin de racionalizar el empleo de los recursos con los que se dota el sector público estatal».

            


          


          La necesidad de este control dentro de la organización no deriva de la Ley de Contratos, sino de la propia funcionalidad empírica del concepto de control. Sin embargo, las nuevas exigencias que nacen del sistema de gobernanza, del Real Decreto-Ley 36/2020, de 30 de diciembre, Recuperación, Transformación y Resiliencia (RDLRTR), y de su legislación derivada da lugar a que se transforme en muchas entidades y organismos como un elemento teórico a un instrumento necesario que hay que crear (10) .


          Por otra parte, queremos completar este elemento esencial que hace posible la actividad de gasto de las Administraciones Públicas con el cumplimiento de los principios y reglas de programación presupuestaria, razón por la que recordamos el contenido del artículo 26 de la Ley General Presupuestaria:


          

            

              «1. La programación presupuestaria se regirá por los principios de estabilidad presupuestaria, sostenibilidad financiera, plurianualidad, transparencia, eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos, responsabilidad y lealtad institucional, conforme a lo dispuesto en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.

            


            

              2. Las disposiciones legales y reglamentarias, en fase de elaboración y aprobación, los actos administrativos, los contratos y los convenios de colaboración y cualquier otra actuación de los sujetos que componen el sector público estatal que afecte a los gastos públicos, deben valorar sus repercusiones y efectos, y supeditarse de forma estricta a las disponibilidades presupuestarias y a los límites de los escenarios presupuestarios plurianuales».

            


          


          Por ello, se ha de tener muy claro que el primer elemento del control es una presupuestación correcta que ha de ser adecuada a las necesidades, disponibilidades reales y objeto de la entidad que gestiona compra pública. La presupuestación, supone por nuestro marco legal, que se han de fijar las actividades a realizar y los objetivos a conseguir al año. Para ello habrá que tener muy en cuenta dos fases previas:


          

            	

              • 

              La Planificación, que supone la fijación de una gran meta, búsqueda de alternativas, análisis de alternativas y selección de programas.


            	

              • 

              La Programación, que consiste en elegir programas, formular objetivos, definir actividades y señalar indicadores (11) .


          


          La gestión presupuestaria tiene que estar coordinada e ir en paralelo a las fases de gestión contractual, su reflejo contable es esencial. Gran parte de los errores y de los problemas de las compras públicas son fruto de un reparto de recursos presupuestarios equivocados y de una mala gestión en el tiempo y en su forma.


          Con estas reflexiones previas concluimos esta introducción con esta vieja definición que sigue siendo válida:


          

            

              […] «El control interno comprende el plan de organización y todos los métodos y medidas coordinados adoptados dentro de una empresa para salvaguardar sus bienes, comprobar la exactitud y veracidad de los datos contables, promover la eficiencia operante y estimular la adhesión a los métodos prescritos por la gerencia»

               (12) .


          


          Por ello, si se consigue instaurar un control interno en la gestión de contratación pública podemos evitar una serie de riesgos que trataremos en el capítulo II y que no son otros que:


          

            	

              •  Riesgos estratégicos.


            	

              •  Riesgos operativos.


            	

              •  Fraudes internos/externos.


            	

              •  Dependencia de personal en áreas específicas.


            	

              •  Fuga de información sensible.


            	

              •  Riesgos técnicos o legales.


            	

              •  Riesgos en la reputación.


            	

              •  Riesgos financieros.


          


          Así, podemos concluir que nuestro sistema de compras públicas incorpora de manera transversal y preceptiva, criterios de las mejores prácticas de contratación y de información que logramos resumir en las acciones de:


          

            	

              a)  Promover una mayor participación y concurrencia conforme al art. 1 de la LCSP anteriormente citado.


            	

              b) 

              Precisar con mayor detalle la necesidad de los contratos de acuerdo con lo previsto en el art. 28 de la LCSP.


            	

              c) 

              Asegurar con precisión el objeto del contrato conforme a los arts. 2,4 y 99 de la LCSP.


            	

              d) 

              Cumplir la regla del pago del «servicio hecho» recogido en el art. 21.2 de la Ley General Presupuestaria tal como se recoge en el art.198 de la LCSP.


            	

              e) 

              Establecer una Estrategia de Contratación Pública realista que nos permita cumplir con los objetivos de:
	
•  Incrementar la profesionalización de los agentes que participan en los procesos de contratación.

	
•  Promover la eficiencia económica en los procesos de obtención de bienes, servicios y suministros, estimulando la agregación de la demanda y la adecuada utilización de criterios de adjudicación.

	
•  Generalizar el uso de la contratación electrónica en todas las fases del procedimiento.

	
•  Utilizar las posibilidades de la contratación pública para apoyar políticas ambientales (13) , sociales y de innovación.






          


          Con todos estos cambios, las circunstancias de los tiempo han venido a añadir un nuevo factor que es la adaptación a la gestión y control de los fondos procedentes del Instrumento Europeo de Recuperación (Next Generation EU), aprobado por el Consejo Europeo del 21 de julio de 2020 (14) , con la finalidad de compensar los estragos causados por la COVID-19, y que se asienta en los siguientes pilares que vienen a sumarse a los principios ya recogidos:


          

            	

              –  La adopción de instrumentos para apoyar los esfuerzos de los Estados miembros por recuperarse, reparar los daños y salir reforzados de la crisis.


            	

              –  La adopción de medidas para impulsar la inversión privada y apoyar a las empresas en dificultades.


            	

              –  El refuerzo de los programas clave de la UE para extraer las enseñanzas de la crisis, hacer que el mercado único sea más fuerte y resiliente y acelerar la doble transición ecológica y digital.


          


          Luego, el esquema a seguir es, aparentemente, sencillo y se fijan cuatro líneas estratégicas:


          

            	

              • 

              Transición ecológica (reformas estructurales dirigidas a la transición hacia una economía y sociedad climáticamente neutras, sostenibles, circulares, respetuosas con los límites impuestos por el medio natural, y eficientes en el uso de recursos).


            	

              • 

              Transformación digital (Agenda España Digital 2025 con el fin de impulsar la conectividad y la ciberseguridad, la digitalización de la Administración y del tejido productivo, las competencias digitales del conjunto de la sociedad y la innovación disruptiva en el ámbito de la inteligencia artificial).


            	

              • 

              Cohesión social y territorial (se impulsará la educación y la formación profesional, la ciencia y la innovación, la economía de los cuidados, el sistema público de salud y la modernización de los sectores tractores para lograr un crecimiento futuro más sostenible e inclusivo, y una economía más productiva).


            	

              • 

              Igualdad de género (una sociedad más cohesionada y un progreso basado en la protección de los valores constitucionales y los derechos individuales y colectivos de todos los ciudadanos).


          


          Al mismo tiempo, se señala que uno de los cuatro instrumentos para la consecución de cada línea estratégica es la contratación pública. Por esta razón, en el Preámbulo del Real Decreto-ley 36/2020 se plantea tres retos, siendo uno de ellos, el «Reto de la agilidad y eficacia en la gestión y control» en tanto que:


          

            

              […] «La Administración Pública debe responder de modo ágil y eficaz, como sobradamente ha demostrado en otras ocasiones, y sin disminuir sus obligaciones de control, salvaguardando el interés general».


          


          

          

            2.2. 

             Elementos del control

          


          Es muy importante destacar que las Administraciones públicas, cuando operan en el campo de las compras públicas, están actuando como un operador más en el mercado, pero siempre sometidas a la Ley y al Derecho. Esta es la gran diferencia. Este conjunto de factores, al que se suma el hecho de gestionar fondos públicos, es la razón que obliga a someterse al cumplimiento de tres objetivos a este control interno:


          

            	

              a) 

              Objetivos operacionales. Son aquellos que han de buscar la eficiencia y eficacia de las operaciones de compras de bienes, obras y servicios, y están relacionados directamente con el rendimiento y la rentabilidad de la entidad pública.


            	

              b) 

              Objetivos financieros y presupuestarios. Mantienen en orden la gestión del presupuesto y sus estados financieros para gozar de equilibrio financiero y buscan evitar pérdidas, falsificaciones o fraudes.


            	

              c) 

              Objetivos de cumplimiento. Estos están enfocados a cumplir con los fines y objetivos de creación de la institución u organismo, que de no cumplirse daría lugar a reprobación o extinción del mismo. Circunstancia todas ellos que precisan de una verificación y cumplimiento de leyes, normas, disposiciones y regulaciones que la entidad u organismo debe cumplir.


          


          Los titulares de los entes y órganos administrativos que componen el sector público serán responsables de la consecución de los objetivos fijados, promoviendo un uso eficiente de los recursos públicos y prestando un servicio de calidad a los ciudadanos. Por ello, es importante establecer un control de la gestión contractual que ha de estar incardinada dentro de las actividades propias que integran la gestión diaria de los fines de los organismos y entidades públicas.


          La razón no es otra que minimizar errores de las operaciones y cumplir con los objetivos del control interno de una organización. Hecha esta consideración previa, señalar que los elementos, o notas esenciales para lograr un control interno correcto, son:


          1. Organización: Es decir, determinar las funciones y responsabilidades de la dirección del organismo respecto a las compras; nombramiento de un ente coordinador de compras; segregación de funciones; asignación de responsabilidades.


          Este elemento es el que nos marca la «conciencia de control y estilo operativo». En primer lugar, porque va a estar influida directamente por las decisiones y acciones que se hayan tomado en el proceso de gestión de compras, y, por tanto, influyen directamente en el funcionamiento del control interno. En segundo lugar, en cuanto al estilo operativo, está marcado por las capacidades, habilidades y aptitudes de la organización de la gestión de compras ante las operaciones diarias.


          2. Procedimiento: Se ha de planear por los responsables, al tiempo que se ha de redactar, sistematizar y posibilitar el análisis y verificación de los criterios que se establezcan. Para ello, toda la actividad regulada precisa que se tome razón en los registros contables. De esta manera, que se pueda medir y verificar la ejecución de la actividad; al tiempo se puede tener una información interna regular y adecuadamente emitida de todo el proceso que permita el seguimiento y corrección, en su caso.


          3. Personal: Ha de ser suficiente y adecuado a las necesidades, con un entrenamiento suficiente que nos permita obtener la máxima eficacia y en un ambiente de trabajo en las mejores condiciones laborales. Al tiempo se le ha de exigir una moralidad intachable y conocimiento de las mejores prácticas, teniendo como contraprestación una retribución justa y acorde a las funciones desempeñadas.


          Como colofón, señalar que «la integridad y valores éticos» evita cualquier tipo de conducta inapropiada y conflicto de intereses. Aun siendo un factor subjetivo de la persona, se fomenta y construye con base en las acciones de una buena administración y su integridad. Si bien, los códigos de buenas prácticas y conducta expresan lo que los contratistas y licitadores deben cumplir, con el fin de estar alineados a la visión y valores del organismo e institución.


          Por otra parte, es importante que el control interno establezca las normas de contratación de personal, así como estrategias de capacitación y retención de talento humano.


          4. Supervisión y dirección: Todas las actividades y elementos que intervienen en el control interno han de estar sujetas a estos principios. Para ello se hace preciso un «compromiso con la profesionalidad» por parte de todos. Este aspecto determina las medidas que el personal operativo, administrativo y directivos deben cumplir para realizar su trabajo con eficacia.


          Al mismo tiempo, se debe tener muy en cuenta que se ha de ejercitar sobre una «estructura organizacional» en la que se encuentran las áreas, funciones y objetivos a cumplir por el organismo e institución controlada. Es importante que la actividad de compras públicas cuente con este elemento, ya que facilita el conocimiento de los responsables, así como las líneas de comunicación directa entre cada área.


          De aquí la importancia de la «asignación de autoridad y responsabilidad» que es un instrumento muy valioso que ayuda a los empleados públicos a saber cómo, de qué y por qué son responsables de en la entidad.


          5. Evaluación del control interno en la gestión de contratación.


          Esta funcionalidad nos ha de permitir obtener evidencia suficiente, pertinente y válida de su sistema de gestión:


          

            	

              •  Posibles deficiencias estructurales que impiden una gestión adecuada.


            	

              • 

              Deficiencias en la planificación de la actividad contractual del órgano(s) de contratación y el análisis de la misma.


            	

              • 

              Grado de cumplimiento de los objetivos de la programación contractual y, en su caso, de la actividad contractual.


            	

              • 

              Eficiencia de los mecanismos de gestión en los procesos de contratación.


            	

              •  Contribución del sistema de información a la toma de decisiones y a la evaluación y control de los contratos realizados.


            	

              • 

              Confianza y fiabilidad de la información proporcionada por el órgano gestor.


            	

              • 

              Desviaciones en la ejecución del presupuesto del contrato y las causas, internas o externas a la gestión, de las modificaciones contractuales.


          


          El resultado de esta evaluación nos debe dar acceso a conocer los sistemas de gestión implantados en el órgano gestor, de manera que si se obtiene una evaluación favorable de la eficacia en la ejecución del control interno nos permitirá reducir el número de pruebas a realizar.


          En consecuencia, un sistema de control interno será adecuado si se establece:


          

            	

              • 

              La Responsabilidad. Es decir, que todo el personal que interviene en los procesos de compras públicas, desde que establece la necesidad hasta la recepción de la obra, servicio o suministro, debe conocer de qué parcela es responsable y ante quién ha de responder.


            	

              • 

              División de operaciones. Ninguna persona debe tener a su cargo la realización total de una transacción, sino que esta debe ser una secuencia realizada por varias personas. Las operaciones deben, pues, formularse con una serie de pasos, que cada uno comporte la verificación de anterior, es decir, que exista un autocontrol.


            	

              • 

              Medios de protección. Adecuados para los procedimientos, lo mismo en lo referente a la determinación de la necesidad, proceso de compra y en cuanto a cobertura de riesgos.


          


          Los requisitos generales para establecer un buen sistema de control interno previo independiente son los siguientes:


          

            	

              • 

              Oportunidad y sencillez: para ello se ha de eliminar los instrumentos de control y los datos no estrictamente indispensables. La perfección no existe y puede dar lugar su búsqueda a compras ineficientes. El mercado no espera.


            	

              • 

              Delimitación del objeto a controlar. Se ha de hacer de forma clara y con los datos precisos, no más. El dato tiene su precio.


            	

              • 

              Identificación de los factores esenciales en el logro de los objetivos y de los resultados sobre los que se efectúa el control. Este hecho nos ahorrará tiempo y esfuerzo.


            	

              • 

              Claridad y posibilidad efectiva de alcanzar los objetivos y los resultados fijados. Hay que ponerse metas realizables y a corto plazo.


            	

              • 

              Instrumentos de control fáciles de manejar. No por tratar con sistemas complejos obtenemos mejores resultados, hay que ser eficiente en la gestión.


            	

              • 

              Flexibilidad, a fin de poder adaptarse a todos los cambios que se produzcan.


            	

              • 

              Correspondencia con las exigencias reales de la estructura organizativa. El control ha de ser adecuado y proporcional a la dimensión de la organización.


            	

              • 

              Utilización efectiva de las informaciones obtenidas a través del control. Hay que ser precisos, de lo contrario seremos ineficientes.


            	

              • 

              Aceptación del control por parte de todos los interesados como instrumento para manejar la eficiencia de todos, y no como un instrumento de presión laboral. Es lo que se denomina el «Ambiente de control», que es el cimiento del control interno y aporta disciplina, estructura, entidad, conciencia y acciones de la administración. El buen desarrollo inicial de este elemento es crucial para que todos los demás puedan ser seguros y confiables. Si el ambiente de control presenta irregularidades o fallas, entonces todo el resto del control interno no podrá brindar los resultados deseados.


          


          

          

            2.3. 

             Tipos del control interno

          


          En función de los objetivos y etapas del proceso de gestión de compras públicas, podemos distinguir tres tipos de control interno que se pueden implantar dentro de la organización de los procedimientos de las distintas instituciones y organismos públicos:


          

          

            2.3.1. 

             Control interno preventivo

          


          Este tipo de control interno, como su nombre lo indica, busca prevenir errores o fraudes dentro de una organización. Sin embargo, un control preventivo debe ir más allá de solo evaluar las áreas financieras; esta prevención debe tomar en cuenta todos los departamentos que hacen que la operación diaria funcione.


          Entre las ventajas del control interno preventivo se encuentran que:


          

            	

              • 

              Actúa de manera oportuna antes que el problema se suscite. Luego reduce la necesidad de controles directos.


            	

              • 

              Controla la calidad de las gestiones contractuales y reduce al mínimo los errores al rastrear la causa de los resultados insatisfactorios para corregirlos.


            	

              • 

              Acelera las acciones correctivas y concurrentes más eficaces y se sirve de la especialización técnica de los profesionales de la contratación y de su compromiso con un sistema de calidad total.


            	

              • 

              Crea el

              autocontrol de la organización, consiguiendo una evaluación de desempeño más ajustada.


            	

              • 

              Mejora la toma de decisiones estratégicas, consiguiendo una reducción de costes y plazos. Da seguridad a la organización en cuanto evita procesos inestables, generando un ambiente de buena gestión al proporcionar información que permite tomar decisiones más creativas y acertadas.


            	

              • 

              Permite detectar posibles errores futuros gracias a la modelización del proceso, detectando desviaciones futuras. De este modo, se consigue tiempo suficiente para la corrección, disminuyendo la necesidad de controles concurrentes y correctivos.


            	

              • 

              Una ventaja para su implantación exige que la visión y misión del organismo o institución sea acorde con sus fines de creación y se ha de acompañar de un procedimiento de conducta que determine las normas que todos los partícipes deben acatar.


            	

              •  Debe desarrollar una clara segregación por áreas y departamentos con sus funciones y responsables perfectamente identificados, de manera que cada sujeto que interviniente conozca lo que debe hacer y cómo lo tiene que realizar.


          


          

          

            2.3.2. 

             Control interno de detección

          


          Su finalidad es enmendar los problemas antes de que se tornen costosos o peligrosos. Su principal instrumento es la detección a tiempo de cualquier comportamiento o suceso fuera de lo común que pudiera afectar a la buena gestión y eficiencia de los procedimientos de compras, así como detección de conflictos de intereses que pongan en riesgo los intereses del organismo. Este control de detección ayuda a descubrir posibles riesgos, errores, omisiones o actos deliberados que podrían suponer una amenaza para el proceso de gestión contractual. Son un complemento al control interno preventivo; es decir, son un segundo filtro de aquello que en la primera evaluación no fue detectado.


          Por otra parte, durante este proceso se pueden tomar medidas de prevención para evitar cualquier problema en el futuro. Además, se consigue una mínima demora entre el evento y la corrección de los errores en el procedimiento de gestión de compras. Se logra casi una regularización instantánea. Los controles que se han de efectuar se han de dirigir a la:


          

            	

              •  Supervisión.


            	

              •  Análisis y revisión de los registros de las plataformas contractuales.


            	

              •  Auditorías de sistemas y procedimientos, así como de las ofertas.


            	

              •  Archivos que comprueben la integridad de la información.


            	

              •  Análisis y contraste de la planificación, racionalización y ejecución contractual.


            	

              •  Examen de los contratos menores posibilitando la agrupación y licitación abierta.


            	

              •  Análisis y racionalización del uso de medios propios.


            	

              •  Potenciar y agilizar la contratación centralizada como forma de racionalizar la contratación, logrando economías de escala adicionales, una mayor estandarización de las adquisiciones y una mejora de los procedimientos contractuales.


          


          Algunos de los aspectos que pueden evaluarse para determinar posibles fallos son:


          

            	

              •  Falta de transparencia en transacciones, de manera particular el uso de la contratación.


            	

              •  Expedientes administrativos inadecuados.


            	

              •  Inexistencia de políticas y procedimientos internos.


            	

              •  Exceso de confianza en colaboradores.


            	

              •  Ausencia de códigos de ética y conducta.


          


          

          

            2.3.3. 

             Control interno correctivo

          


          Es aquel que tiene como objetivo realizar las acciones necesarias para revertir efectos no deseados o disconformes con la Ley. Este tipo de control es la última razón para dar solución a aquellos fallos del sistema de contratación que no se han logrado identificar o que surgieron de forma inesperada. Al tiempo que ha de permitir establecer medidas correctoras que eviten los errores o malas prácticas detectadas. En resumen, analiza, corrige y previene.


          

          

            2.4. 

             Acciones para el ejercicio del control interno

          


          En cuando a las operaciones genéricas previas para poder verificar que el control interno de la contratación es operativo en la entidad u organismo, se comprobará por medio de:


          

            	

              1.  Un análisis de los organigramas y procesos que definan las líneas de autoridad y responsabilidad y control establecidos.


            	

              2.  La verificación y cumplimentación de un cuestionario de riesgos que abarque todas las áreas de gestión de la contratación.


            	

              3.  Comprobar el grado de independencia y los compromisos de integridad de los responsables de la gestión de contratación.


            	

              4.  Evidenciar que los responsables del control interno emiten informes dirigidos a los máximos responsables de la entidad u organismo.


            	

              5.  Verificar el grado de cumplimiento de las recomendaciones de control interno para medir su eficacia.


            	

              6.  Analizar los informes realizados y los planes ejecutados previamente. De manera particular analizando la opinión, los riesgos detectados y medidas correctoras propuestas.


            	

              7.  Solicitar la metodología y procedimientos elaborados.


            	

              8.  Comprobar que se efectúan controles en las diferentes áreas dependientes, no sólo en la sede central. Evitar controles sesgados y repetitivos.


            	

              9. 

              Confrontar las recepciones y la comprobación material de la inversión por la intervención en su caso.


            	

              10.  Verificar la correcta aplicación de encargos a medios propios, encomiendas de gestión y convenios.


          


          

            ¿Dónde se ha de buscar la información?

          


          

            	

              –  En los organigramas de la institución u organismo.


            	

              –  En las fichas de puestos de trabajo.


            	

              –  En los cuestionarios de riesgos remitidos por el auditor.


            	

              –  Código ético aprobado por la entidad.


            	

              –  Informes de control interno.


            	

              –  Recomendaciones de control interno.


            	

              –  En los procedimientos escritos de la entidad.


            	

              –  Informes de control.


            	

              –  Memoria de actividades.


            	

              –  Planes de auditoría y control interno.


            	

              –  Política de gestión y control del riesgo.


            	

              –  Manual de gestión del riesgo.


            	

              –  Mapa de riesgos de la entidad.


            	

              –  Documentos sobre seguridad informática.


            	

              –  Plataforma de Contratación.


            	

              –  Cuadros de mando de gestión de contratos.


            	

              –  Relación de contratos enviados al Tribunal de Cuentas y en el Perfil del Contratante.


            	

              –  Acceso a los expedientes de contratación solicitados.


            	

              –  Examen de encargos a medios propios, encomiendas de gestión y convenios.


          


          

          

            3. 

             Controles mediante mesas de contratación por la participación de los servicios jurídicos y los interventores

          


          

          

            3.1. 

             Concepto y naturaleza jurídica de la mesa de contratación

          


          Se define la mesa de contratación como el órgano colegiado que auxilia al órgano de contratación en la tramitación de los diferentes procedimientos de adjudicación regulados en la LCSP.


          Es por este carácter de órgano colegiado la razón por la que son de aplicación todos los principios y reglas contenidos en el Título Preliminar «Disposiciones generales, principios de actuación y funcionamiento del sector público», Capítulo II, «De los órganos de las Administraciones Públicas», Sección 3.ª «Órganos colegiados de las distintas administraciones públicas», artículos 15 y siguientes de la LRJSP. Si bien de forma específica, sigue estando en vigor en cuanto a su composición y funcionamiento, el Real Decreto 817/2009, de 8 de mayo, en lo que no se oponga a lo previsto en la LCSP.


          Para la formación de su voluntad son aplicables las reglas establecidas por el Tribunal Supremo (15) . Por medio de la convocatoria se obtiene un doble objetivo, en primer lugar, facilitar la asistencia de sus componentes, y por otro, a través del orden del día, dar conocimiento preciso de los asuntos a tratar que van a ser sometidos a deliberación, siempre que concurran las circunstancias de quórum de asistencia y votación.


          Para poder acometer su estudio distinguimos entre:


          

          

            3.1.1. 

             Composición

          


          El artículo 326 de la LCSP (16) , regula las mesas de contratación definiendo varios aspectos:


          — La composición y nombramiento (Presidente, vocales que se determinen reglamentariamente (17) , y Secretario). Para su válida constitución deberán estar presentes la mayoría absoluta de sus miembros, y, en todo caso, el Presidente, el Secretario y los dos vocales que tengan atribuidas las funciones de asesoramiento jurídico y de control interno (18) , y, por otro, tendrán voz y voto el Presidente y los vocales, mientras que el Secretario solamente tendrá voz (19) .


          En primer lugar, en cuanto al cargo de Presidente, hay que destacar que por su propia naturaleza no será posible que dicho cargo sea ocupado, simultáneamente, por el titular del órgano de contratación y del órgano de apoyo que es la mesa de contratación. La razón es que nos encontramos ante dos órganos claramente diferenciados, tanto en sus competencias y funciones, ya que gozan de unos requisitos y una finalidad diferente, toda vez que el «presidente de la mesa» es subsidiario respecto del «órgano de contratación». Si se admitiese esta circunstancia, aparecería el riesgo que existiese la posibilidad de interferencia en las funciones de la mesa de contratación, dando motivo a que el órgano de apoyo que está llamado a desempeñar con objetividad, imparcialidad y profesionalidad, su cometido quedase anulado por la voluntad del que deberían asesorar (20) . En relación con este criterio, la Oficina Nacional de Auditoría de la IGAE, en nota de 8 de julio de 2021, ha señalado lo siguiente dirigido a los Interventores Delegados que actúen como vocales de las mesas de contratación:


          

            

              […] «En virtud lo anterior, y a raíz de la consulta realizada por la Intervención Territorial de [ …] sobre la participación del titular del órgano de contratación como Presidente de la mesa de contratación relativa a un expediente de dicho órgano de contratación […], esta Dirección de la ONA, considera conveniente exponer el siguiente criterio a seguir por los interventores asistentes a la mesa de contratación cuando concurra la circunstancia citada:

            


            

              Cuando se asista como vocal a una mesa de contratación en la que participe como vocal o presidente de dicha mesa la persona titular del órgano de contratación, independientemente de si este ostenta la competencia originaria o si le viene atribuida por delegación, deberá hacerse constar en el acta de la correspondiente sesión, mediante voto particular, que dicha persona no puede formar parte de la mesa de contratación de acuerdo con lo establecido el artículo 326.5 LCSP y que, por consiguiente, su participación constituye un incumplimiento de lo dispuesto en el citado precepto, tal y como se indica en el informe 31/2021 de la JCCPE, de 10 de junio de 2021».

            


          


          En cuanto a la posible participación de los alcaldes en las mesas de contratación tenemos que considerar que:


          

            	

              1.  En aquellos supuestos en que el alcalde asuma la condición de órgano de contratación, no deberá formar parte de la mesa de contratación.


            	

              2.  En el supuesto de que la condición de órgano de contratación corresponda al Pleno de la Corporación, el Alcalde podrá formar parte de la mesa de contratación.


            	

              3.  En los supuestos en que el Alcalde haya delegado su competencia como órgano de contratación en otro órgano (incluida la Junta de Gobierno Local), no podrá formar parte de la mesa de contratación.


            	

              4.  En los casos en que la Junta de Gobierno Local asuma las competencias del órgano de contratación por atribución legal, el alcalde podrá formar parte de la mesa de contratación (21) .


          


          — La designación del Secretario


          La función de Secretario deberá recaer en un funcionario que preste sus servicios en el órgano de contratación, salvo cuando ello no sea posible, en cuyo caso se hará la designación entre los de otro tipo de personal que dependan del órgano de contratación (22) . En relación precisamente a la debida justificación de dicha imposibilidad, su omisión no desencadena un supuesto de nulidad de pleno derecho del acuerdo o acuerdos adoptados, sino que, por las funciones atribuidas al Secretario, no constituye un requisito esencial, pues la propia LCSP y el Real Decreto 817/2009, permiten la excepción recayendo el nombramiento en personal dependiente del órgano de contratación. Se trataría, en definitiva, de una irregularidad formal no invalidante que no impide que los acuerdos y actuaciones de la mesa alcancen sus fines propios ni producen indefensión a los licitadores, pues la intervención del Secretario es de carácter instrumental y se produce sin tener facultades decisorias al carecer de voto en sus deliberaciones (23) .


          — Nombramiento de vocales


          Los miembros de la mesa de contratación debieran ser elegidos entre las unidades que han configurado el expediente de contratación, con el fin de dar una correcta interpretación al mismo y poder impulsar con mayor conocimiento de causa un determinado contrato, e incorporar a los futuros pliegos de nuevos contratos debilidades observadas en procesos de contratación anteriores (24) .


          En cuanto al estatuto personal de los vocales, el artículo 326.5, párrafo tercero, de la LCSP establece distinciones claras. Así, por un lado, admite que podrá formar parte de la mesa de contratación el personal funcionario interino, pero únicamente cuando no existan funcionarios de carrera suficientemente cualificados y así se acredite en el expediente. Por otro, señala en relación con los cargos públicos representativos y el personal eventual, que, en ningún caso, podrán formar parte ni emitir informes de valoración de las ofertas (25) . Sin embargo, frente a la profesionalización de la contratación y en clara contradicción con el artículo 64 de la LCSP, dedicado a la lucha contra la corrupción y prevención de los conflictos de intereses, la disposición adicional segunda.7 de la LCSP, establece que formen parte de la mesa de contratación de las entidades locales los miembros electos de las mismas (26) . Pero en este caso el número de concejales no puede suponer más de un tercio del total de miembros de la Mesa.


          La necesidad de que se nombren dos vocales cualificados (el que tenga atribuido legal o reglamentariamente el asesoramiento jurídico del órgano de contratación y el interventor), deviene del art. 21.7 del RD 817/2009, de 8 de mayo, expresa y específicamente dispone que:


          

            

              […] «para la válida constitución de la mesa deberán estar presentes la mayoría absoluta de sus miembros, y, en todo caso, el presidente, el secretario y los dos vocales que tengan atribuidas las funciones correspondientes al asesoramiento jurídico y al control económico-presupuestario del órgano».

            


          


          La razón de esta necesidad presencial de los vocales técnicos cualificados, no es otra que las garantías de objetividad e imparcialidad (27) .


          

            

              […] «la mesa de contratación, con la finalidad de poder seleccionar con objetividad e imparcialidad la mejor oferta y motivar la decisión, tiene una composición que responde a la de un órgano independiente e integrado por una mayoría de personas con cualificación técnica que, además, han de gozar de independencia respecto al órgano de contratación para garantizar aquella objetividad e imparcialidad»

               (28) .


          


          Los redactores de la LCSP fueron conscientes de la gran dificultad de poder cumplir con el requisito de configurar mesas de contratación con técnicos cualificados, ya fuesen jurídicos o de intervención. La causa no era otra que la falta de recursos personales o la singularidad de las estructuras de sus organizaciones, razón por la que se admitieron otras alternativas tanto en las Administraciones Locales (29) , como de las Entidades de Gestión de la Seguridad Social (30) .


          La función del Interventor en la mesa de contratación es ajena a las del control interno, por lo que el Interventor no tiene funciones fiscalizadoras cuando asiste como vocal en las mesas de contratación (31) , sin perjuicio de que se encuadre dentro del control financiero permanente en el caso de la IGAE y en el control permanente en el caso de las intervenciones locales.


          La actuación de los vocales técnico cualificados, es que podrán votar a favor o en contra, pero no puede realizar reparos de legalidad ni informes desfavorables como miembro de la mesa de contratación, sus funciones en la mesa de contratación son las propias de cualquier vocal de la mesa (32) . Las funciones en las mesas de contratación del interventor y de los asesores jurídicos son las mismas que cualquier otro vocal: participar y manifestar su opinión sobre los aspectos que surjan en relación con las funciones de la mesa de contratación.


          Ahora bien, una singularidad a destacar, es que, aunque en la mesa de contratación se puede votar a favor, en contra o abstenerse, cabe señalar que el artículo 19.3.c) de la LRJSP, dispone que no podrán abstenerse en las votaciones quienes, por su cualidad de autoridades o personal al servicio de las Administraciones Públicas, tengan la condición de miembros natos de órganos colegiados, en virtud del cargo que desempeñan. Razón por la cual el asesor jurídico y el interventor no pueden abstenerse en la mesa de contratación, debiendo votar a favor o en contra y, en su caso, formular un voto particular.


          Por último, señalar que el artículo 326.5, párrafo segundo, de la LCSP, trata de cubrir una laguna por la falta de funcionarios cualificados cuando dispone que por resolución del titular de la IGAE correspondiente podrá acordarse los supuestos en que, en sustitución del Interventor (33) , podrán formar parte de las mesas de contratación funcionarios del citado centro específicamente habilitados para ello.


          — El riesgo e incompatibilidad del nombramiento de vocales que participasen en la redacción de la documentación técnica.


          El artículo 326.5, párrafo tercero, inciso final de la LCSP, se refiere al personal «que haya participado en la redacción de la documentación técnica del contrato» (34) . Con esta expresión, el Legislador pone de manifiesto una voluntad inequívoca del Legislador de limitar la participación en la mesa de contratación de aquellas personas que hayan participado en la redacción de cualquier documentación preparatoria de carácter técnico del contrato, este o no incluida el pliego de prescripciones técnicas (PPT). La finalidad de la norma claramente es favorecer la transparencia de la Contratación Pública y evitar los conflictos de intereses en la actuación de los miembros de la mesa. La dificultad que plantea es precisar cuál será el alcance de la expresión que emplea la LCSP y cuál será la forma de acreditar la no participación en dicha actividad.


          Respecto a la primera cuestión, aunque desde el punto de vista subjetivo se alude al personal en sentido amplio. Sin embargo, desde el punto de vista objetivo, se acota su aplicación a los componentes del personal de la Administración contratante que hayan participado en la redacción del documento técnico. Por tanto, es la acción de redactar o de participar en el proceso de redacción del pliego el que genera la prohibición de formar parte de la mesa. La prohibición no alcanza a quien no haya participado en la redacción de la regla técnica, ni tampoco a quien la haya visto o incluso visado, que no aprobado, puesto que la aprobación de los pliegos es una competencia del órgano de contratación reconocida por el artículo 124 de la LCSP.


          En conclusión, un mero conocimiento de las condiciones del pliego no generaría la prohibición de formar parte de la mesa y, sin embargo, una participación efectiva en la confección del mismo sí. Ya sea dando instrucciones o haciendo observaciones de obligado cumplimiento, este hecho sí, vedaría la participación en el órgano de asistencia.


          En relación con la cuestión de acreditar la no participación en la redacción de la documentación técnica del contrato, la LCSP no establece ningún mecanismo. Razón por la que se considera conveniente recomendar que se deje constancia en el expediente de contratación de quiénes han sido las personas que han participado en la redacción del PPT, con el fin de garantizar el respeto a la norma y fortalece la transparencia y la seguridad jurídica.


          Otra cuestión a resolver se suscita respecto al alcance que debe darse a la expresión «Tampoco podrá formar parte de las Mesas», referido al personal que ha participado en la redacción de la documentación técnica. Se plantea la posibilidad de que, a pesar de ello, este pudiera asistir a las mesas de contratación en calidad asesor técnico. En relación con dicha cuestión, aunque cabría admitir dicha posibilidad, sin embargo, una interpretación sistemática de la LCSP lleva a concluir que la presencia en la mesa de quienes hayan participado en la redacción de los pliegos en concepto de técnico o experto independiente no se justificaría por las siguientes razones:


          

            	

              •  Ya que difícilmente se respetaría la finalidad del precepto si se permitiese el acceso continuado a la mesa de contratación al redactor del pliego técnico, aunque sea bajo la condición de asesor externo o de experto, y, mucho menos, si tal comportamiento se convierte en la práctica habitual de la mesa.Puesto que el inciso final del apartado 5 del artículo 326 recoge expresamente la posibilidad de que la mesa esté asistida por asesores (expertos o técnicos), pero siempre que tengan la condición de independientes.




            	

              •  Porque del precepto transcrito también se concluye la circunstancia que, en estos casos, aparte de la propia independencia del técnico, que ya de por sí representa una garantía en la licitación y descarta al redactor del pliego técnico, se exige una autorización expresa del órgano de contratación, amén de un reflejo expreso en el expediente.


          


          — Participación de técnicos externos.


          Se admite esta posibilidad por el artículo 326.5, párrafo cuarto, de la LCSP, siempre que se acredite que son independientes y con conocimientos acreditados en las materias relacionadas en el objeto del contrato. Esta asistencia tiene que ser autorizada por el órgano de contratación y deberá ser reflejada expresamente en el expediente, con referencia a las identidades de los técnicos o expertos asistentes, su formación y su experiencia profesional (35) .


          La interpretación del término «independencia» de los asesores o expertos debe entenderse como una condición de ajenidad con respecto al órgano de contratación y que, por tanto, no cabría calificar de independiente a quien formase parte de su estructura organizativa o se encontrase bajo su dependencia orgánica o funcional (36) . La cualificación apropiada de expertos es aquella que permita valorar con suficiencia y solidez de conocimientos los extremos propios de las proposiciones de los licitadores y de los aspectos evaluables de la prestación que constituya el objeto del contrato. Supone algo más que la mera formación general de cualquier empleado público o de cualquier persona, pues exige un nivel de conocimientos concreto que esté relacionado con el objeto del contrato, sin que la ley especifique cuál ha de ser ese nivel, que dependerá de cada caso concreto.


          Tampoco se admite que, por falta de conocimientos, el técnico independiente encargue, por su cuenta, a otros funcionarios, que sí los poseen y que dependen de ellos, la realización de un informe que es asumido por ellos y anexado como motivación de la aplicación de dicho criterio.


          — Publicidad.


          Dispone el artículo 326.3, párrafo segundo, de la LCSP, que la composición de la mesa de contratación se publicará en el perfil de contratante del órgano de contratación correspondiente.


          En el caso de Mesas de Contratación permanentes, o que se le atribuyen funciones para una pluralidad de contratos, deberá publicarse además en el BOE, en el de la Comunidad Autónoma o en el de la Provincia, según se trate de la Administración General del Estado, de la Autonómica o de la Local.


          En el supuesto de una mesa de contratación de carácter específico, señala el artículo 21 del Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento general de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas (RGLCAP), que su composición se publicará en el perfil de contratante, con una antelación mínima de 7 días naturales con respecto a la reunión que deba celebrar.


          Por otra parte, si el órgano de contratación hubiese cometido algún defecto en el momento de nombrar su mesa de contratación (37) , podrá subsanarlo, pero siempre que lo haga con una antelación mínima de 7 días naturales con respecto a la reunión que deba celebrarse.


          Es de destacar que, si los PCAPS reflejaran a título informativo la composición de la mesa de contratación, no será necesario modificar los mismos si dicha composición hubiera sufrido variación, pues, el citado precepto solamente exige que se publique en el perfil de contratante, y, además, porque los licitadores presentes en el procedimiento tendrían acceso a la información sobre la nueva composición de la mesa a través, precisamente, del propio perfil de contratante (38) .


          

          

            3.1.2. 

             Naturaleza de su constitución

          


          Siguiendo el contenido del artículo 326 de la LCSP tendrán la necesidad de constituir la mesa de contratación los órganos de contratación con:


          

            	

              — 

              Carácter preceptivo cuando el Poder Adjudicador sea una Administración Pública, en los procedimientos: abiertos, abierto simplificado, restringidos, de diálogo competitivo, de licitación con negociación, de asociación para la innovación, y negociados en los que no sea necesario publicar anuncios de licitación cuando se fundamente en la existencia de una imperiosa urgencia resultante de acontecimientos imprevisibles para el órgano de contratación y no imputables al mismo, que demande una pronta ejecución del contrato que no pueda lograrse mediante la aplicación de la tramitación de urgencia del expediente de contratación (39) .


            	

              — 

              Carácter potestativo en los supuestos siguientes:
	
•  Cuando un Poder Adjudicador No Administración Pública, lo considere en los casos precisos de forma facultativa (40) .

	
•  En el procedimiento abierto simplificado abreviado del artículo 159.6 de la LCSP, y en los procedimientos negociados en que no sea necesario publicar anuncios de licitación cuando no se fundamente en la existencia de una imperiosa urgencia resultante de acontecimientos imprevisibles para el órgano de contratación y no imputables al mismo, que demande una pronta ejecución del contrato que no pueda lograrse mediante la aplicación de la tramitación de urgencia del expediente de contratación.






          


          

          

            3.1.3. 

             Funciones de la mesa de contratación

          


          Están contempladas en el artículo 326.2 de la LCSP y en el desarrollo reglamentario que hace el Real Decreto 817/2009, en lo que no se opone a la Ley y son las siguientes:


          — Calificación de la documentación acreditativa del cumplimiento de los requisitos previos a que se refieren los artículos 140 y 141 de la LCSP, y, en su caso, acordar la exclusión de los candidatos o licitadores que no acrediten dicho cumplimiento, previo trámite de subsanación. En este punto, tenemos que destacar, en primer lugar, que solo podrán ser subsanados los requisitos de capacidad y aptitud para contratar con el Sector Público (capacidad u aptitud para contratar, solvencia o clasificación, y ausencia de prohibiciones para contratar) pero nunca los que conlleven una modificación en las ofertas presentadas por los licitadores. En segundo término, señalar que solo se pueden entender subsanados los defectos que ya estuvieran sustanciados con anterioridad al momento de vencimiento del plazo para presentar proposiciones o solicitudes de participación.


          Una vez adoptada la correspondiente resolución de exclusión, tanto la mesa como el propio órgano de contratación carecen de potestad para volver sobre sus actos y rectificar lo acordado, pues, caso de tener que atacar la validez de dicho acto administrativo, vendrían obligados a seguir el procedimiento de revisión de oficio regulado en la LPACAP (41) .


          — Apertura en acto público de las proposiciones presentadas, para dar a conocer el contenido de los licitadores, circunstancia regulada en el artículo 22.1.c) del Real Decreto 817/2009. Es de tener en cuenta en relación con dicho acto las siguientes consideraciones:


          

            	

              •  La ponderación asignada a cada uno de los licitadores, en concepto de criterios dependientes de un juicio de valor, se ha de dar a conocer en el acto público de apertura del resto de la documentación relativa a los criterios cuantificables de forma automática (42) . Es suficiente con la puesta a disposición de los asistentes. El hecho que no se dé lectura al resultado de la valoración no supone ninguna infracción, ni siquiera una mera irregularidad, basta con la mera constancia documental que acredite que tal valoración ha tenido lugar con carácter previo al acto de apertura de ofertas económicas (43) .No es correcto, por tanto, la aplicación de fórmulas alternativas como, por ejemplo, proceder a la apertura de ambos tipos de criterios al unísono, dando a conocer su contenido conjuntamente, aunque se valoren por separado (44) . La razón es que existe un riesgo razonable, que, si se conoce la oferta económica en el momento de efectuarse la valoración de los criterios sujetos a un juicio de valor, se podría asignar una puntuación favorable a un licitador preestablecido o que hubiese realizado una oferta económica más ventajosa (45) .




            	

              •  Por otra parte, el hecho de la apertura de las ofertas económicas en acto público, no lleva implícita la obligatoriedad de dar publicidad íntegra a cada una de las presentadas por los licitadores (46) , ya que no supone ninguna infracción, ni siquiera una mera irregularidad, puesto que la mera celebración del acto público supone dar cumplimiento, al literal del artículo 22.1.c) del Real Decreto 817/2009. La finalidad de esta previsión normativa es que los licitadores puedan verificar la integridad de sus proposiciones y que, en definitiva, se preserve el secreto de la oferta hasta el momento de la licitación pública (47) .


          


          — Facultad de valoración de las proposiciones de los licitadores. Su regulación normativa se localiza en los artículos 326.2.b) de la LCSP y el artículo 22.1.d) y e) del Real Decreto 817/2009, en relación con el artículo 150.4 de la LCSP. Para ello se tendrán que clasificar en orden decreciente de valoración, a cuyo efecto podrán solicitarse los informes técnicos que se consideren necesarios.


          Cuando el procedimiento de valoración se articule en varias fases, previamente se determinará que licitadores han de quedar excluidos por no superar el umbral mínimo de puntuación exigido para continuar en el proceso selectivo (48) .


          — Facultad de realizar la propuesta sobre la calificación de una oferta como anormalmente baja, la regulación se ubica en los artículos 326.2.c) de la LCSP y el artículo 22.1.f) y g) del Real Decreto 817/2009. Otorgando a la mesa la posibilidad, en su caso, de proponer al órgano de contratación su aceptación o rechazo, previa tramitación del procedimiento del artículo 149 de la LCSP.


          — Facultad de manifestar la propuesta de adjudicación del contrato a favor del licitador que haya presentado la mejor oferta de conformidad con el PCAP que rija la licitación. Encuentra su soporte legal en los artículos 326.2.d) de la LCSP, en relación con el primer inciso del artículo 22.1.g) del Real Decreto 817/2009, y a tenor de lo dispuesto en el artículo 145 de la LCSP.


          Por el contrario, sí, de acuerdo con los criterios que figuren en el pliego, no resultase admisible ninguna de las ofertas presentadas, se ha de proponer al órgano de contratación que se declare desierta la licitación (49) .


          De igual modo, si se apreciase que se ha cometido alguna infracción de las normas de preparación o reguladoras del procedimiento de adjudicación del contrato, podrá exponerlo justificadamente al órgano de contratación, recomendándole que declare el desistimiento (50) .


          — Facultad de calificar los procedimientos de licitación con negociación como determina el artículo 22.3 del Real Decreto 817/2009. Es de señalar que cuando se constituya la mesa, bien con carácter obligatorio (en general y en el supuesto de negociados sin publicidad por razones de imperiosa urgencia) o facultativo (resto de casos de procedimientos negociados sin necesidad de anuncio de licitación), la documentación general acreditativa del cumplimiento de los requisitos previos. Una vez concluida la fase de negociación, se valorará las ofertas de los licitadores, a cuyo efecto podrá pedirse los informes técnicos que considere precisos, y realizará la propuesta de adjudicación.


          — Facultad de realizar la selección de los candidatos, cuando así se delegue por el órgano de contratación y se deje constancia en los Pliegos de Cláusulas Administrativas Particulares (PCAPS), en el procedimiento restringido, en el diálogo competitivo, en el de licitación con negociación y en el de asociación para la innovación. Tiene su amparo normativo en el artículo 326.2.e) de la LCSP, al reconocer la facultad de efectuar la selección de los candidatos, cuando así se delegue por el órgano de contratación y tenga su reflejo en los PCAPS, en los casos de procedimiento restringido, diálogo competitivo, licitación con negociación y en el de asociación para la innovación.


          

          

            3.1.4. 

             Funcionamiento

          


          — Las sesiones se pueden realizar tanto de forma presencial como a distancia. El artículo 17.1 de la Ley 40/2015, LRJSP, deja muy claro la viabilidad de que los órganos de contratación puedan celebrar sus actuaciones a distancia, siempre y cuando se cumplan una serie de requisitos. Así, se regula la necesidad de asegurarse por medios electrónicos: la identidad de los participantes, el contenido de sus manifestaciones, el momento en que estas se producen, la interactividad e intercomunicación entre ellos en tiempo real, y la disponibilidad de los medios durante la sesión (51) .


          La participación mediante medios telemáticos facilita la participación de los propios integrantes de las mesas, como de los propios licitadores, al poder asistir a distintas mesas desde un mismo sitio sin verse obligados a desplazarse hasta cada entidad, hecho que facilita la participación en todas las licitaciones y se garantiza un mayor ejercicio de transparencia.


          — Para la válida constitución del órgano colegiado será siempre necesaria la asistencia, presencial o a distancia, del presidente, del secretario y de, al menos, la mitad de sus miembros. Conviene indicar que la presencia de asesoramiento jurídico y control es necesaria para tener quorum (52) . Por otra parte, conviene tener en cuenta la composición específica para el procedimiento abierto simplificado que el artículo 326.6 de la LCSP hace:


          

            

              […] «6. Salvo lo dispuesto en el apartado 1 del presente artículo, la mesa de contratación que intervenga

              

                en el procedimiento abierto simplificado

              

              regulado en el artículo 159 de la presente Ley se considerará válidamente constituida si lo está por el Presidente, el Secretario, un funcionario de entre quienes tengan atribuido legal o reglamentariamente el asesoramiento jurídico del órgano de contratación y un funcionario que tenga atribuidas las funciones relativas a su control económico-presupuestario».

            


          


          — Si se encuentran presentes todos los miembros de la mesa de contratación, incluido el secretario, podrá constituirse válidamente como órgano colegiado sin necesidad de convocatoria previa, si así lo deciden todos sus miembros.


          — La mesa de contratación podrá establecer un régimen propio de convocatorias, pudiendo prever una segunda convocatoria, especificando el número de miembros necesarios para constituirse válidamente en esta segunda convocatoria.


          — La convocatoria será remitida a los miembros de la mesa de contratación a través de medios electrónicos.


          — No podrá ser objeto de deliberación ningún asunto que no figure incluido en el orden del día, salvo que asistan todos los miembros de la Mesa y sea declarada la urgencia del asunto por el voto favorable de la mayoría.


          — Los acuerdos serán adoptados por mayoría simple de votos.


          

          

            3.1.5. 

             Las Actas

          


          Son los documentos en los que se recogen los acuerdos que se adopten por mayoría de votos de los miembros de la mesa de contratación (53)  y será levantada por el Secretario. En ella se especificarán necesariamente los asistentes, el orden del día de la reunión, las circunstancias del lugar y tiempo en que se ha celebrado, los puntos principales de las deliberaciones, así como el contenido de los acuerdos adoptados.


          Las actas se aprobarán en la misma o en la siguiente sesión, pudiendo no obstante emitir el Secretario certificación sobre los acuerdos específicos que se hayan adoptado, sin perjuicio de la ulterior aprobación del acta, pero haciendo constar expresamente en la certificación tal circunstancia. Quienes acrediten la titularidad de un interés legítimo podrán dirigirse al Secretario para que les sea expedida certificación de sus acuerdos (54) .


          Como ya se ha señalado, del acto o actos de apertura de proposiciones habrá de levantarse la correspondiente acta, de acuerdo con lo establecido en el artículo 87.3 del RGLCAP que continúa vigente, en cuanto no se opone a lo previsto en la LCSP (55) . Este precepto determina que «Concluido el acto, se levantará acta que refleje fielmente lo sucedido y que será firmada por el Presidente y Secretario de la mesa de contratación y por los que hubiesen hecho presentes sus reclamaciones o reservas».


          Por ello, puede afirmarse que la finalidad del acta será el de reflejar «fielmente lo sucedido» en el acto de licitación. Por tanto, deberá hacerse constar todo lo que hubiera acaecido en el mismo, siendo la mesa de contratación la que, como órgano competente para dirigir la licitación, deberá decidirlo y hacerlo constar así. Así, la cuestión estribará en determinar a quiénes se refiere el citado precepto. En este sentido, aunque la mesa de contratación, como ya se ha analizado, es un órgano administrativo colegiado y como tal en sus actas solamente pueden aparecer las manifestaciones u observaciones hechas por sus propios miembros. Sin embargo, interviene de modo que sus actos afectan a los licitadores, por lo que, debido a esa exigencia de que en el acta ha de recogerse el «reflejo fiel» de lo sucedido, en ella podrán hacerse constar las observaciones de los licitadores siempre, eso sí, según el criterio de los miembros de la misma mesa de contratación.


          Resulta importante que, tanto el Presidente como los vocales de la mesa, tengan presente que, solamente su abstención o el voto contrario a los acuerdos adoptados, les dejará a salvo de cualquier responsabilidad que pudiera derivarse de los mismos (56) . En caso de discrepancia con el voto mayoritario, los miembros de la mesa tendrán derecho a formular voto particular por escrito en el plazo de 48 horas, que se incorporará al texto aprobado.


          

          

            3.1.6. 

             Responsabilidad de los miembros de la mesa de contratación

          


          La responsabilidad de los miembros de la mesa de contratación no concluye con el auxilio al órgano de contratación, en tanto que son partícipes en la formación de voluntad del órgano de contratación (57) . Su conducta podría derivar en responsabilidad de sanciones disciplinarias, de determinados tipos penales, y sus patrimonios personales podrían verse afectados por las consecuencias de los acuerdos adoptados por la mesa (58) .


          Así, desde el punto de vista disciplinario, la disposición adicional vigésima octava.2 de la LCSP señala que «La infracción o aplicación indebida de los preceptos contenidos en la presente Ley por parte del personal al servicio de las Administraciones Públicas dará lugar a responsabilidad disciplinaria, que se exigirá conforme a la normativa específica en la materia».


          En cuanto a la responsabilidad penal, los tipos delictivos principales en que podrían incurrir los funcionarios miembros de las mesas son los siguientes:


          

            	

              —  Falsedad documental (59) . Este tipo supone alterar un documento en alguno de sus elementos o requisitos de carácter esencial. Así, simulando un documento en todo o en parte, de manera que induzca a error sobre su autenticidad, suponer un acto con la intervención de personas que no la han tenido, o atribuyendo a las que han intervenido en él declaraciones o manifestaciones diferentes de las que hubieran hecho, o faltando a la verdad en la narración de los hechos.


            	

              —  Falsedad en la emisión de certificaciones (60) .


            	

              —  Prevaricación (61) .


            	

              —  Fraudes y exacciones ilegales (62) .


            	

              —  Negociaciones y actividades prohibidas y abusos en el ejercicio de su función (63) .


          


          

          

            3.1.7. 

             La participación de los interventores de la IGAE en contratos del RDL 36/2020

          


          En primer lugar, debe destacarse que el esquema de control interno planteado en el PRTR aprobado por el Consejo de Ministros, la participación de los órganos de control interno, así como de los asesores jurídicos, se integra en el denominado nivel 2 «El Control interno del órgano independiente».


          Por ello, sin perjuicio de que no tiene carácter vinculante en los ámbitos autonómico y local, conviene citar la Instrucción del Interventor General de la Administración del Estado, de 19 de enero de 2022 (64) , derivada del Real Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes para la modernización de la Administración Pública y para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia (PRTR), relativa a la participación de los representantes de la IGAE en los órganos colegiados competentes en materia de contratación con ocasión de la tramitación de los contratos que se vayan a financiar con fondos procedentes del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, determina que los representantes de la IGAE, en el ejercicio de sus funciones como vocales de los órganos colegiados de contratación, tendrán en cuenta los siguientes criterios de actuación, que constituyen las orientaciones generales a seguir por dichos representantes:


          

            	

              1. 

              Velarán por la correcta composición de los órganos colegiados de contratación, en los términos del artículo 323.4 y 326.5 LCSP. Con respecto a este último artículo, aplicable a la mesa de contratación, se emitió con fecha 8 de julio de 2021 la nota de la ONA relativa a la composición de las mesas de contratación.


            	

              2. 

              Se asegurarán del cumplimiento de la legalidad en los procedimientos de contratación; garantizando el cumplimiento de los principios rectores de la contratación pública recogidos en el artículo 1 de la LCSP. Se prestará especial diligencia en aquéllos trámites relacionados con requisitos de publicidad y plazos para presentar ofertas, para resolver consultas y subsanaciones, garantizando así la concurrencia necesaria, y en las decisiones de calificación, valoración de ofertas, clasificación por orden decreciente y las adjudicaciones; puesto que son fundamentales para seleccionar la oferta económicamente más ventajosa.En particular, en el caso de informes de valoración o de justificación de ofertas con valores anormales a aprobar por el órgano colegiado de contratación, se verificará la razonabilidad y coherencia de los mismos. La decisión de valoración que se contenga en éstos debe estar razonablemente justificada y ser acorde a los criterios previstos en los pliegos del contrato. Asimismo, se constatará, en virtud de lo dispuesto en el artículo 323 de la LCSP, que no se hayan emitido estos informes de valoración de las ofertas por altos cargos públicos representativos, los altos cargos, el personal de elección o designación política ni el personal eventual.




            	

              3.  Para garantizar el adecuado desarrollo de sus funciones el representante de la IGAE deberá disponer de la información sobre los temas que figuren en el orden del día, con una antelación mínima de dos días, tal y como dispone el artículo 19.3.a) de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, salvo que se acuerde, por la menor importancia de la información o documentación, su remisión posterior.


            	

              4.  En cuestiones con especial carácter jurídico sería conveniente solicitar el asesoramiento jurídico escrito que sea pertinente.


            	

              5.  Finalmente, resaltar la importancia de que el representante de la IGAE actuante, en caso de discrepancia con las decisiones acordadas por el órgano colegiado de contratación, manifieste un voto particular para que se recoja en el texto del acta de la reunión.


          


          Adicionalmente, esta Instrucción incluye la obligación para los representantes de la IGAE de realizar determinadas actuaciones cuando en los procedimientos surjan determinadas «banderas rojas» de fraude, corrupción o conflicto de intereses.


          Cabe destacar lo siguiente:


          

            	

              i. 

              Se define la bandera roja como «un elemento o una serie de elementos de carácter atípico o que difieren de la actividad normal, y que, por tanto, debe examinarse con más detenimiento», es decir, su existencia no implica un caso de fraude o corrupción. Se aportan referencias documentales sobre cómo detectar este tipo de supuestos, así como se concretan determinados supuestos que conllevan la necesidad de realizar una comunicación a la Autoridad de Control.

            


            	

              ii. 

              Se recopilan las medidas existentes en materia de conflicto de intereses y se indican aquellos supuestos que darían lugar a comunicación a la Autoridad de Control.

            


            	

              iii. 

              Se establece el procedimiento a seguir por parte del representante tanto en las reuniones del órgano colegiado como en las comunicaciones a realizar a la Autoridad de Control.

            


          


          

          

            3.2. 

             Cuestiones diversas relacionadas con las mesas de contratación

          


          En este punto vamos a exponer un conjunto de posibles situaciones a las que se puede enfrentar la mesa de contratación, sin ánimo de ser exhaustivos, y sus posibles soluciones más comunes en los casos planteados como son:


          a) Fin del plazo de presentación de proposiciones o solicitudes de participación


          Al depender de los licitadores la presentación de documentación, la mesa de contratación puede encontrarse con el problema de tener que dirimir si una determinada proposición o solicitud de participación ha sido presentada en tiempo y forma. En tal caso, Si decidiera que se ha presentado fuera de plazo, debería excluirse al licitador por no acreditar el cumplimiento de los requisitos establecidos en el PCAP.


          Acerca de esta cuestión (65) , se sugiere la conveniencia de incluirse en los PCAPS una cláusula, a tenor de lo previsto en la disposición adicional decimoquinta de la LCSP en relación con el artículo 80.2, 3 y 4 del Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento general de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas (RGLCAP), en la que se indicase que en el último día del plazo la presentación de las proposiciones o solicitudes de participación podrá efectuarse a lo largo de toda su duración, siempre y cuando quede acreditada la misma en función de los diferentes medios que prevé la normativa aplicable (vía presencial, en la sede del órgano de contratación en el horario fijado al efecto en los pliegos o en el anuncio de licitación o en los diferentes registros públicos administrativos; vía postal, con fecha de imposición de ese día y anuncio de su remisión en ese mismo día; vía electrónica, informática y telemática).


          Luego, la presentación de proposiciones o solicitudes de participación deberá realizarse de modo que quede garantizada su confidencialidad, la protección de la integridad de los datos (66) , y el secreto hasta el momento fijado para su apertura.


          b) Defectos en la documentación administrativa


          En cuanto a los errores en la forma, se tiene que tener muy en cuenta, en primer lugar, que solamente pueden ser subsanados los requisitos que no supongan un cambio en la oferta, salvo que fuese un error u omisión de carácter puramente formal (67) . En segundo lugar, únicamente se puede subsanar los hechos que ya estuvieran sustanciados con anterioridad al momento de vencimiento del plazo para presentar proposiciones o solicitudes de participación (68) , pues de lo contrario se pondría en duda los principios de no discriminación y de igualdad de trato que se consagran en la LCSP. Y, en tercer lugar, que el trámite de subsanación, se haga en congruencia con las condiciones recogidas en los PCAPS o en el contrato y con la documentación que en ellos se refleje (69) .


          Reiteramos que solamente pueden ser subsanados, por la aplicación del artículo 81 del RGLCAP, los requisitos que no supongan una mutabilidad de la oferta, salvo que se tratara de un error u omisión de carácter puramente formal (70) . Ya que de admitirse subsanaciones se estaría aceptando implícitamente la posibilidad que las proposiciones fueran modificadas de forma sustancial después de haber sido presentadas vulnerado los principios de no discriminación, igualdad de trato y transparencia que, de forma expresa, se recogen en la normativa comunitaria y en la LCSP (71) .


          Una vez enunciadas las normas esenciales, se acometen los supuestos que surgen de los defectos en la documentación entregada, señalando que la regla general será que la mesa de contratación habrá de conceder un plazo de 3 días hábiles para la subsanación de los mismos (72)  (artículo 81.2 del RGLCAP, ya que continua vigente en cuanto no se ponga al contenido de la LCSP, y que resulta compatible, además con lo previsto en el artículo 27.1 del Real Decreto 817/2009 que dispone que, siempre que resulte precisa la subsanación, la mesa concederá para efectuarla un plazo inferior a 7 días naturales al objeto de que el acto de apertura pueda celebrarse dentro de él) (73) .


          La mesa establecerá los extremos a resolver (74) , y lo comunicará a los licitadores implicados, indicando el lugar (75) , en el que ha de presentarse la documentación correspondiente. En este punto, como ya se ha señalado, la disposición adicional decimoquinta de la LCSP establece que, en general, en la tramitación de los procedimientos de adjudicación, la práctica de las notificaciones y comunicaciones derivadas de los mismos se realizará por medios exclusivamente electrónicos a la dirección electrónica «habilitada» o mediante comparecencia electrónica.


          Los plazos a contar desde la notificación se computarán desde la fecha de envío de la misma o del aviso de notificación, si fuera mediante comparecencia electrónica, siempre que el acto objeto de notificación se haya publicado el mismo día en el perfil de contratante del órgano de contratación. En caso contrario, los plazos se computarán desde la recepción de la notificación por el interesado (76) .


          En cuanto al trámite de subsanación, recogido en el mencionado artículo 81, es preciso señalar que no le resulta aplicable lo previsto en el artículo 80.4 del RGLCAP relativo a la presentación de ofertas por parte de los licitadores a través de su envío por correo postal (77) . Por este procedimiento excepcional, a la vista de la citada disposición adicional decimoquinta de la LCSP, el licitador ha de presentar su proposición o solicitud de participación por dicha vía, debiendo anunciarlo por télex, fax, telegrama o correo electrónico enviado en ese mismo día. Por esta razón, debe justificar la constancia de la transmisión y recepción (fechas, contenido íntegro de las comunicaciones e identificación fidedigna de remitente y destinatario) en el plazo de 10 días naturales siguientes. Sin embargo, en el supuesto de subsanación que se deposite la documentación en una empresa de mensajería (78) , comunicando dicha remisión por télex, fax, telegrama o correo electrónico al órgano de contratación en el mismo día que venciera el plazo no es válida. Es la razón que no existe identidad de forma para el envío de proposiciones o solicitudes de participación y para la entrega de la documentación que deba ser objeto de subsanación. En consecuencia, se haría inviable asegurar el cumplimiento del procedimiento de contratación y de los plazos para él establecidos (79) . En resumen, desde el punto de vista formal, nada obsta a que la documentación se enviase por correo, pero tendría que obrar en poder del órgano de contratación en la fecha y hora que figuraban en las notificaciones remitidas a los licitadores (80) .


          Por otra parte, hay que considerar que el hecho de que el licitador debidamente excluido, por no haber subsanado, aporte con posterioridad, a raíz de un recurso administrativo, la documentación correspondiente, no puede exonerarle de la comisión de una infracción de los requisitos formales de presentación de la documentación en tiempo y forma. Ya que, la participación en licitaciones públicas comporta la asunción de una serie de cargas formales que, además de ir orientada a que la adjudicación se realice a la mejor oferta, pretenden garantizar que tal adjudicación se realice en condiciones de absoluta igualdad entre todos los licitadores (81) . El cumplimiento de tales requisitos formales es, pues, una garantía de los licitadores que debe ser exigida por igual a todos ellos, sin que pueda ser obviada por el conocimiento extra procedimental que el órgano o la mesa de contratación pueda llegar a ostentar (82) .


          c) Subsanación de errores u omisiones: Medio de comunicación


          El principal problema que se plantea es como instrumentalizar las subsanaciones. Para ello, la propia LCSP, a través de la Disposición Adicional Decimoquinta, ha establecido unas pautas para establecer un canal de comunicación, al tiempo que señala el principio de carácter general que todas «las notificaciones a las que se refiere la presente Ley se podrán realizar mediante dirección electrónica habilitada o mediante comparecencia electrónica». A esta regla hay que añadir, para realizar una correcta interpretación, desde el punto de vista sistemático y de la intención del legislador, una segunda pauta según la cual «la tramitación de los procedimientos de adjudicación de contratos regulados en la presente Ley exige que la práctica de las notificaciones sea por medios electrónicos» (83) .


          Hecha esta afirmación general, la primera cuestión es cómo instrumentalizar esta posibilidad, para ello acudimos a la solución del artículo 140.1. a). 4.º de la LCSP que dispone que será en los PCAPS donde se establecerá la exigencia del órgano de contratación a los licitantes de señalar en el DEUC una dirección de correo electrónico «habilitada» que posibilite las notificaciones. Es esta la segunda cuestión en la que se añade una garantía al precepto señalado, al igual que hace la Ley de Procedimiento Administrativo, cuando establece la necesidad de un sistema que cumpla con los requisitos técnicos pertinentes, para que la dirección electrónica permita la recepción de las notificaciones que por vía telemática puedan hacer las distintas Administraciones Públicas. Asociada a la Dirección Electrónica Habilitada, su titular dispondrá de un buzón electrónico en el que recibirá las notificaciones electrónicas correspondientes a aquellos procedimientos a los que voluntariamente decida suscribirse. De esta forma se darán todas las garantías de certeza que exige la Disposición Adicional Decimosexta, apartado 1, letra e), en relación con el apartado 8 de la Disposición Adicional Decimoquinta, y en los mismos términos que se exige para la presentación de documentos en la Disposición Adicional Decimoséptima de la LCSP (84) .


          Otra cuestión que se puede plantear es si resultaría procedente la exclusión de un licitador que ha procedido a subsanar un determinado extremo por medios distintos a los expresados, por ejemplo, a través de la sede electrónica del órgano de contratación.


          En relación con dicho asunto, debe valorarse en cada caso, antes de tomar una decisión excluyente, si el medio empleado por el licitador impide o no la recepción y conocimiento adecuado por parte del órgano de contratación. De acuerdo con lo señalado, siempre que la incidencia se presente como un mero defecto formal, no debe excluirse al licitador que hubiese utilizado una vía alternativa (85) .


          d) Comprobación de la situación concursal


          Una de las misiones de la mesa de contratación es la de verificar las causas de prohibición conforme establece el artículo 72.1 de la LCSP. La comprobación de la situación concursal tiene como finalidad la de garantizar la solvencia económica para el cumplimiento del contrato y evitar futuros inconvenientes. Está recogida en el artículo 71.1.c) El propósito es que el licitador que no haya solicitado la declaración de concurso voluntario, no haya sido declarado insolvente en cualquier procedimiento, no se halle declarado en concurso, salvo que en este haya adquirido eficacia un convenio o se haya iniciado un expediente de acuerdo extrajudicial de pagos, no esté sujeto a intervención judicial o hubiese sido inhabilitado conforme a la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, sin que haya concluido el período de inhabilitación fijado en la sentencia de calificación del concurso.


          Para ello, el instrumento que tiene la mesa es la de la revisión de esta posible situación por medio de la realización de una consulta en el Registro Público Concursal (86) . El tiempo para su verificación se limita, conforme al artículo 140.4 de la LCSP, a la fecha final de presentación de ofertas y subsistir en el momento de perfección del contrato. Corresponde al Secretario, verificar directamente mediante acceso al citado Registro. Siempre con independencia de que el licitador lo haya manifestado en su DEUC, que no está incurso en prohibición para contratar con carácter previo a que el órgano de contratación dicte los siguientes actos administrativos que se integran en el procedimiento contractual.


          Si se comprueba, en el momento anterior a que sea dictado por el órgano de contratación el acuerdo de adjudicación, que el mejor licitador se encuentra incurso en prohibición para contratar, la adjudicación habría de efectuarse, a favor del licitador que hubiese presentado la segunda mejor oferta, conforme al artículo 150.2, párrafo tercero, de la LCSP. Todo con independencia de las consecuencias que se pudieran irrogar en el futuro para dicho licitador excluido (87) .


          e) Presentación de proposiciones


          La mesa tiene como propósito el de garantizar la transparencia de los procedimientos y la igualdad de trato de los licitadores. Con este fin se ha de garantizar que los licitadores presenten sus proposiciones conforme a las previsiones de los PCAPS (por ejemplo, inclusión de la proposición económica en un sobre diferente (88) , presentación de proposición por precio global en lugar de por precio unitario (89) , o contradicción existente entre la oferta económica expresada en letra y en cifra, salvo que en los PCAPS se estableciera preferencia de una forma sobre otra (90) ), habrán de ser, en principio, rechazadas por la mesa de contratación (91) .


          Sin embargo, no basta con la simple mecánica de función registral, sino que, en su condición de órgano asesor, tiene la decisión de valorar la documentación presentada en cada caso, teniendo en cuenta las siguientes consideraciones:


          — Ha de apreciar si el defecto producido conculca materialmente los principios rectores que han de inspirar la Contratación Pública, es decir, los principios de libertad de acceso a las licitaciones, publicidad y transparencia de los procedimientos, y no discriminación e igualdad de trato entre los candidatos a que se refiere el artículo 1 de la LCSP. Por ello, la decisión adoptada debe ser fruto de un proceso reflexivo y no automáticamente adoptado. Se ha de analizar, caso a caso, y ver que el defecto producido no desvirtúa la proposición o su secreto (92) . Solamente en el caso de que se llegara a la conclusión afirmativa, la mesa debería excluirla.


          Un excesivo formalismo sería contrario a los principios rectores a los que se ha hecho referencia y a la libertad de concurrencia y a la eficiente utilización de los fondos públicos, que exigen que en los procedimientos de adjudicación debe tender a lograr la mayor concurrencia posible conforme a, los requisitos establecidos (93) .


          El caso más frecuente, que compromete la decisión sobre la posible exclusión del licitador que ha de adoptar la mesa de contratación, se produce cuando el licitador se ha apartado de la forma indicada para presentar su proposición. De manera que cuando se incluye la documentación acreditativa de un determinado criterio de adjudicación a valorar mediante la aplicación de fórmulas en el sobre o archivo número 2 correspondiente a criterios relativos a juicio de valor, sí tiene trascendencia. En este caso, la mesa de contratación debe, en principio, proceder a excluir a ese licitador del proceso contractual (94) , ya que se vulneran los artículos 157 y 139.2 de la LCSP que consagran el deber de secreto, salvo que se comprobase, sin duda alguna, que la información desvelada no hubiese tenido repercusión en la valoración de la proposición presentada (95) .


          — Se ha de ponderar, también, si el error en el que ha incurrido el licitador se debe a una incorrecta redacción de los PCAPS, ya que, en tal caso, las consecuencias no pueden trasladarse a la empresa licitadora mediante la exclusión decretada por la mesa de contratación (96)  sino mediante la revisión correspondiente.


          f) Retirada de la oferta


          En esta situación la labor de la mesa tiene como objeto garantizar la eficiencia del sistema de gestión contractual, en tanto que el proceso de licitación tiene como fin garantizar, a través de la selección de la oferta más ventajosa, poder cubrir sus necesidades y objetivos con la gestión de fondos públicos. La quiebra del proceso contractual se ocasiona cuando en el acto de apertura de proposiciones (97) , el representante de un licitador procede a retirar su oferta justificando que adolece de error que impide que pueda asumir la ejecución del contrato de resultar seleccionado por la Administración (98) . En este caso, por el daño y gastos ocasionados en el proceso contractual, se plantea la duda si el licitador podría retirar su proposición y si ello no conllevaría, en su caso, la incautación de la garantía, así como el reconocimiento de la correspondiente indemnización por daños y perjuicios, y la declaración de prohibición para contratar prevista en el artículo 71.2. a) de la LCSP (99) .


          Sobre este hecho, la cuestión consiste en evitar que la alegación formulada por uno de los licitadores, en el sentido de que al formular la oferta incurrió en error o inconsistencia, llegara a suponer la plena disponibilidad para retirar la oferta presentada por parte del mismo. Para ello, el análisis conjunto de los artículos 80.5, y 85.2 del RGLCAP, lleva a la necesidad de examinar, caso a caso, la concurrencia de los siguientes requisitos:


          

            	

              —  Que exista, efectivamente, el mencionado reconocimiento del error por parte del licitador.


            	

              —  Que el contenido de la oferta resulte inviable, extremo que ha de ser libremente apreciado por la mesa de contratación en función de las circunstancias que concurran en cada caso. Se ha de tener en cuenta, que no será posible obligar al licitador de forma compulsiva a aceptar la admisión de su oferta y, en caso de resultar adjudicatario, a asumir la formalización y cumplimiento de las obligaciones presentadas.


          


          g) Análisis de las condiciones especiales de ejecución


          La mesa de contratación tiene como función la de asesorar para la selección de un licitador en la adjudicación al órgano de contratación. En la práctica, a la hora de esta selección se produce, en ocasiones, una tendencia a confundir que las condiciones especiales de ejecución del contrato, recogidas en los PCAPS, son requisitos de capacidad y aptitud para contratar.


          En consecuencia, se confunden conceptos y situaciones jurídicas distintas muy diferentes, ya que se manifiestan en un momento procesal diferente en la vida de un contrato. Así, se exigen como requisitos previos, cuando en realidad se trata de aspectos que han de estar operativos durante el cumplimiento del contrato, probándose generalmente en el trámite del artículo 150.2 de la LCSP o bien con posterioridad a la existencia del contrato.


          Por ello, se tiene que ser muy escrúpulos al examinar los extremos incluidos en el DEUC, evitando acordar la exclusión automática del licitador por no aportar los mencionados medios en ese momento (100) , pues puede suceder que algún extremo solo pueda acreditarse en la ejecución del contrato (101) .


          h) Ausencia de competencia para excluir una oferta anormalmente baja


          Como se ha señalado la mesa de contratación, cumple su función evaluando toda la información y documentación proporcionada por el licitador en plazo, al tiempo que elevará de forma motivada la correspondiente propuesta de aceptación o rechazo al órgano de contratación.


          En lo que se refiere a las ofertas anormalmente bajas, la LCSP, en su artículo 149.6, con relación a las mesas y órganos de contratación, en su caso, dispone que no se acordará la aceptación de una oferta sin que la propuesta de la mesa esté debidamente motivada.


          El órgano de contratación, ha de hacer una reflexión en aras a motivar su resolución. Si considera que la justificación efectuada por el licitador y los informes mencionados en el artículo 149.4 de la LCSP, no explican satisfactoriamente el bajo nivel de los precios o costes propuestos por el licitador, y que, por tanto, la oferta no puede ser cumplida fruto de la inclusión de valores anormales, la excluirá de la clasificación. Momento en que acordará la adjudicación a favor de la mejor oferta, de acuerdo con el orden en que hayan sido clasificadas conforme a lo señalado en el artículo 150.1.


          Como resultado, se rechazarán las ofertas incursas en presunción de anormalidad si están basadas en hipótesis o prácticas inadecuadas desde una perspectiva técnica, económica o jurídica.


          Además, el artículo 326.2.c) de la LCSP determina que la mesa de contratación, como órgano de asistencia técnica especializada, ejercerá, en su caso, la de «propuesta sobre la calificación de una oferta como anormalmente baja, previa tramitación del procedimiento a que se refiere el artículo 149 de la presente Ley».


          En consecuencia, a la vista de estos preceptos, si la mesa de contratación adoptase el acuerdo de exclusión de una oferta anormalmente baja, dicho acto administrativo adolecería de un vicio de anulabilidad, artículo 48.1 de la LPACAP, toda vez que se ha excedido en sus competencias e invadido las del órgano de contratación, del que depende jerárquicamente como órgano de asistencia (102) .


          Como tal, pudiera ser subsanado por el órgano de contratación, ya que es jerárquicamente superior, mediante la convalidación, conforme al artículo 52.3 de la LPACAP.


          

          

            4. 

             Controles internos independientes ajenos al órgano de contratación. la fiscalización

          


          

          

            4.1. 

             Introducción

          


          Los fundamentos de un control posterior interno independiente se caracteriza por el hecho de ser efectuado por personal especialmente especializado y capacitado por ser investido de facultades por la Ley.


          Así, la propia LCSP (103) , exige su cumplimiento, aprovechado el modelo de referencia y excelencia de la gestión de contratación en el Sector Público, inspirado en tres fuentes que clasificamos por su origen:


          En primer lugar, las de origen comunitario, como son las Recomendaciones de la OCDE de 2008 y 2015, sobre la mejora de la integridad en la contratación pública; así como en la Resolución del Parlamento Europeo, de 4 de octubre de 2018, sobre el paquete de medidas de la estrategia de contratación pública (2017/2278 (INI)) y la Norma UNE 15896 Gestión de Contratación de Valor Añadido: 2015 Value Added Purchasing Management, que fue el primer estándar supranacional en el ámbito de la Contratación.


          En segundo lugar, se añaden los de Administración General del Estado como: la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria; Orden de 23 de diciembre de 1987 por la que se dictan normas para el desarrollo y aplicación del Real Decreto 640/1987, de 8 de mayo, sobre pagos librados a justificar; Real Decreto 2188/1995, de 28 de diciembre, por el que se desarrolla el régimen del control interno ejercido por la IGAE; Real Decreto 725/1989, de 16 de junio, sobre anticipos de Caja fija; Resolución de 30 de julio de 2015, de la IGAE, por la que se dictan instrucciones para el ejercicio del control financiero permanente; Resolución de 9 de febrero de 2018 de la IGAE por la que se aprueban instrucciones para la realización de las actuaciones previstas en el apartado 1.g) del artículo 159 de la Ley General Presupuestaria Resolución de 25 de julio de 2018, de la IGAE, por la que se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 20 de julio de 2018 (104) .


          En tercer lugar, para la Administración Local: los artículos 213 y 218 del Texto Refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo. Ley 27/2013, de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local; Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el régimen jurídico del control interno en las entidades del Sector Público Local (RDCIEL).


          Sin embargo, queremos destacar la singularidad que para el control del cumplimiento de los procesos contractuales representa la auditoría operativa cuyos contenidos se definen en el artículo 164 de la Ley General Presupuestaria. Esta técnica tiene por objeto la revisión de conformidad de los actos, operaciones y procedimientos de gestión económico-financiera que debieran desarrollarse de conformidad con las normas que les son de aplicación. Constituye, por tanto, un examen sistemático y objetivo de las operaciones y procedimientos contractuales de la entidad, con el objeto de proporcionar una valoración independiente de su racionalidad económico-financiera y su adecuación a los principios de la buena gestión, detectar sus posibles deficiencias y proponer las recomendaciones oportunas para su corrección.


          Para poder proceder a acometer los procedimientos de auditoría operativa, se ha de obtener una visión general de la organización y procedimientos aplicados por la entidad en el ejercicio de su actividad contractual, ya se trate de procedimientos de planificación de la actividad o de procedimientos de adjudicación de contratos u otros. No se pretende en este punto hacer un análisis detallado y completo, sino tener una información y referencias de, como mínimo, los siguientes aspectos:


          

            	

              • 

              Estructura organizativa del sistema de contratación: funciones y responsabilidades de las unidades implicadas en la gestión contractual. Grado de coordinación entre órganos de contratación, en su caso, así como entre los participantes en el procedimiento de contratación.


            	

              • 

              Sistema de planificación y seguimiento de la programación de la actividad.


            	

              • 

              Sistema de tramitación y gestión de expedientes de contratación.


            	

              • 

              Sistemas de información disponibles.


            	

              • 

              Procedimientos: aplicación real y las posibles discrepancias con los recogidos en la documentación y en la normativa, su efecto en la evaluación del control interno.


          


          Para efectuar el control del proceso contractual, no basta con aplicar su normativa específica. Este procedimiento se ha de incardinar en la gestión del gasto público. Por ello, como señala Pablo Arellano (105) :


          

            

              […] «El principio de legalidad aplicado a los gastos públicos no se concreta únicamente en la necesaria habilitación de crédito que las leyes de presupuestos deben contener, sino que exige, además, que la norma establezca el procedimiento mediante el cual la administración podrá realizar los gastos públicos».

            


          


          En consecuencia, como señala el mismo autor, para poder analizar y explicar el proceso de control contractual ha de considerarse que es también un proceso de gestión del gasto público, razón por la que se han de conjugar:


          

            	

              • 

              «Las actuaciones tendentes la

              

                ejecución del gasto

              

              en sí.

            


            	

              • 

              Las de

              

                control

              

              dirigidas a asegurar la legalidad de las anteriores y que interrumpirán el procedimiento en el caso de que este se separe de las previsiones legales.

            


            	

              • 

              Las de

              

                contabilidad

              

              , mediante las cuales se registra la ejecución».

            


          


          Por ello es muy importante mantener con rigor las fases del proceso de gestión del gasto público que establece la Ley General Presupuestaria en su artículo 73,1:


          

            

              «1. La gestión del Presupuesto de gastos del Estado y de sus organismos autónomos y de las Entidades gestoras y Servicios comunes de la Seguridad Social se realizará a través de las siguientes fases:

            


            

              	

                a) 

                Aprobación del gasto.

              


              	

                b) 

                Compromiso de gasto.

              


              	

                c) 

                Reconocimiento de la obligación.

              


              	

                d) 

                Ordenación del pago.

              


              	

                e) 

                Pago material».

              


            


          


          La razón no es otra que el órgano administrativo de gestión debe respetar el procedimiento de ejecución del gasto público para contraer válidamente obligaciones de contenido económico, y tiene que distinguir tres tipos de actos en función de su naturaleza: actos de gestión, actos de control y actos contables (106) .


          

            

              […] «Dentro de los

              

                actos de gestión

              

              , distinguimos a su vez, actos administrativos y actos financieros. Los primeros son aquellos necesarios para adoptar la resolución administrativa o formalizar el negocio jurídico del que derivará la obligación económica. Los segundos son aquellos que permiten que los créditos consignados en los Presupuestos de gastos queden vinculados a una serie de actuaciones que implican la realización de un gasto (aprobación, compromiso y reconocimiento de una obligación económica) y que finalizan con el pago a terceros.

            


            

              Los

              

                actos de control que

              

              se integran en el procedimiento a través de la función interventora, tienen por objeto velar por el cumplimiento de la legalidad de los actos de gestión y se enmarcan dentro del ejercicio de la función de control interno de la gestión económico financiera del sector público desarrollada por la Intervención General de la Administración del Estado.

            


            

              Por último, a través de los

              

                actos contables s

              

              e registran las variaciones que producen los actos de gestión en los estados de gastos e ingresos de los Presupuestos del Estado.

            


            

              Cada uno de estos tipos de actos que integran el procedimiento (actos de gestión, control y contabilidad) deben estar debidamente interrelacionados. Ello implica, en principio y con carácter general, que en cada una de las fases en las que se desarrolla la ejecución del gasto, se efectúan los correspondientes actos de gestión, control y contabilidad que procedan y que finalizan posteriormente con el pago en firme que realiza el Ordenador de pagos a favor del acreedor directo».

            


          


          Teniendo en cuenta estas consideraciones previas vamos a conjugar todos los aspectos al analizar los diferentes tipos de contratos. Si bien previamente vamos a destacar los extremos de general y común comprobación en el proceso de fiscalización previa (107) .


          

            

              «1. La fiscalización e intervención previa de gastos u obligaciones incluidos en el presente Acuerdo, en cada uno de los órganos de la Administración General del Estado u organismos autónomos sujetos a función interventora y entidades gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social, se realizará mediante la comprobación de los siguientes extremos:

            


            a) La existencia de crédito presupuestarioy que el propuesto es el adecuado y suficiente a la naturaleza del gasto u obligación que se proponga contraer.


            

              Se entiende que el crédito es adecuado cuando financie obligaciones a contraer o nacidas y no prescritas a cargo del Tesoro Público o de la Seguridad Social, cumpliendo los requisitos y reglas presupuestarias de temporalidad, especialidad y especificación reguladas en la Ley General Presupuestaria.

            


            

              En los casos en los que se trate de contraer compromisos de gastos de carácter plurianual o, en su caso, de tramitación anticipada se comprobará, además, si se cumple lo preceptuado en el artículo 47 de la Ley General Presupuestaria.

            


            b) Que los gastos u obligacionesse proponen al órgano competentepara la aprobación, compromiso del gasto o reconocimiento de la obligación.


            c) Lacompetencia del órgano de contratacióny en general del que dicte el acto administrativo, cuando dicho órgano no tenga atribuida la facultad de aprobación, compromiso del gasto o reconocimiento de la obligación de que se trate.


            d) Que losexpedientes de compromiso de gasto responden a gastos aprobadosy, en su caso, fiscalizados favorablemente.


            

              Asimismo, en los expedientes de reconocimiento de obligaciones, que los mismos responden a gastos aprobados y comprometidos y, en su caso, fiscalizados favorablemente. En caso de que haya designación de Interventor para la comprobación material de una inversión, que se ha producido la intervención de la citada comprobación material de la inversión y su carácter favorable, sin perjuicio de lo dispuesto en distintos puntos del presente Acuerdo en los casos en que resulte de aplicación el segundo párrafo del artículo 198.2 de la Ley de Contratos del Sector Público y no hubiese llegado el momento de efectuar la correspondiente comprobación material de la inversión.

            


            e) Laexistencia de autorización del Consejo de Ministros,en aquellos tipos de gastos incluidos en el presente Acuerdo en los que su normativa específica lo exija.


            f) Laexistencia de autorización del titular del Departamento ministerialo del Secretario de Estado correspondiente en los supuestos que, conforme al artículo 324.5 de la Ley de Contratos del Sector Público, lo requieran.


            g) Aquellosextremos adicionales que,atendiendo a la naturaleza de los distintos actos, documentos o expedientes, se contienen en el presente Acuerdo.


            

              2. En los expedientes en que de conformidad con el presente Acuerdo deba verificarse como extremo adicional la existencia de dictamen de Consejo de Estado, así como en aquellos otros expedientes que correspondan a un tipo de gasto incluido en este Acuerdo para los que de conformidad con la normativa aplicable sea preceptivo el citado dictamen, se comprobarán, con anterioridad al mismo, los extremos contemplados en los correspondientes apartados de este Acuerdo y, con posterioridad a su emisión, únicamente se constatará su existencia material y carácter favorable, en cumplimiento del artículo 13.1 del Real Decreto 2188/1995, de 28 de diciembre, y del Real Decreto 706/1997, de 16 de mayo.

            


            

              3. Cuando de los informes preceptivos a los que se hace referencia en los diferentes apartados de este Acuerdo se dedujera que se han omitido requisitos o trámites que sean esenciales o que la continuación de la gestión administrativa pudiera causar quebrantos económicos al Tesoro Público, a la Seguridad Social o a un tercero, se procederá al examen exhaustivo del documento o documentos objeto de informe y si, a juicio del Interventor, se dan las mencionadas circunstancias, habrá de actuar conforme a lo preceptuado en el artículo 154.1 de la Ley General Presupuestaria».


          


          

          

            4.2. 

             Expediente del contrato de obras

          


          En los expedientes de contratos de obras, con excepción de los que se adjudiquen en el marco de un sistema de racionalización técnica de la contratación, los extremos adicionales a examinar a los generales serán los siguientes:


          

          

            4.2.1. 

             Obras en general

          


          

            

              1.1. EXPEDIENTE INICIAL

            

          


          A) Aprobación del gasto (108) 


          

            1. La existencia de crédito presupuestario y que el propuesto es el adecuado y suficiente a la naturaleza del gasto u obligación que se proponga contraer que tiene carácter básico.


          

            2. Que los gastos u obligaciones se proponen al órgano competente para la aprobación, compromiso del gasto o reconocimiento de la obligación. Acuerdo del Órgano de Contratación o Consejo de Gobierno cuando se trate de autorizar gastos plurianuales que tiene carácter general.


          

            3. de iniciación del expediente, dictada por el órgano promotor del contrato que normalmente coincidirá con el que tiene competencia para autorizar el gasto.


          

            4. Informe de necesidad firmado por el órgano promotor del contrato.


          

            5. Memoria en la que se recoja: objeto del contrato, elección del procedimiento, clasificación empresarial si se exige, condiciones especiales de ejecución, criterios de adjudicación, precio art. 102, valor estimado del contrato, con indicación de todos los conceptos que lo integran, incluyendo los costes laborales, plazos, posibles prórrogas, etc.


          

            6. Informe obtención del precio del contrato (arts. 100 y 101 LCSP).


          

            7. Justificación de la decisión de no dividir en lotes el objeto del contrato.


          

            8. Que existe proyecto informado por la Oficina de Supervisión de Proyectos, si procede. Cuando no exista informe de la Oficina de Supervisión de Proyectos, y no resulte procedente por razón de la cuantía, que al expediente se incorpora pronunciamiento expreso de que las obras del proyecto no afectan a la estabilidad, seguridad o estanqueidad de la obra.


          

            9. Pliego de Prescripciones Técnicas.

          


          

            10. Que existe pliego de cláusulas administrativas particulares o, en su caso, documento descriptivo, informado por el Servicio Jurídico. Cuando se utilice modelo de pliego de cláusulas administrativas, verificar que el contrato a celebrar es de naturaleza análoga al informado por el Servicio Jurídico.


          

            11. Acta de replanteo del proyecto, en el que debe constar la comprobación de la realidad geométrica y la disponibilidad de los terrenos. Disponibilidad de los terrenos, que se acreditará mediante certificación del departamento correspondiente.


          

            12.

            Declaración de impacto ambiental, en caso de que fuere necesaria.


          

            13. Solicitud de autorización a órganos de otras administraciones con competencia, cuando proceda.


          

            14. Autorización de la Comisión de Patrimonio Cultural en caso de obras que afecten a bienes declarados de tal interés.


          

            15. Que el pliego de cláusulas administrativas particulares, para la determinación de la mejor oferta establezca criterios vinculados al objeto del contrato; que cuando se utilice un único criterio, éste esté relacionado con los costes, de acuerdo con el artículo 146.1 LCSP. Cuando el único criterio a considerar sea el precio se verificará que éste sea el del precio más bajo y en los casos en que figure una pluralidad de criterios de adjudicación basados en la mejor relación calidad-precio, que se establezcan con arreglo a criterios económicos y cualitativos.


          

            16. Cuando se prevea la utilización de varios criterios de adjudicación o de un único criterio distinto del precio, que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento descriptivo establecen los parámetros objetivos para identificar las ofertas anormalmente bajas.


          

            17. Que, en el pliego de cláusulas administrativas particulares, cuando proceda, se disponga que la documentación relativa a los criterios cuya ponderación dependa de un juicio de valor ha de presentarse en sobre o archivo electrónico independiente del resto de la proposición.


          

            18. Que el pliego de cláusulas administrativas particulares establezca al menos una de las condiciones especiales de ejecución que se enumeran en el artículo 202.2 LCSP y la obligación del adjudicatario de cumplir las condiciones salariales de los trabajadores conforme al convenio colectivo sectorial de aplicación.


          

            19. Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación el procedimiento abierto simplificado, comprobar que se cumplen las condiciones previstas en el artículo 159.1 LCSP. En caso de que este procedimiento se tramite según lo previsto en el artículo 159.6 de dicha Ley, se verificará que no se supera el valor estimado fijado en dicho apartado y que entre los criterios de adjudicación no hay ninguno evaluable mediante juicios de valor.


          

            20. Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación un procedimiento negociado, comprobar que se dan alguno de los supuestos previstos en los artículos 167 o 168 LCSP para utilizar dicho procedimiento.


          

            21. Cuando se prevea en el pliego de cláusulas administrativas particulares la posibilidad de modificación el contrato en los términos del artículo 204 LCSP, verificar que el porcentaje previsto no es superior al 20 por 100 del precio inicial y que la modificación no podrá suponer el establecimiento de nuevos precios unitarios no previstos en el contrato.


          

            22. Informe jurídico, ya sea de la Abogacía General, Asesoría Jurídica o Secretaría General sobre la legalidad del expediente de contratación y su adecuación a lo previsto en la LCSP. Normalmente recae sobre el servicio jurídico que revisa los PCAP.


          

            23. Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación el diálogo competitivo, verificar que se cumple alguno de los supuestos de aplicación del artículo 167 de la Ley de Contratos del Sector Público (LCSP); y, en el caso de que se reconozcan primas o compensaciones a los participantes, que en el documento descriptivo se fija la cuantía de las mismas y que consta la correspondiente retención de crédito.


          

            24. Cuando se prevea en el pliego de cláusulas administrativas particulares la utilización de la subasta electrónica, verificar que los criterios de adjudicación a que se refiere la misma se basen en modificaciones referidas al precio y, en su caso, a requisitos cuantificables y susceptibles de ser expresados en cifras o porcentajes.


          

            25. En los supuestos de los artículos 4 y 5 así como disposición adicional segunda de la Orden EHA/1049/2008, de 10 de abril, de declaración de bienes y servicios de contratación centralizada, que se acompaña el informe favorable de la Dirección General de Racionalización y Centralización de la Contratación.


          

            26. Que, en su caso, consta la retención del crédito exigida por el artículo 58 del Real Decreto 111/1986, de 10 de enero, de desarrollo parcial de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español.


          B) Compromiso del gasto (109) :


          

            B.1) Adjudicación

          


          

            1. Informe de fiscalización fase A (comprobación de la existencia de la fiscalización de la aprobación del gasto).


          

            2.

            Resolución aprobatoria del expediente (verificación que el expediente está aprobado, y se habrá realizado con la comprobación del punto 1).


          

            3.

            Clasificación de ofertas y requerimiento documentos.


          

            4. Documentación acreditativa de obligaciones tributarias y con la Seguridad Social.


          

            5. Acta de la Mesa de Contratación.


          

            6. Publicación de anuncios o solicitudes de ofertas.


          

            7. Cualquier otro requisito exigido en los Pliegos.


          

            8. Cuando no se adjudique el contrato de acuerdo con la propuesta formulada por la Mesa, que existe decisión motivada del órgano de contratación al respecto.


          

            9. Cuando se declare la existencia de ofertas incursas en presunción de anormalidad, que existe constancia de la solicitud de la información a los licitadores que las hubiesen presentado y del informe del servicio técnico correspondiente.


          

            10. Cuando se utilice un procedimiento con negociación, que existe constancia en el expediente de las invitaciones cursadas, de las ofertas recibidas, de las razones para su aceptación o rechazo y de las ventajas obtenidas en la negociación, de conformidad con lo dispuesto en la LCSP.


          

            11. Cuando se proponga la celebración de un contrato con precios provisionales de conformidad con el artículo 102.7 de la LCSP, que se detallan en la propuesta de adjudicación los extremos contenidos en las letras a), b) y c) del citado precepto.


          

            12. Que se acredita la constitución de la garantía definitiva, salvo en el caso previsto en el artículo 159.6 de la LCSP.


          

            13. Que se acredite que el licitador que se propone como adjudicatario hapresentado la documentación justificativa de las circunstancias a que se refieren las letras a) a c) del artículo 140.1 de la LCSP que procedan, incluyendo en su caso la de aquellas otras empresas a cuyas capacidades se recurra; o bien, que se acredita la verificación de alguna o todas esas circunstancias mediante certificado del Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público o de la correspondiente base de datos nacional de un Estado miembro de la Unión Europea, con las dos siguientes excepciones, en el procedimiento abierto simplificado tramitado conforme al artículo 159.4 de dicha Ley, en el que sólo se examinará que se ha aportado el compromiso al que se refiere el artículo 75.2 de la Ley y en el procedimiento abreviado tramitado conforme al artículo 159.6 de la Ley cuando se haya constituido la Mesa, en el que no procederá la aplicación de este extremo.


          

            B.2) Formalización

          


          En su caso, que se acompaña certificado del órgano de contratación que acredite que no se ha interpuesto recurso especial en materia de contratación contra la adjudicación o de los recursos interpuestos, o bien, certificado de no haberse acordado medida cautelar que suspenda el procedimiento. En el supuesto de que se hubiese interpuesto recurso contra la adjudicación, deberá comprobarse igualmente que ha recaído resolución expresa del órgano que ha de resolver el recurso, ya sea desestimando el recurso o recursos interpuestos, o acordando el levantamiento de la suspensión o de la medida cautelar.


          C) Reconocimiento de la Obligación (110) 


          

            1. Comprobar Fiscalización Fase D (compromiso del gasto).


          

            2. Nombramiento responsable del contrato.


          

            3. Documento acreditativo del cumplimiento de las condiciones especiales de carácter social, en los términos que figuren en los pliegos y contrato.


          

            4.

            Resolución de adjudicación en su caso.


          

            5. Contrato formalizado.

          


          

            6. Acta de inicio de las obras.

          


          

            7. Acreditación de la publicación de la adjudicación y del contrato en la plataforma de contratación.


          

            

              1.2.

            

            

              CERTIFICACIONES DE OBRA

            

          


          

            1. Que existe certificación, autorizada por el facultativo Director de la obra y con la conformidad de los Servicios correspondientes del órgano gestor.


          

            2. En caso de efectuarse anticipos de los previstos en el artículo 240.2 de la LCSP, comprobar que tal posibilidad está contemplada en el pliego de cláusulas administrativas particulares y que se ha prestado la garantía exigida.


          

            3. Cuando la certificación de obra incluya revisión de precios, para su abono, comprobar que se cumplen los requisitos exigidos por el artículo 103.5 de la LCSP y que se aplica la fórmula de revisión prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares.


          

            4. Cuando el importe acumulado de los abonos a cuenta vaya a ser igual o superior con motivo del siguiente pago al 90 por ciento del precio del contrato, incluidas, en su caso, las modificaciones aprobadas, que se acompaña, cuando resulte preceptiva, comunicación efectuada a la IGAE o Intervención local, para la designación de un representante que asista a la recepción, en el ejercicio de las funciones de comprobación material de la inversión, conforme a lo señalado en el segundo párrafo del artículo 198.2 de la LCSP.


          

            5. En caso de efectuarse pagos directos a subcontratistas, comprobar que tal posibilidad está contemplada en el pliego de cláusulas administrativas particulares, conforme a la disposición adicional 51.ª de la LCSP.


          

            6. Certificación de obras, debidamente cumplimentada y comprobada por el facultativo director de la obra y por los servicios correspondientes del órgano gestor, con la posible inclusión de los excesos de medición sobre las unidades de obra ejecutadas si no se incluyen en la certificación final. La certificación acompañará relación valorada y demás documentación.


          

            7. Factura debidamente conformada, que incluya en función del territorio Impuesto del Valor Añadido (IVA), Impuesto sobre la Producción, los Servicios y la Importación — Ceuta y Melilla (IPSI); Impuesto General Indirecto Canario (IGIC) en el reconocimiento de la obligación.


          

            8.

            Emisión del documento contable.

          


          

            

              1.3. MODIFICADOS

            

          


          

            1.Certificado de existencia de crédito, en su caso.


          

            2.

            Informe del director de las obras.


          

            3. En el caso de modificaciones previstas en el artículo 204 de la LCSP, que la posibilidad de modificar el contrato se encuentra recogida en los pliegos, que no supera el límite previsto en los mismos, y que no se incluyan nuevos precios unitarios no previstos en el contrato. En el caso de modificaciones no previstas, o que no se ajusten a lo establecido en el artículo 204, que se acompaña informe técnico justificativo de los extremos previstos en el artículo 205 de la LCSP y que no se superan los porcentajes máximos previstos en dicho artículo.


          

            4. Que existe proyecto informado por la Oficina de Supervisión de Proyectos, si procede. Cuando no exista informe de la Oficina de Supervisión de Proyectos, y no resulte procedente por razón de la cuantía, que al expediente se incorpora pronunciamiento expreso de que las obras del proyecto no afectan a la estabilidad, seguridad o estanqueidad de la obra.


          

            5. Que existe informe del Servicio Jurídico y, en su caso, dictamen del Consejo de Estado.


          

            6. Que existe acta de replanteo previo.


          

            7.

            Audiencia al contratista.


          

            8. Que exista el depósito de la garantía, en caso de que proceda.


          

            

              1.4. REVISIONES DE PRECIOS (APROBACIÓN Y COMPROMISO DEL GASTO)

            

          


          

            1. Que se cumplen los requisitos recogidos en el artículo 103.5 de la LCSP y que el pliego de cláusulas administrativas particulares establece la fórmula de revisión aplicable. En el caso de que para el contrato que se trate se haya aprobado una fórmula tipo, se verificará que no se incluye otra fórmula de revisión diferente en los pliegos.


          

            2. Que existe informe de la Asesoría Jurídica.


          

            3.

            Informe director de las obras.


          

            4. En los casos en los que la revisión de precios del contrato comporte nuevo gasto, se verificará la existencia y correcta cumplimentación de la correspondiente propuesta contable «AD».


          

            

              1.5. RECONOCIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN POR EL IVA DEVENGADO EN EL PAGO DE LAS CERTIFICACIONES DE OBRA

            

          


          

            1. Que se aporta factura por la empresa adjudicataria de acuerdo con lo previsto en el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, por el que se regulan las obligaciones de facturación y, en su caso, en la Ley 25/2013, de 27 de diciembre, de impulso de la factura electrónica.


          

            

              1.6.

            

            

              CERTIFICACIÓN FINAL

            

          


          

            1. Que existe certificación final, autorizada por el facultativo Director de la obra y conformada por los servicios correspondientes del órgano gestor.


          

            2. Que existe informe de la Oficina de Supervisión de Proyectos, si procede.


          

            3.

            Relación valorada de las obras ejecutadas.


          

            4. Que se acompaña acta de conformidad de la recepción de la obra o, en su caso, acta de comprobación a la que se refiere el artículo 168 del Reglamento General de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas o acta de comprobación y medición a la que se refiere el artículo 246.1 de la LCSP con carácter favorable.


          

            5. Cuando se incluya revisión de precios, para su abono, comprobar que se cumplen los requisitos exigidos por el artículo 103.5 de la LCSP y que se aplica la fórmula de revisión prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares.


          

            6. Que se aporta factura por la empresa adjudicataria de acuerdo con lo previsto en el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, por el que se regulan las obligaciones de facturación y, en su caso, en la Ley 25/2013, de 27 de diciembre, de impulso de la factura electrónica.


          

            7.

            Propuesta de alta en el inventario.


          

            8.

            Emisión del documento contable.

          


          

            

              1.7.

            

            

              LIQUIDACIÓN

            

          


          

            1. Que existe informe favorable del facultativo Director de obra.


          

            2. Que existe informe de la Oficina de Supervisión de Proyectos, si procede.


          

            3. Que se aporta factura de la empresa adjudicataria de acuerdo con lo previsto en el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, por el que se regulan las obligaciones de facturación y, en su caso, en la Ley 25/2013, de 27 de diciembre, de impulso de la factura electrónica.


          

            4.Propuesta de documento contable debidamente cumplimentado (111) .


          

            5. Propuesta de liquidación de las obras ejecutadas suscrita por el Director e informe favorable del facultativo director de la obra.


          

            

              1.8. PAGO DE INTERESES DE DEMORA Y DE LA INDEMNIZACIÓN POR LOS COSTES DE COBRO

            

          


          

            1. Que existe informe del Servicio Jurídico.


          

            2. Documento contable. (AD)


          

            3.

            Informe técnico con el cálculo de los intereses, aportando documentación que justifique los mismos.


          

            4. Resolución de aceptación o no de dichos intereses por parte del contratista.


          

            

              1.9. INDEMNIZACIÓN A FAVOR DEL CONTRATISTA

            

          


          

            1. Que existe informe del Servicio Jurídico.


          

            2. Que existe informe técnico.


          

            3. Que, en su caso, existe dictamen de Consejo de Estado.


          

            

              1.10.

            

            

              RESOLUCIÓN DEL CONTRATO DE OBRA

            

          


          

            1. Que, en su caso, existe informe del Servicio Jurídico.


          

            2. Que, en su caso, existe dictamen del Consejo de Estado.


          

            

              1.11. PAGO DE PRIMAS O COMPENSACIONES A LOS PARTICIPANTES EN EL DIÁLOGO COMPETITIVO O A LOS CANDIDATOS O LICITADORES EN EL CASO DE RENUNCIA A LA CELEBRACIÓN DEL CONTRATO O DESISTIMIENTO DEL PROCEDIMIENTO

            

          


          

            1. Que, en su caso, esta circunstancia está prevista en el pliego, anuncio o documento descriptivo.


          

          

            4.2.2. 

             Contratación conjunta de proyecto y obra

          


          La fiscalización de estos expedientes de contratación se realizará con arreglo a lo previsto para los de obras en general, con las siguientes especialidades:


          

            

              2.1. CASO GENERAL

            

          


          A) Aprobación y compromiso del gasto


          De acuerdo con el artículo 234 de la LCSP la fiscalización se pospone al momento inmediato anterior a la adjudicación, debiendo comprobarse como extremos adicionales en función de la naturaleza de sus actos, documentos o expedientes.


          

            A.1) Adjudicación

          


          

            1. Que se aporta justificación sobre su utilización de conformidad con el artículo 234.1 de la LCSP.


          

            2. Que existe anteproyecto o, en su caso, bases técnicas a que el proyecto deba ajustarse.


          

            3. Que existe pliego de cláusulas administrativas particulares o, en su caso, documento descriptivo, informado por el Servicio Jurídico.


          

            4. Cuando se utilice modelo de pliego de cláusulas administrativas, verificar que el contrato a celebrar es de naturaleza análoga al informado por el Servicio Jurídico.


          

            5. Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento descriptivo establece, para la determinación de la mejor oferta, criterios vinculados al objeto del contrato; que cuando se utilice un único criterio, éste esté relacionado con los costes, de acuerdo con el artículo 146.1 de la LCSP; si el único criterio a considerar es el precio, se verificará que éste sea el del precio más bajo; y en los casos en que figuren una pluralidad de criterios de adjudicación basados en la mejor relación calidad-precio, que se establezcan con arreglo a criterios económicos y cualitativos.


          En los casos en que el procedimiento de adjudicación propuesto sea el del diálogo competitivo se verificará asimismo que en la selección de la mejor oferta se toma en consideración más de un criterio de adjudicación en base a la mejor relación calidad-precio.


          

            6. Cuando se prevea la utilización de varios criterios de adjudicación o de un único criterio distinto del precio, que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento descriptivo establece los parámetros objetivos para identificar las ofertas anormalmente bajas.


          

            7. Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento descriptivo prevé, cuando proceda, que la documentación relativa a los criterios cuya ponderación dependa de un juicio de valor ha de presentarse en sobre o archivo electrónico independiente del resto de la proposición.


          

            8. Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento descriptivo establece al menos una de las condiciones especiales de ejecución que se enumeran en el artículo 202.2 de la LCSP y la obligación del adjudicatario de cumplir las condiciones salariales de los trabajadores conforme al Convenio colectivo sectorial de aplicación.


          

            9. Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación un procedimiento con negociación, comprobar que concurre alguno de los supuestos previstos en los artículos 167 o 168 de la LCSP para utilizar dicho procedimiento.


          

            10. Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación el diálogo competitivo, verificar que se cumple alguno de los supuestos de aplicación del artículo 167 de la LCSP y, en el caso de que se reconozcan primas o compensaciones a los participantes, que en el documento descriptivo se fija la cuantía de las mismas y que consta el correspondiente certificado existencia de crédito.


          

            11. Cuando se prevea en el pliego de cláusulas administrativas particulares la posibilidad de modificar el contrato en los términos del artículo 204 de la LCSP, verificar que el porcentaje previsto no es superior al 20 por 100 del precio inicial; y que la modificación no podrá suponer el establecimiento de nuevos precios unitarios no previstos en el contrato.


          

            12. Cuando se prevea en el pliego de cláusulas administrativas particulares la utilización de la subasta electrónica, verificar que los criterios de adjudicación a que se refiere la misma se basen en modificaciones referidas al precio y, en su caso, a requisitos cuantificables y susceptibles de ser expresados en cifras o porcentajes.


          

            13. Que, en su caso, consta la retención del crédito exigida por el artículo 58 del Real Decreto 111/1986, de 10 de enero, de desarrollo parcial de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español.


          

            14. Cuando no se adjudique el contrato de acuerdo con la propuesta formulada por la Mesa, que existe decisión motivada del órgano de contratación al respecto.


          

            15. Cuando se declare la existencia de ofertas incursas en presunción de anormalidad, que existe constancia de la solicitud de la información a los licitadores que las hubiesen presentado y del informe del servicio técnico correspondiente.


          

            16. Cuando se utilice un procedimiento con negociación, que existe constancia en el expediente de las invitaciones cursadas, de las ofertas recibidas, de las razones para su aceptación o rechazo y de las ventajas obtenidas en la negociación, de conformidad con lo dispuesto en la LCSP.


          

            17. Cuando se proponga la celebración de un contrato con precios provisionales de conformidad con el artículo 102.7 de la LCSP, que se detallan en la propuesta de adjudicación los extremos contenidos en las letras a), b) y c) del citado precepto.


          

            18. Que, en su caso, se acredita la constitución de la garantía definitiva.


          

            19. Que se acredita que el licitador que se propone como adjudicatario ha presentado la documentación justificativa de las circunstancias a que se refieren las letras a) a c) del artículo 140.1 de la LCSP que procedan, incluyendo en su caso la de aquellas otras empresas a cuyas capacidades se recurra; o bien, que se acredita la verificación de alguna o todas esas circunstancias mediante certificado del Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público o de la correspondiente base de datos nacional de un Estado miembro de la Unión Europea.


          

            A.2) Formalización

          


          

            1. En su caso, que se acompaña certificado del órgano de contratación que acredite que no se ha interpuesto recurso especial en materia de contratación contra la adjudicación o de los recursos interpuestos, o bien, certificado de no haberse acordado medida cautelar que suspenda el procedimiento. En el supuesto de que se hubiese interpuesto recurso contra la adjudicación, deberá comprobarse igualmente que ha recaído resolución expresa del órgano que ha de resolver el recurso, ya sea desestimando el recurso o recursos interpuestos, o acordando el levantamiento de la suspensión o de la medida cautelar.


          B) Certificaciones de obra


          Cuando se fiscalice la primera certificación, junto con los extremos comunes previstos para las certificaciones de obra en genera, deberá comprobarse:


          

            1. Que existe proyecto informado por la Oficina de Supervisión de Proyectos y aprobado por el órgano de contratación.


          

            2. Que existe acta de replanteo previo.


          

            

              2.2. CUANDO NO SEA POSIBLE ESTABLECER EL IMPORTE ESTIMATIVO DE LA REALIZACIÓN DE LAS OBRAS

            

            (caso del artículo 234.5 LCSP)

          


          A) Aprobación y compromiso del gasto


          En el momento inmediatamente anterior a la adjudicación del contrato deberán ser objeto de comprobación los extremos previstos en relación con la aprobación y compromiso del gasto para el caso general de contratación conjunta de proyecto y obra, a excepción de la existencia de crédito presupuestario adecuado y suficiente en relación con el gasto derivado de la ejecución de las obras.


          B) Previamente a la aprobación del expediente de gasto de ejecución de las obras


          De acuerdo con el artículo 234.5 de la LCSP es posterior a la adjudicación del contrato, serán objeto de comprobación los siguientes extremos:


          

            1. Los previstos en el apartado primero del presente Acuerdo en relación con dicho expediente de gasto.


          

            2. Que existe proyecto informado por la Oficina de Supervisión de Proyectos y aprobado por el órgano de contratación.


          

            3. Que existe acta de replanteo previo.


          

            

              2.3. SUPUESTOS ESPECÍFICOS DE LIQUIDACIÓN DEL PROYECTO

            

          


          

            1. Aprobación y compromiso del gasto: En aquellos supuestos en los que, conforme a lo previsto en el artículo 234.3 de la LCSP, el órgano de contratación y el contratista no llegaran a un acuerdo sobre los precios, o conforme al artículo 234.5 de la LCSP, la Administración renunciara a la ejecución de la obra, los extremos a comprobar en la liquidación de los trabajos de redacción de los correspondientes proyectos serán los relativos a la liquidación de los contratos de servicios (acta de conformidad y factura).


          De acuerdo con el artículo 234 LCSP la fiscalización se pospone al momento inmediato anterior a la adjudicación, debiendo comprobarse tras la adjudicación:


          

            	

              –  Que se aporta justificación sobre su utilización, de conformidad con el art. 234.1 LCSP.


            	

              –  Que constan todos los documentos que se exigen para los contratos ordinarios en la Fase A y D.


          


          

          

            4.3. 

             Expediente del contrato de suministros

          


          En los expedientes de contratos de suministros, con excepción de los que se adjudiquen en el marco de un sistema de racionalización técnica de la contratación, los extremos adicionales a examinar son los siguientes:


          

          

            4.3.1. 

             Suministros en general

          


          

            

              1.1. EXPEDIENTE INICIAL

            

          


          A) Aprobación del gasto


          

            1. La existencia de crédito presupuestario y que el propuesto es el adecuado y suficiente a la naturaleza del gasto u obligación que se proponga contraer. Que tiene carácter general.


          

            2. Que los gastos u obligaciones se proponen al órgano competente para la aprobación, compromiso del gasto o reconocimiento de la obligación. Comprobación de carácter genérico.


          

            3. Acuerdo del Órgano de contratación o Consejo de Gobierno en la Administración Local, cuando se trate de autorizar gastos plurianuales.


          

            4. Propuesta de iniciación del expediente, dictada por el órgano promotor del contrato con competencia.


          

            6. Informe de necesidad firmado por el órgano promotor del contrato.


          

            7. Memoria en la que se recoja: objeto del contrato, elección del procedimiento, clasificación empresarial si se exige, condiciones especiales de ejecución, criterios de adjudicación, precio art. 102, valor estimado del contrato (con indicación de todos los conceptos que lo integran, incluyendo los costes laborales, plazos, posibles prórrogas, etc.).


          

            8. Informe obtención del precio del contrato (Art. 100 y 101 LCSP).


          

            9. Que existe justificación en el expediente relativa a la decisión de no dividir en lotes el objeto del contrato.


          

            10. Que existe pliego de cláusulas administrativas particulares o, en su caso, documento descriptivo, informado por el Servicio Jurídico.


          

            11. Que existe pliego de prescripciones técnicas del suministro o, en su caso, documento descriptivo.


          

            12. Cuando se utilice modelo de pliego de cláusulas administrativas, verificar que el contrato a celebrar es de naturaleza análoga al informado por el Servicio Jurídico.


          

            13. Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento descriptivo establece, para la determinación de la mejor oferta, criterios vinculados al objeto del contrato; que cuando se utilice un único criterio, éste esté relacionado con los costes, de acuerdo con el artículo 146.1 de la LCSP; si el único criterio a considerar es el precio, se verificará que éste sea el del precio más bajo; y en los casos en que figuren una pluralidad de criterios de adjudicación basados en la mejor relación calidad-precio, que se establezcan con arreglo a criterios económicos y cualitativos.


          

            14. En los casos en que el procedimiento de adjudicación propuesto sea el del diálogo competitivo se verificará asimismo que en la selección de la mejor oferta se toma en consideración más de un criterio de adjudicación en base a la mejor relación calidad-precio.


          

            15. Cuando se prevea la utilización de varios criterios de adjudicación o de un único criterio distinto del precio, que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento descriptivo establece los parámetros objetivos para identificar las ofertas anormalmente bajas.


          

            16. Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento descriptivo prevé, cuando proceda, que la documentación relativa a los criterios cuya ponderación dependa de un juicio de valor ha de presentarse en sobre o archivo electrónico independiente del resto de la proposición.


          

            17. Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento descriptivo establece al menos una de las condiciones especiales de ejecución que se enumeran en el artículo 202.2 de la LCSP y la obligación del adjudicatario de cumplir las condiciones salariales de los trabajadores conforme al Convenio colectivo sectorial de aplicación.


          

            18. Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación el procedimiento abierto simplificado, comprobar que se cumplen las condiciones previstas en el artículo 159.1 de la LCSP. En caso de que este procedimiento se tramite según lo previsto en el artículo 159.6 de dicha Ley, se verificará que no se supera el valor estimado fijado en dicho apartado y que entre los criterios de adjudicación no hay ninguno evaluable mediante juicios de valor.


          

            19. Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación un procedimiento con negociación, comprobar que concurre alguno de los supuestos previstos en los artículos 167 o 168 de la LCSP para utilizar dicho procedimiento.


          

            20.

            Que la duración del contrato prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento descriptivo se ajusta a lo previsto en la LCSP.


          

            21. Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación el diálogo competitivo, verificar que se cumple alguno de los supuestos de aplicación del artículo 167 de la LCSP; y en el caso de que se reconozcan primas o compensaciones a los participantes, que en el documento descriptivo se fija la cuantía de las mismas y que consta la correspondiente retención de crédito.


          

            22. Cuando se prevea en el pliego de cláusulas administrativas particulares la posibilidad de modificar el contrato en los términos del artículo 204 de la LCSP, verificar que el porcentaje previsto no es superior al 20 por 100 del precio inicial; y que la modificación no podrá suponer el establecimiento de nuevos precios unitarios no previstos en el contrato.


          

            23. Cuando se prevea en el pliego de cláusulas administrativas particulares la utilización de la subasta electrónica, verificar que los criterios de adjudicación a que se refiere la misma se basen en modificaciones referidas al precio y, en su caso, a requisitos cuantificables y susceptibles de ser expresados en cifras o porcentajes.


          

            24. En los supuestos de los artículos 4 y 5 así como disposición adicional segunda de la Orden EHA/1049/2008, de 10 de abril, de declaración de bienes y servicios de contratación centralizada, que se acompaña el informe favorable de la Dirección General de Racionalización y Centralización de la Contratación.


          

            25.

            Informe jurídico de la asesoría jurídica o secretaría general sobre la legalidad del PCAP del expediente de contratación y su adecuación a lo previsto en la LCSP.


          B) Compromiso del gasto


          

            B.1) Adjudicación

          


          

            1. Verificar el Informe de fiscalización fase A (comprobación, ya que puede que no exista un informe expreso probación del gasto).


          

            2. Resolución aprobatoria del expediente.


          

            3. Clasificación de ofertas.


          

            4. Documentación acreditativa de obligaciones tributarias y con la Seguridad Social.


          

            5. Que se acredita la constitución de la garantía definitiva, en su caso.


          

            6.

            Acta de la mesa de contratación.


          

            7. Publicación de anuncios o solicitudes de ofertas.


          

            8. Cualquier otro requisito exigido en los Pliegos.


          

            9. Cuando no se adjudique el contrato de acuerdo con la propuesta formulada por la Mesa, que existe decisión motivada del órgano de contratación al respecto.


          

            10. Cuando se declare la existencia de ofertas incursas en presunción de anormalidad, que existe constancia de la solicitud de la información a los licitadores que las hubiesen presentado y del informe del servicio técnico correspondiente.


          

            11. Cuando se utilice un procedimiento con negociación, que existe constancia en el expediente de las invitaciones cursadas, de las ofertas recibidas, de las razones para su aceptación o rechazo y de las ventajas obtenidas en la negociación, de conformidad con lo dispuesto en la LCSP.


          

            12. Cuando se proponga la celebración de un contrato con precios provisionales de conformidad con el artículo 102.7 de la LCSP, que se detallan en la propuesta de adjudicación los extremos contenidos en las letras a), b) y c) del citado precepto.


          

            13. Acreditación de la constitución de la garantía definitiva, en su caso.


          

            14. Que se acredita que el licitador que se propone como adjudicatario ha presentado la documentación justificativa de las circunstancias a que se refieren las letras a) a c) del artículo 140.1 de la LCSP que procedan, incluyendo en su caso la de aquellas otras empresas a cuyas capacidades se recurra; o bien, que se acredita la verificación de alguna o todas esas circunstancias mediante certificado del Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público o de la correspondiente base de datos nacional de un Estado miembro de la Unión Europea, con las dos siguientes excepciones, en el procedimiento abierto simplificado tramitado conforme al artículo 159.4 de dicha Ley, en el que sólo se examinará que se ha aportado el compromiso al que se refiere el artículo 75.2 de la Ley y en el procedimiento abreviado tramitado conforme al artículo 159.6 de la Ley cuando se haya constituido la Mesa, en el que no procederá la aplicación de este extremo.


          

            B.2) Formalización

          


          

            1. En su caso, que se acompañe certificado del órgano de contratación que acredite que no se ha interpuesto recurso especial en materia de contratación contra la adjudicación o de los recursos interpuestos, o bien, certificado de no haberse acordado medida cautelar que suspenda el procedimiento.


          

            2. En el supuesto de que se hubiese interpuesto recurso contra la adjudicación, deberá comprobarse igualmente que ha recaído resolución expresa del órgano que ha de resolver el recurso, ya sea desestimando el recurso o recursos interpuestos, o acordando el levantamiento de la suspensión o de las medidas cautelares.


          

            3. Existencia de Fiscalización Fase D (compromiso del gasto).


          

            4. Acreditación publicación de la adjudicación y del contrato en la plataforma de contratación.


          

            5. Resolución de adjudicación.


          

            

              1.2. REVISIÓN DE PRECIOS (

            

            aprobación del gasto)

          


          

            1. Que, en los contratos en los que pueda preverse la revisión de precios, se cumplen los requisitos recogidos en el artículo 103.5 de la LCSP y que el pliego de cláusulas administrativas particulares establece la fórmula de revisión aplicable.


          

            2. En el caso de que para el contrato que se trate se haya aprobado una fórmula tipo, se verificará que no se incluye otra fórmula de revisión diferente en los pliegos.


          

            

              1.3. MODIFICACIÓN DEL CONTRATO

            

          


          

            1.

            Propuesta inicio modificación departamento promotor.


          

            2. En el caso de modificaciones previstas según el artículo 204 de la LCSP, que la posibilidad de modificar el contrato se encuentra prevista en los pliegos, que no supera el límite previsto en los mismos, y que no se incluyen nuevos precios unitarios no previstos en el contrato.


          

            3. En el caso de modificaciones no previstas, o que no se ajusten a lo establecido en el artículo 204, que se acompaña informe técnico justificativo de los extremos previstos en el artículo 205 de la LCSP y que no se superan los porcentajes máximos previstos en dicho artículo.


          

            4. Que existe informe del Servicio Jurídico y, en su caso, dictamen del Consejo de Estado.


          

            5. Existencia de crédito presupuestario, en su caso.


          

            6.

            Audiencia del contratista.


          

            

              1.4. ABONOS A CUENTA

            

          


          

            1. Que existe la conformidad de los servicios competentes con el suministro realizado o fabricado.


          

            2. En caso de efectuarse anticipos, de los previstos en el artículo 198.3 de la LCSP, comprobar que tal posibilidad estaba prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares y que se ha prestado la garantía exigida.


          

            3. Cuando en el abono a cuenta se incluya revisión de precios, comprobar que se cumplen los requisitos exigidos por el artículo 103.5 de la LCSP y que se aplica la fórmula de revisión prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares.


          

            4. Que se aporta factura por la empresa adjudicataria de acuerdo con lo previsto en el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, por el que se regulan las obligaciones de facturación y, en su caso, en la Ley 25/2013, de 27 de diciembre, de impulso de la factura electrónica.


          

            5. Cuando el importe acumulado de los abonos a cuenta vaya a ser igual o superior con motivo del siguiente pago al 90 por ciento del precio del contrato, incluidas, en su caso, las modificaciones aprobadas, que se acompaña, cuando resulte preceptiva, comunicación efectuada a la IGAE para la designación de un representante que asista a la recepción, en el ejercicio de las funciones de comprobación material de la inversión, conforme a lo señalado en el segundo párrafo del artículo 198.2 de la LCSP.


          

            6. En caso de efectuarse pagos directos a subcontratistas, comprobar que tal posibilidad está contemplada en el pliego de cláusulas administrativas particulares, conforme a la disposición adicional 51.ª de la LCSP.


          

            

              1.5. ENTREGAS PARCIALES Y LIQUIDACIÓN

            

          


          

            1. Que se acompaña acta de conformidad de la recepción del suministro, o en el caso de arrendamiento de bienes muebles, certificado de conformidad con la prestación.


          

            2. Que se aporta factura por la empresa adjudicataria de acuerdo con lo previsto en el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, por el que se regulan las obligaciones de facturación y, en su caso, en la Ley 25/2013, de 27 de diciembre, de impulso de la factura electrónica.


          

            3. Cuando se incluya revisión de precios, para su abono, comprobar que se cumplen los requisitos exigidos por el artículo 103.5 de la LCSP (112) , y que se aplica la fórmula de revisión prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares.


          

            4. En el caso de que se haga uso de la posibilidad prevista en el artículo 301.2 de la LCSP (113) , que dicha opción está prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares.


          

            

              1.6. PRÓRROGA DEL CONTRATO

            

          


          

            1. Que está prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares y en el contrato, respetándose los plazos contractuales máximos establecidos para el contrato en cuestión, y que se acuerda con anterioridad al vencimiento del contrato.


          

            2. Que no se superan los límites de duración previstos por el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento descriptivo.


          

            3. Que se acompaña informe del Servicio Jurídico.


          

            4. En el supuesto de que resulte de aplicación lo establecido en el último párrafo del artículo 29.4 (excepción a los 5 años por inversión) de la LCSP, que consta justificación en el expediente y que se ha publicado el correspondiente anuncio de licitación del nuevo contrato en el plazo señalado en dicho precepto.


          

            5. En los supuestos de los artículos 4 y 5 de la Orden EHA/1049/2008, de 10 de abril, de declaración de bienes y servicios de contratación centralizada, que se acompaña el informe favorable de la Dirección General de Racionalización y Centralización de la Contratación.


          

            6. Correcta cumplimentación de propuesta contable AD, en la que ha de figurar el adjudicatario del contrato objeto de prórroga.


          

            7. Existencia de propuesta del órgano de contratación en la que se acuerde la prórroga del contrato sin alterar las características del mismo.


          

            8. Verificar la conformidad del contratista.


          

            9. En los supuestos de prórroga «especial» previstos en la LCSP, cuando al vencimiento de un contrato no se hubiera formalizado el nuevo contrato que garantice la continuidad de la prestación a realizar por el contratista como consecuencia de incidencias resultantes de acontecimientos imprevisibles para el órgano de contratación producidas en el procedimiento de adjudicación, se verificará que la propuesta de resolución acordando la prórroga respeta el plazo máximo previsto legalmente a estos efectos, que se indican las razones de interés público que justifican la continuidad del contrato original y que el anuncio de licitación del nuevo contrato se publicó con una antelación mínima de tres meses respecto de la fecha de finalización del contrato originario.


          

            

              1.7. PAGO DE INTERESES DE DEMORA Y DE LA INDEMNIZACIÓN POR LOS COSTES DE COBRO

            

          


          

            1. Que existe informe del Servicio Jurídico.


          

            2. Documento contable AD (Certificado de existencia de crédito).


          

            3. Informe técnico con el cálculo de los intereses, aportando documentación que justifique los mismos.


          

            4. Resolución de aceptación o no de dichos intereses.

          


          

            

              1.8. INDEMNIZACIONES A FAVOR DEL CONTRATISTA

            

          


          

            1. Que existe informe del Servicio Jurídico.


          

            2. Que existe informe técnico.


          

            3. Que, en su caso, existe dictamen del Consejo de Estado.


          

            

              1.9. RESOLUCIÓN DEL CONTRATO DE SUMINISTRO

            

          


          

            1. Que, en su caso, existe informe del Servicio Jurídico.


          

            2. Que, en su caso, existe dictamen del Consejo de Estado.


          

            

              1.10. PAGO DE PRIMAS O COMPENSACIONES A LOS PARTICIPANTES EN EL DIÁLOGO O A LOS CANDIDATOS O LICITADORES EN EL CASO DE RENUNCIA A LA CELEBRACIÓN DEL CONTRATO O DESISTIMIENTO DEL PROCEDIMIENTO

            

          


          

            1. Que, en su caso, esta circunstancia está prevista en el pliego, anuncio o documento descriptivo.


          

          

            4.3.2. 

             Adquisición de equipos y sistemas para el tratamiento de la información

          


          

            

              2.1. ADQUISICIÓN CENTRALIZADA

            

          


          

            1. Cuestiones a revisar en los expedientes relativos a equipos y sistemas cuya adquisición corresponde al órgano de contratación del sistema estatal de contratación centralizada de acuerdo con el artículo 230.1 de la LCSP.


          

            2.1.1. Expediente inicial

          


          A) Aprobación del gasto


          

            1.

            Propuesta de adquisición y aprobación del gasto por el Departamento u organismo destinatario financiador. Sólo se comprobarán los extremos previstos con carácter general por la Intervención Delegada del órgano financiador.


          

            2. Actuaciones llevadas a cabo por el órgano de contratación del sistema de contratación centralizada. La fiscalización se realizará por la Intervención Delegada en el Ministerio de Hacienda y Función Pública y se comprobarán los siguientes extremos:


          

            	

              a.  Los previstos para los suministros en general.


            	

              b.  Que existe el correspondiente informe técnico emitido por la Secretaría General de Administración Digital.


            	

              c.  Que existe propuesta de adquisición y aprobación del gasto por el Departamento u organismo destinatario financiador del suministro, fiscalizada de conformidad.


          


          B) Adjudicación y formalización


          

            1. La fiscalización se llevará a cabo por la Intervención Delegada en el Ministerio de Hacienda y Función Pública, comprobándose los mismos extremos que para contratos de suministros en general.


          

            2. Resto de expedientes: Se comprobarán los mismos extremos previstos para los suministros en general.


          

            3. Expedientes relativos a equipos y sistemas cuya adquisición corresponda a otros órganos de contratación, de conformidad con el artículo 230.2 y la disposición adicional vigésima de la LCSP: Se comprobarán los mismos extremos previstos para los suministros en general y, además, en la fase de aprobación del gasto, la existencia del informe técnico de la memoria y los pliegos de prescripciones técnicas emitido por la Secretaría General de Administración Digital.


          

          

            4.3.3. 

             Contrato de suministro de fabricación

          


          Cuando el pliego de cláusulas administrativas particulares determine la aplicación directa de las normas del contrato de obras, se comprobarán los extremos previstos para dicho tipo de contrato en el apartado segundo de este Acuerdo. En otro caso, dichos extremos serán los especificados para suministros en general.


          

          

            4.4. 

             Expediente del contrato de servicios

          


          En los expedientes de contratos de servicios, con excepción de los que se adjudiquen en el marco de un sistema de racionalización técnica de la contratación, los extremos adicionales a examinar son los siguientes:


          

          

            4.4.1. 

             Servicios en general

          


          

            

              1.1. EXPEDIENTE INICIAL

            

          


          A) Aprobación del gasto


          

            1. La existencia de crédito presupuestario y que el propuesto es el adecuado y suficiente a la naturaleza del gasto u obligación que se proponga contraer. Que tiene carácter esencial.


          

            2. Que los gastos u obligaciones se proponen al órgano competente para la aprobación, compromiso del gasto o reconocimiento de la obligación. Que es obligación general.


          

            3. Acuerdo del Órgano de contratación o Consejo de Gobierno cuando se trate de autorizar gastos plurianuales.


          

            5. Propuesta de iniciación del expediente dictada por el órgano promotor del contrato, con competencia para autorizar el gasto.


          

            6. Informe de necesidad firmado por el órgano promotor del contrato.


          

            7. Memoria en la que se recoja: objeto del contrato, elección del procedimiento, clasificación empresarial si se exige, condiciones especiales de ejecución, criterios de adjudicación, precio art. 102, valor estimado del contrato (con indicación de todos los conceptos que lo integran, incluyendo los costes laborales, plazos, posibles prórrogas, etc...


          

            8. Informe obtención del precio del contrato (arts. 100 y 101 LCSP).


          

            9. Justificación relativa a la decisión de no dividir en lotes el objeto del contrato.


          

            10. Que existe pliego de cláusulas administrativas particulares o, en su caso, documento descriptivo, informado por el Servicio Jurídico.


          

            11. Que existe pliego de prescripciones técnicas del servicio o, en su caso, documento descriptivo.


          

            12. Cuando se utilice modelo de pliego de cláusulas administrativas, verificar que el contrato a celebrar es de naturaleza análoga al informado por el Servicio Jurídico.


          

            13. Que se justifica en el expediente la carencia de medios suficientes para la prestación del servicio por la propia Administración por sus propios medios.


          

            14. Que el objeto del contrato está perfectamente definido, de manera que permita la comprobación del exacto cumplimiento de las obligaciones por parte del contratista.


          

            15. Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento descriptivo establece, para la determinación de la mejor oferta, criterios vinculados al objeto del contrato; que cuando se utilice un único criterio, éste esté relacionado con los costes, de acuerdo con el artículo 146.1 de la LCSP; si el único criterio a considerar es el precio, se verificará que éste sea el del precio más bajo; y en los casos en que figuren una pluralidad de criterios de adjudicación basados en la mejor relación calidad-precio, que se establezcan con arreglo a criterios económicos y cualitativos.


          

            16. En los casos en que el procedimiento de adjudicación propuesto sea el del diálogo competitivo se verificará asimismo que en la selección de la mejor oferta se toma en consideración más de un criterio de adjudicación en base a la mejor relación calidad-precio.


          

            17. Cuando se prevea la utilización de varios criterios de adjudicación o de un único criterio distinto del precio, que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento descriptivo establece los parámetros objetivos para identificar las ofertas anormalmente bajas.


          

            18. Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento descriptivo prevé, cuando proceda, que la documentación relativa a los criterios cuya ponderación dependa de un juicio de valor ha de presentarse en sobre o archivo electrónico independiente del resto de la proposición.


          

            19. Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento descriptivo establece al menos una de las condiciones especiales de ejecución que se enumeran en el artículo 202.2 de la LCSP y la obligación del adjudicatario de cumplir las condiciones salariales de los trabajadores conforme al Convenio colectivo sectorial de aplicación.


          

            20. Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación el procedimiento abierto simplificado, comprobar que se cumplen las condiciones previstas en el artículo 159.1 de la LCSP. En caso de que este procedimiento se tramite según lo previsto en el artículo 159.6 de dicha Ley, se verificará que no se supera el valor estimado fijado en dicho apartado y que entre los criterios de adjudicación no hay ninguno evaluable mediante juicios de valor.


          

            21. Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación un procedimiento con negociación, comprobar que concurre alguno de los supuestos previstos en los artículos 167 o 168 de la LCSP para utilizar dicho procedimiento.


          

            22. Que la duración del contrato prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento descriptivo se ajusta a lo previsto en la LCSP.


          

            23. Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación el diálogo competitivo, verificar que se cumple alguno de los supuestos de aplicación del artículo 167 de la LCSP; y en el caso de que se reconozcan primas o compensaciones a los participantes, que en el documento descriptivo se fija la cuantía de las mismas y que consta la correspondiente certificación de existencia de crédito.


          

            24. Cuando se prevea en el pliego de cláusulas administrativas particulares la posibilidad de modificar el contrato en los términos del artículo 204 de la LCSP, verificar que el porcentaje previsto no es superior al 20 por 100 del precio inicial; y que la modificación no podrá suponer el establecimiento de nuevos precios unitarios no previstos en el contrato.


          

            25. Cuando se prevea en el pliego de cláusulas administrativas particulares la utilización de la subasta electrónica, verificar que los criterios de adjudicación a que se refiere la misma se basen en modificaciones referidas al precio y, en su caso, a requisitos cuantificables y susceptibles de ser expresados en cifras o porcentajes.


          

            26. En los supuestos de los artículos 4 y 5 así como disposición adicional segunda de la Orden EHA/1049/2008, de 10 de abril, de declaración de bienes y servicios de contratación centralizada que se acompaña el informe favorable de la Dirección General de Racionalización y Centralización de la Contratación.


          B) Compromiso del gasto


          

            B.1) Adjudicación

          


          

            1. Comprobación de Informe de fiscalización fase A (aprobación del gasto).


          

            2. Resolución aprobatoria del expediente.


          

            3. Clasificación de ofertas y requerimiento documentos.


          

            4. Documentación acreditativa de obligaciones tributarias y con la Seguridad Social.


          

            5. Que se acredita la constitución de la garantía definitiva, en su caso.


          

            6. Actas de la Mesa de contratación.


          

            7. Publicación de anuncios o solicitudes de ofertas.


          

            8.

            Cualquier otro requisito exigido en los Pliegos.


          

            9. Cuando no se adjudique el contrato de acuerdo con la propuesta formulada por la Mesa, que existe decisión motivada del órgano de contratación al respecto.


          

            10. Cuando se declare la existencia de ofertas incursas en presunción de anormalidad, que existe constancia de la solicitud de la información a los licitadores que las hubiesen presentado y del informe del servicio técnico correspondiente.


          

            11.Cuando se utilice un procedimiento con negociación, que existe constancia en el expediente de las invitaciones cursadas, de las ofertas recibidas, de las razones para su aceptación o rechazo y de las ventajas obtenidas en la negociación, de conformidad con lo dispuesto en la LCSP.


          

            12. Cuando se proponga la celebración de un contrato con precios provisionales de conformidad con el artículo 102.7 de la LCSP, que se detallan en la propuesta de adjudicación los extremos contenidos en las letras a), b) y c) del citado precepto.


          

            13. Acreditación de la constitución de la garantía definitiva, en su caso.


          

            14. Que se acredita que el licitador que se propone como adjudicatario ha presentado la documentación justificativa de las circunstancias a que se refieren las letras a) a c) del artículo 140.1 de la LCSP que procedan, incluyendo en su caso la de aquellas otras empresas a cuyas capacidades se recurra; o bien, que se acredita la verificación de alguna o todas esas circunstancias mediante certificado del Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público o de la correspondiente base de datos nacional de un Estado miembro de la Unión Europea, con las dos siguientes excepciones, en el procedimiento abierto simplificado tramitado conforme al artículo 159.4 de dicha Ley, en el que sólo se examinará que se ha aportado el compromiso al que se refiere el artículo 75.2 de la Ley y en el procedimiento abreviado tramitado conforme al artículo 159.6 de la Ley cuando se haya constituido la Mesa, en el que no procederá la aplicación de este extremo.


          

            B.2) Formalización

          


          

            1. En su caso, que se acompañe certificado del órgano de contratación que acredite que no se ha interpuesto recurso especial en materia de contratación contra la adjudicación o de los recursos interpuestos, o bien, certificado de no haberse acordado medida cautelar que suspenda el procedimiento.


          

            2. En el supuesto de que se hubiese interpuesto recurso contra la adjudicación, deberá comprobarse igualmente que ha recaído resolución expresa del órgano que ha de resolver el recurso, ya sea desestimando el recurso o recursos interpuestos, o acordando el levantamiento de la suspensión o de las medidas cautelares.


          

            3. Fiscalización Fase D (compromiso del gasto).


          

            4. Resolución de adjudicación.


          

            5. Acreditación publicación de la adjudicación y del contrato en la plataforma de contratación.


          

            

              1.2. MODIFICACIÓN DEL CONTRATO

            

          


          

            1. En el caso de modificaciones previstas según el artículo 204 de la LCSP, que la posibilidad de modificar el contrato se encuentra prevista en los pliegos, que no supera el límite previsto en los mismos, y que no se incluyen nuevos precios unitarios no previstos en el contrato. En el caso de modificaciones no previstas, o que no se ajusten a lo establecido en el artículo 204, que se acompaña informe técnico justificativo de los extremos previstos en el artículo 205 de la LCSP y que no se superan los porcentajes máxim1. La existencia de crédito presupuestario, en su caso.


          

            2. Propuesta inicio modificación órgano promotor previstos en dicho artículo.


          

            3. Que existe informe del Servicio Jurídico y, en su caso, dictamen del Consejo de Estado.


          

            4.

            Audiencia del contratista.


          

            5. Resolución del órgano competente para aprobar la modificación.


          

            7. El contratista acreditará el depósito de la garantía procedente de la modificación.


          

            8. Informe del responsable del contrato.


          

            

              1.3. REVISIÓN DE PRECIOS (APROBACIÓN DEL GASTO)

            

          


          

            1. Que, en los contratos en los que pueda preverse la revisión de precios, se cumplen los requisitos recogidos en el artículo 103.5 de la LCSP y que el pliego de cláusulas administrativas particulares establece la fórmula de revisión aplicable. En el caso de que para el contrato que se trate se haya aprobado una fórmula tipo, se verificará que no se incluye otra fórmula de revisión diferente en los pliegos.


          

            2. Que existe informe de la Asesoría Jurídica.


          

            3. Que existe informe del responsable del contrato.


          

            4. Que, en los contratos en los que pueda preverse la revisión de precios, se cumplen los requisitos recogidos en el artículo 103.5 LCSP y que se contempla la fórmula de revisión aplicada en el pliego de cláusulas administrativas particulares. En el caso que el contrato que se trate se haya aprobado fórmula tipo, se verificará que no se incluye otra fórmula de revisión diferente en los pliegos.


          

            5. En los casos en los que la revisión de precios del contrato comporte nuevo gasto, se verificará la existencia y correcta cumplimentación de la correspondiente propuesta contable «AD».


          

            

              1.4. ABONOS A CUENTA

            

          


          

            1. Que existe la conformidad del órgano correspondiente valorando el trabajo ejecutado.


          

            2. En caso de efectuarse anticipos, de los previstos en el artículo 198.3 de la LCSP, comprobar que tal posibilidad estaba prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares y que se ha prestado la garantía exigida.


          

            3. Cuando en el abono a cuenta se incluya revisión de precios, comprobar que se cumplen los requisitos exigidos por el artículo 103.5 de la LCSP y que se aplica la fórmula de revisión prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares.


          

            4. Que se aporta factura por la empresa adjudicataria de acuerdo con lo previsto en el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, por el que se regulan las obligaciones de facturación y, en su caso, en la Ley 25/2013, de 27 de diciembre, de impulso de la factura electrónica.


          

            5. Cuando el importe acumulado de los abonos a cuenta vaya a ser igual o superior con motivo del siguiente pago al 90 por ciento del precio del contrato, incluidas, en su caso, las modificaciones aprobadas, que se acompaña, cuando resulte preceptiva, comunicación efectuada a la IGAE o Intervención local, para la designación de un representante que asista a la recepción, en el ejercicio de las funciones de comprobación material de la inversión, conforme a lo señalado en el segundo párrafo del artículo 198.2 de la LCSP.


          

            6. En caso de efectuarse pagos directos a subcontratistas, comprobar que tal posibilidad está contemplada en el pliego de cláusulas administrativas particulares, conforme a la disposición adicional 51.ª de la LCSP.


          

            

              1.5. ENTREGAS PARCIALES Y LIQUIDACIÓN

            

          


          

            1. Que se acompaña acta de conformidad de la recepción con los trabajos.


          2. Que se aporta factura por la empresa adjudicataria de acuerdo con lo previsto en el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, por el que se regulan las obligaciones de facturación y, en su caso, en la Ley 25/2013, de 27 de diciembre, de impulso de la factura electrónica.


          

            3. Cuando se incluya revisión de precios, para su abono, comprobar que se cumplen los requisitos exigidos por el artículo 103.5 de la LCSP y que se aplica la fórmula de revisión prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares.


          

            4. En el caso de que se haga uso de la posibilidad prevista en el artículo 309.1 (determinación del precio) de la LCSP, que dicha opción está prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares.


          

            

              1.6. PRÓRROGA DEL CONTRATO

            

          


          

            1. Que está prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares.


          

            2. Que no se superan los límites de duración previstos por el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento descriptivo.


          

            3. Que se acompaña informe del Servicio Jurídico.


          

            4. En el supuesto de que resulte de aplicación lo establecido en el último párrafo del artículo 29.4 de la LCSP, que consta justificación en el expediente y que se ha publicado el correspondiente anuncio de licitación del nuevo contrato en el plazo señalado en dicho precepto.


          

            5. En los supuestos de los artículos 4 y 5 de la Orden EHA/1049/2008, de 10 de abril, de declaración de bienes y servicios de contratación centralizada, que se acompaña el informe favorable de la Dirección General de Racionalización y Centralización de la Contratación.


          

            6. Verificar la existencia y correcta cumplimentación de propuesta contable AD en la que ha de figurar el adjudicatario del contrato objeto de prórroga.


          

            7. Verificar la existencia de resolución del órgano de contratación en la que se acuerde la prórroga del contrato sin alterar las características del mismo.


          

            8. Verificar la conformidad del contratista.


          

            

              1.7. PAGO DE INTERESES DE DEMORA Y DE LA INDEMNIZACIÓN POR LOS COSTES DE COBRO

            

          


          

            1. Que existe informe del Servicio Jurídico.


          

            2. Documento contable AD (Certificado de existencia de crédito).


          

            3. Informe técnico con el cálculo de los intereses, aportando documentación que justifique los mismos.


          

            4. Resolución de la aceptación o no de dichos intereses.


          

            

              1.8. INDEMNIZACIONES A FAVOR DEL CONTRATISTA

            

          


          

            1. Que existe informe del Servicio Jurídico.


          

            2. Que existe informe técnico.


          

            3. Que, en su caso, existe dictamen del Consejo de Estado.


          

            

              1.9. RESOLUCIÓN DEL CONTRATO DE SERVICIOS

            

          


          

            1. Que, en su caso, existe informe del Servicio Jurídico.


          

            2. Que, en su caso, existe dictamen del Consejo de Estado.


          

            

              1.10. PAGO DE PRIMAS O COMPENSACIONES A LOS PARTICIPANTES EN EL DIÁLOGO O A LOS CANDIDATOS O LICITADORES EN EL CASO DE RENUNCIA A LA CELEBRACIÓN DEL CONTRATO O DESISTIMIENTO DEL PROCEDIMIENTO

            

          


          

            1. Que, en su caso, esta circunstancia está prevista en el pliego, anuncio o documento descriptivo.


          

          

            4.4.2. 

             Expedientes relativos a la contratación de tecnologías de la información

          


          

            1. Se comprobarán los mismos extremos que para los contratos de servicios en general y, además, en la fase de aprobación del gasto, la existencia del informe técnico de la memoria y los pliegos de prescripciones técnicas emitidos por la Secretaría General de Administración Digital.


          

          

            4.5. 

             Contratos tramitados a través de acuerdos marco y sistemas dinámicos de adquisición. Contratación centralizada

          


          En los expedientes de contratos, con excepción de los que se adjudiquen en el marco de un sistema de racionalización técnica de la contratación, los extremos adicionales a los generales a examinar son los siguientes:


          

          

            4.5.1. 

             Acuerdos marco

          


          

            

              1.1. ADJUDICACIÓN DEL ACUERDO MARCO

            

          


          Se comprobarán los extremos generales con excepción de los dos primeros que señalamos con carácter general, existencia de crédito adecuado y suficiente y que ha sido dictado por órgano competente. Sin embargo, como especialidad por su naturaleza se ha de verificar como extremos adicionales a los generales son los siguientes:


          A) Con carácter previo a la apertura de la licitación


          Se comprobarán los extremos contemplados en el apartado denominado de aprobación del gasto para los distintos tipos de contratos, así como que:


          

            1. En su caso, existe el informe favorable de la Dirección General de Racionalización y Centralización de la Contratación al que se refiere el artículo 229.8 de la LCSP.


          

            2. Cuando se den las circunstancias previstas en el artículo 221.4.a) de la LCSP de concluirse acuerdo marco con varias empresas, se ha de comprobar que el pliego regulador del acuerdo marco determine la posibilidad de realizar o no una nueva licitación y los supuestos en los que se acudirá o no a una nueva licitación.


          

            a) Además, en el caso de preverse la adjudicación sin nueva licitación, se ha de verificar que el pliego prevé las condiciones objetivas para determinar la adjudicación del contrato basado.


          

            b) Cuando el sistema de adjudicación fuera con nueva licitación, de acuerdo con el artículo 221.5 de la LCSP, se fundamentará, en los mismos términos aplicados a la adjudicación del acuerdo marco, si los pliegos del acuerdo marco no recogieran de forma precisa la regulación aplicable a los contratos basados, se tendrá que elaborar y se deberá necesariamente de incluir en los documentos de licitación correspondientes a dichos contratos basados.


          

            c) Cuando se prevea en el pliego de cláusulas administrativas particulares la posibilidad de modificar el acuerdo marco y los contratos basados, verificar que el porcentaje previsto no es contrario a lo indicado en el artículo 222 de la LCSP (20% a los precios anteriores a la modificación. 10% del precio de adjudicación caso de sustitución).


          B) Adjudicación del acuerdo marco


          Se comprobarán los extremos contemplados en el apartado correspondiente para los distintos tipos de contratos, a excepción, en su caso, del relativo a la acreditación de la constitución de la garantía definitiva.


          C) Formalización


          

            1. En su caso, que se acompaña certificado del órgano de contratación que acredite que no se ha interpuesto recurso especial en materia de contratación contra la adjudicación o de los recursos interpuestos, o bien, certificado de no haberse acordado medida cautelar que suspenda el procedimiento.


          

            2. En el supuesto de que se hubiese interpuesto recurso contra la adjudicación, deberá comprobarse igualmente que ha recaído resolución expresa del órgano que ha de resolver el recurso, ya sea desestimando el recurso o recursos interpuestos, o acordando el levantamiento de la suspensión.


          

            

              1.2. ADJUDICACIÓN DE CONTRATOS BASADOS EN UN ACUERDO MARCO

            

          


          A) Con carácter previo a la apertura de la licitación


          Se comprobarán los extremos generales de toda fiscalización con excepción de los dos primeros que señalamos con carácter general, existencia de crédito adecuado y suficiente y que ha sido dictado por órgano competente. Sin embargo, como especialidad por su naturaleza se ha de verificar los siguientes:


          

            1. En su caso, que la duración del contrato basado en el acuerdo marco se ajusta a lo previsto en la LCSP.


          2. Que, en los documentos de licitación, los términos para la adjudicación de los contratos basados son conformes con los pliegos del acuerdo marco.


          B) Adjudicación de contratos basados en un acuerdo marco


          

            1. En su caso, acreditación de la constitución de la garantía definitiva.


          

            2. En el caso de que el acuerdo marco se haya concluido con más de una empresa y proceda una nueva licitación para adjudicar el contrato basado, conforme a lo establecido en el artículo 221.4 de la LCSP, que se invita a la licitación a todas las empresas o, en su caso, a un mínimo de tres o al mínimo que fije el acuerdo marco.


          

            3. En el caso de que el acuerdo marco se haya concluido con más de una empresa y todos los términos estén establecidos en el acuerdo, cuando no se celebre una nueva licitación, que dicha posibilidad estaba prevista en el pliego, en su caso, y concurre el supuesto previsto.


          

            4. En el caso de que se celebre la licitación a través de una subasta electrónica, que su utilización se hubiera previsto en los pliegos reguladores del acuerdo marco.


          

            

              1.3. MODIFICACIÓN DEL ACUERDO MARCO Y DE LOS CONTRATOS BASADOS EN EL ACUERDO MARCO

            

          


          Se comprobarán los extremos contemplados en el apartado denominado modificación del contrato para los distintos tipos de contratos, en lo que resulte de aplicación, así como que:


          

            1. Los precios unitarios resultantes de la modificación del acuerdo marco no superen en un 20 por ciento a los precios anteriores a la modificación y que queda constancia en el expediente de que dichos precios no son superiores a los que las empresas parte del acuerdo marco ofrecen en el mercado para los mismos productos.


          

            2. En su caso, cuando la modificación del acuerdo marco o del contrato basado se fundamente en lo dispuesto en el artículo 222.2 de la LCSP, que su precio no se incremente en más del 10 por 100 del porcentaje inicial de adjudicación o en el límite que establezca, en su caso, el pliego de cláusulas administrativas particulares.


          

            

              1.4. RESTO DE EXPEDIENTES

            

          


          Deberán comprobarse los extremos previstos para el contrato correspondiente.


          

          

            4.5.2. 

             Sistemas dinámicos de adquisición

          


          

            

              2.1. IMPLANTACIÓN DEL SISTEMA

            

          


          Previamente a la publicación del anuncio de licitación, se comprobarán los extremos generales con excepción de los dos primeros que señalamos con carácter general, existencia de crédito adecuado y suficiente y que ha sido dictado por órgano competente. Sin embargo, como especialidad por su naturaleza se ha de verificar como extremos adicionales los siguientes contemplados en el apartado denominado de aprobación del gasto, según el tipo de contrato.


          

            

              2.2. ADJUDICACIÓN DE CONTRATOS EN EL MARCO DE UN SISTEMA DINÁMICO

            

          


          Se comprobarán los extremos previstos en el apartado primero del presente acuerdo y además los siguientes extremos adicionales:


          

            1. Que se ha invitado a todas las empresas admitidas en el sistema o, en su caso, a todas las empresas admitidas en la categoría correspondiente.


          

            2. Los relativos a la adjudicación para cada tipo de contrato.


          

            

              2.3. RESTO DE EXPEDIENTES

            

          


          Deberán comprobarse los extremos previstos para el contrato correspondiente.


          

          

            4.5.3. 

             Contratación centralizada, artículo 229 de la LCSP

          


          

            

              3.1. CONTRATACIÓN A TRAVÉS DE LOS PROCEDIMIENTOS GENERALES DE ADJUDICACIÓN

            

          


          

            3.1.1 Contratos que afecten a gastos en los que se haya producido la centralización de los créditos en la Dirección General de Racionalización y Centralización de la Contratación. En los distintos tipos de expedientes se comprobarán los mismos extremos que los previstos para los contratos de obras, suministros o servicios, según corresponda.


          

            3.1.2 Contratos que afecten a gastos en los que no se haya producido la centralización de los créditos en la Dirección General de Racionalización y Centralización de la Contratación.


          A) Expediente inicial


          a) Propuesta de aprobación del gasto por el Departamento u organismo destinatario financiador de la prestación: Se comprobarán únicamente los extremos generales por la Intervención Delegada del órgano financiador.


          b) Actuaciones llevadas a cabo por el órgano de contratación del sistema de contratación centralizada: La fiscalización se llevará a cabo por la Intervención Delegada en el Ministerio de Hacienda y Función Pública, comprobándose los mismos extremos que los previstos para contratos de obras, suministros y servicios según corresponda, así como que existe aprobación del gasto por el Departamento u organismo destinatario financiador de la prestación, fiscalizada de conformidad.


          B) Adjudicación y formalización


          

            1. La fiscalización se llevará a cabo por la Intervención Delegada en el Ministerio de Hacienda y Función Pública, comprobándose los mismos extremos que para contratos de obras, suministros y servicios, según corresponda.


          C) Resto de expedientes


          

            1. Deberán comprobarse los extremos previstos para el contrato correspondiente.


          

            

              3.2. CONTRATACIÓN A TRAVÉS DE ACUERDOS MARCO Y SISTEMAS DINÁMICOS DE ADQUISICIÓN

            

          


          

            3.2.1

            Adjudicación del acuerdo marco o implementación del sistema dinámico de adquisición.


          

            La fiscalización se realizará por la Intervención Delegada en el Ministerio de Hacienda y Función Pública comprobando los extremos que se establecen para los expedientes de adjudicación del acuerdo marco y de implementación del sistema dinámico de adquisición.


          

            3.2.2

            Contratación de la obra, suministro o servicio en concreto:

          


          A) Con carácter previo a la apertura de la licitación


          Aprobación del gasto y propuesta de contratación al órgano de contratación del sistema de contratación centralizada por el Departamento u organismo destinatario financiador de la prestación.


          La fiscalización se llevará a cabo por la Intervención Delegada del órgano financiador, comprobándose los extremos previstos generales, junto a los adicionales a los siguientes:


          

            1. En su caso, que la duración del contrato basado en el acuerdo marco se ajusta a lo previsto en la LCSP.


          

            2. Que, en los documentos de licitación, los términos para la adjudicación de los contratos basados son conformes con los pliegos del acuerdo marco.


          B) Adjudicación del contrato basado en el acuerdo marco o en el marco de un sistema dinámico


          

            1. Se comprobarán por la Intervención Delegada del órgano financiador los extremos generales previstos para los expedientes de adjudicación de contratos basados en un acuerdo marco o para los expedientes de adjudicación de contratos en el marco de un sistema dinámico de adquisición, salvo, en su caso:


          

            	

              –  La acreditación de la constitución de la garantía definitiva.



            	

              –  Que exista propuesta de adquisición y aprobación del gasto por el Departamento u organismo destinatario-financiador de la prestación, fiscalizada de conformidad.


          


          C) Abonos al contratista


          

            1. Deberán comprobarse los extremos previstos para el contrato correspondiente, y además que existe la comunicación del órgano de contratación del sistema de contratación centralizada de que ha notificado al contratista para que suministre los bienes, ejecute la obra o preste el servicio objeto del contrato.


          D) Resto de expedientes


          Deberán comprobarse los extremos previstos para el contrato correspondiente.


          

          

            4.6. 

             Contratos de concesión de obras

          


          En los expedientes de contratos de concesión de obras, los extremos particulares además de los generales a examinar son los siguientes:


          

            

              1. Expediente inicial

            

          


          A) Aprobación del gasto


          

            1. Que existe estudio de viabilidad o, en su caso, estudio de viabilidad económico financiera.


          

            2. Que existe anteproyecto de construcción y explotación de las obras, si procede, con inclusión del correspondiente presupuesto que comprenda los gastos de ejecución de las obras.


          

            3. Que existe proyecto informado por la Oficina de Supervisión de Proyectos, si procede. Cuando no exista informe de la Oficina de Supervisión de Proyectos, y no resulte procedente por razón de la cuantía, que al expediente se incorpora pronunciamiento expreso de que las obras del proyecto no afectan a la estabilidad, seguridad o estanqueidad de la obra.


          

            4. Que existe pliego de cláusulas administrativas particulares o, en su caso, documento descriptivo, informado por el Servicio Jurídico.


          

            5. Cuando se utilice modelo de pliego de cláusulas administrativas, verificar que el contrato a celebrar es de naturaleza análoga al informado por el Servicio Jurídico.


          

            6. Que existe acta de replanteo previo.


          

            7. Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento descriptivo establece, para la determinación de la mejor oferta, criterios vinculados al objeto del contrato, que se toma en consideración más de un criterio de adjudicación y que cuando figuren una pluralidad de criterios de adjudicación basados en la mejor relación calidad-precio, que se establezcan con arreglo a criterios económicos y cualitativos.


          Asimismo, cuando se prevea la posibilidad de que se efectúen aportaciones públicas a la construcción o explotación, así como cualquier tipo de garantías, avales u otro tipo de ayudas a la empresa, que figura como criterio evaluable de forma automática la cuantía de la reducción que oferten los licitadores sobre las aportaciones previstas en el expediente.


          En el caso de que la licitación obedezca a una previa resolución del contrato de concesión por causas no imputables a la Administración, que se establece en el pliego o documento descriptivo como único criterio de adjudicación el precio y que en el expediente se incluye justificación de las reglas seguidas para la fijación del tipo de licitación de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 281 y 282 de la LCSP del Sector Público.


          

            8. Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento descriptivo establece los parámetros objetivos para identificar las ofertas anormalmente bajas.


          

            9. Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento descriptivo prevé, cuando proceda, que la documentación relativa a los criterios cuya ponderación dependa de un juicio de valor ha de presentarse en sobre o archivo electrónico independiente del resto de la proposición.


          

            10. Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento descriptivo establece al menos una de las condiciones especiales de ejecución que se enumeran en el artículo 202.2 de la LCSP.


          

            11. Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación un procedimiento con negociación, comprobar que concurre alguno de los supuestos previstos en los artículos 167 o 168 de la LCSP para utilizar dicho procedimiento.


          

            12. Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación el diálogo competitivo, verificar que se cumple alguno de los supuestos de aplicación del artículo 167 de la LCSP, y, en el caso de que se reconozcan primas o compensaciones a los participantes, verificar que en el documento descriptivo se fija la cuantía de las mismas y que consta la correspondiente certificación de existencia de crédito.


          

            13. Cuando se prevea en el pliego de cláusulas administrativas particulares la posibilidad de modificar el contrato en los términos del artículo 204 de la LCSP, verificar que el porcentaje previsto no es superior al 20 por 100 del precio inicial; y que la modificación no podrá suponer el establecimiento de nuevos precios unitarios no previstos en el contrato.


          

            14. Cuando se prevea en el pliego de cláusulas administrativas particulares la utilización de la subasta electrónica, verificar que los criterios de adjudicación a que se refiere la misma se basen en modificaciones referidas al precio y, en su caso, a requisitos cuantificables y susceptibles de ser expresados en cifras o porcentajes.


          

            15. Que la duración del contrato prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento descriptivo se ajusta a lo previsto en la LCSP.


          

            16. Que, en su caso, existe informe favorable del Ministerio de Hacienda a que se refiere el artículo 324 de la LCSP.


          

            17. Que, en su caso, existe el informe de la Oficina Nacional de Evaluación previsto en el artículo 333 de la LCSP, y en caso de apartarse de sus recomendaciones, que existe informe motivado al respecto.


          B) Compromiso del gasto


          

            VB.1) Adjudicación

          


          

            1. Cuando no se adjudique el contrato de acuerdo con la propuesta formulada por la Mesa, que existe decisión motivada del órgano de contratación al respecto.


          

            2. Cuando se declare la existencia de ofertas incursas en presunción de anormalidad, que existe constancia de la solicitud de la información a los licitadores que las hubiesen presentado y del informe del servicio técnico correspondiente.


          

            3. Cuando se utilice un procedimiento con negociación, que existe constancia en el expediente de las invitaciones cursadas, de las ofertas recibidas, de las razones para su aceptación o rechazo y de las ventajas obtenidas en la negociación, de conformidad con lo dispuesto en la LCSP.


          

            4. Cuando se proponga la celebración de un contrato con precios provisionales de conformidad con el artículo 102.7 de la LCSP, que se detallan en la propuesta de adjudicación los extremos previstos en las letras a), b) y c) del citado precepto.


          

            5. Que se acredita la constitución de la garantía definitiva.


          

            6. Que se acredita que el licitador que se propone como adjudicatario ha presentado la documentación justificativa de las circunstancias a que se refieren las letras a) a c) del artículo 140.1 de la LCSP que procedan, incluyendo en su caso la de aquellas otras empresas a cuyas capacidades se recurra; o bien, que se acredita la verificación de alguna o todas esas circunstancias mediante certificado del Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público o de la correspondiente base de datos nacional de un Estado miembro de la Unión Europea.


          

            B.2) Formalización

          


          

            1. En su caso, que se acompañe certificado del órgano de contratación que acredite que no se ha interpuesto recurso especial en materia de contratación contra la adjudicación o de los recursos interpuestos, o bien, certificado de no haberse acordado medida cautelar que suspenda el procedimiento.


          

            2. En el supuesto de que se hubiese interpuesto recurso contra la adjudicación, deberá comprobarse igualmente que ha recaído resolución expresa del órgano que ha de resolver el recurso, ya sea desestimando el recurso o recursos interpuestos, o acordando el levantamiento de la suspensión o de las medidas cautelares.


          

            3. Verificación de Fiscalización Fase D (compromiso del gasto).


          

            4. Resolución de adjudicación.


          

            5. Acreditación publicación de la adjudicación y del contrato en la plataforma de contratación.


          

            6. Acta de conformidad de la prestación de objeto de la concesión, verificación de que se ha designado Interventor para la comprobación material de la inversión en su caso, que se ha producido la intervención de la citada comprobación material de la inversión y su carácter favorable.


          

            7. Documentación que acredite el pago del IVA, IGIC; IPSI, en su caso.


          

            8. Factura debidamente conformada.


          

            

              2. Modificados

            

          


          

            1. En el caso de modificaciones previstas según el artículo 204 de la LCSP, que la posibilidad de modificar el contrato se encuentra prevista en los pliegos, que no supera el límite previsto en los mismos y que no se incluyen nuevos precios unitarios no previstos en el contrato. En el caso de modificaciones no previstas, o que no se ajusten a lo establecido en el artículo 204, que se acompaña informe técnico justificativo de los extremos previstos en el artículo 205 de la LCSP y que no se superan los porcentajes máximos previstos en dicho artículo.


          

            2. Que, en su caso, se acompaña informe técnico justificativo de que concurren las circunstancias previstas en la letra b) o en el penúltimo párrafo del apartado 2 del artículo 270 de la LCSP.


          

            3. Que, en su caso, existe proyecto informado por la Oficina de Supervisión de Proyectos, si procede. Cuando no exista informe de la Oficina de Supervisión de Proyectos, y no resulte procedente por razón de la cuantía, que al expediente se incorpora pronunciamiento expreso de que las obras del proyecto no afectan a la estabilidad, seguridad o estanqueidad de la obra.


          

            4. Que, en su caso, existe acta de replanteo previo.


          

            5. Que existe informe del Servicio Jurídico y, en su caso, dictamen del Consejo de Estado.


          

            6. Que, en su caso, existe el informe de la Oficina Nacional de Evaluación previsto en el artículo 333 de la LCSP, y en caso de apartarse de sus recomendaciones, que existe informe motivado al respecto.


          

            

              3. Revisiones de precios (aprobación del gasto)

            

          


          

            1. Que, en los contratos en los que pueda preverse la revisión de precios, se cumplen los requisitos recogidos en el artículo 103.5 de la LCSP y que el pliego de cláusulas administrativas particulares establece la fórmula de revisión aplicable. En el caso de que para el contrato que se trate se haya aprobado una fórmula tipo, se verificará que no se incluye otra fórmula de revisión diferente en los pliegos.


          

            

              4. Financiación parcial de la construcción de la obra por parte de la Administración

            

          


          

            

              4.1. ABONOS POR APORTACIONES DURANTE LA CONSTRUCCIÓN

            

          


          

            1. Que existe certificación, autorizada por el facultativo Director de la obra y con la conformidad de los servicios correspondientes del órgano gestor.


          

            2. Que la aportación pública está prevista en el pliego o documento descriptivo.


          

            3. En caso de efectuarse anticipos de los previstos en el artículo 240.2 de la LCSP, que tal posibilidad está contemplada en el pliego de cláusulas administrativas particulares y que se ha prestado la garantía exigida.


          

            4. Cuando la certificación de obra incluya revisión de precios, para su abono, comprobar que se cumplen los requisitos exigidos por el artículo 103.5 de la LCSP y que se aplica la fórmula de revisión prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares.


          

            5. En el caso de la certificación final, que está autorizada por el facultativo Director de la obra, que existe informe de la Oficina de Supervisión de Proyectos, si procede, y que se acompaña acta de comprobación a la que se refiere el artículo 256. Asimismo, cuando se incluya revisión de precios, para su abono, comprobar que se cumplen los requisitos exigidos por el artículo 103.5 de la LCSP y que se aplica la fórmula de revisión prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares.


          

            

              4.2. ABONOS POR APORTACIONES AL TÉRMINO DE LA CONSTRUCCIÓN

            

          


          

            1. Que existe acta de comprobación y que la aportación pública está prevista en el pliego o documento descriptivo.


          

            

              4.3. ABONOS EN CASO DE QUE LA FINANCIACIÓN DE LA CONSTRUCCIÓN DE LA OBRA SE REALICE A TRAVÉS DE SUBVENCIONES O PRÉSTAMOS REINTEGRABLES, DE ACUERDO CON EL ARTÍCULO 265 DE LA LEY DE CONTRATOS DEL SECTOR PÚBLICO

            

          


          

            1. Se comprobarán los extremos generales, y que la aportación pública está prevista en el pliego o documento descriptivo.


          

            

              5. Abono al concesionario de la retribución por la utilización de la obra

            

          


          

            1. Cuando se incluya revisión de precios, para su abono, comprobar que se cumplen los requisitos exigidos por el artículo 103.5 de la LCSP y que se aplica la fórmula de revisión prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares.


          

            2. Que se aporta factura por la empresa concesionaria de acuerdo con lo previsto en el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, que aprueba el Reglamento que regula por el que se regulan las obligaciones de facturación y, en su caso, en la Ley 25/2013, de 27 de diciembre, de Impulso de la factura electrónica.


          

            3. En el caso de que la retribución se efectúe mediante pagos por disponibilidad, que se aplican los índices de corrección automáticos por nivel de disponibilidad previstos en el pliego, cuando proceda.


          

            

              6. Aportaciones públicas a la explotación, previstas en el artículo 268 de la Ley de Contratos del Sector Público

            

          


          

            1. Se comprobarán los extremos previstos con carácter general y que la aportación pública está prevista en el pliego o documento descriptivo.


          

            

              7. Pago de intereses de demora y de la indemnización por los costes de cobro

            

          


          

            1. Que existe informe del Servicio Jurídico.


          

            

              8. Indemnización a favor del contratista

            

          


          

            1. Que existe informe del Servicio Jurídico.

          


          

            2. Que existe informe técnico.


          

            3. Que, en su caso, existe dictamen de Consejo de Estado.


          

            

              9. Resolución del contrato.

          


          

            1. Que, en su caso, existe informe del Servicio Jurídico.


          

            2. Que, en su caso, existe dictamen del Consejo de Estado.


          

            

              10. Pago de primas o compensaciones a los participantes en el diálogo competitivo o a los candidatos o licitadores en el caso de renuncia a la celebración del contrato o desistimiento del procedimiento.

          


          

            1. Que, en su caso, esta circunstancia está prevista en el pliego, anuncio o documento descriptivo.


          

            

              11. Pago al autor del estudio de viabilidad que no hubiese resultado adjudicatario de la correspondiente concesión.

          


          

            1. Que el pliego de cláusulas administrativas particulares no prevé que el pago de la compensación sea realizado por el adjudicatario de la concesión.


          

            2. Que se aportan los justificantes de los gastos realizados.


          

          

            4.7. 

             Expedientes de contratos simplificados abreviados; art.159.6 LCSP

          


          A) Aprobación del gasto


          La fiscalización e intervención previa de gastos se realizará mediante la comprobación de los siguientes extremos:


          

            1. La existencia de crédito presupuestario y que el propuesto es el adecuado y suficiente a la naturaleza del gasto u obligación que se proponga contraer.


          

            2. Que los gastos u obligaciones se proponen al órgano competente para la aprobación, compromiso del gasto o reconocimiento de la obligación.


          

            3. Propuesta de iniciación del expediente dictada por el órgano promotor del contrato, con competencia para autorizar el gasto.


          

            4.

            Informe de necesidad firmado por el órgano promotor del contrato.


          

            5.

            Informe obtención del precio del contrato (arts. 100 y 101 LCSP).


          

            6. Existe justificación en el expediente relativa a la decisión de no dividir en lotes el objeto del contrato.


          

            7. Pliego de Prescripciones Técnicas.


          

            8. Que existe Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares o, en su caso, documento descriptivo, informado por el Servicio Jurídico.


          

            9. Informe jurídico de Abogacía del Estado, Asesoría Jurídica o Secretaria General sobre la legalidad del expediente de contratación y su adecuación a lo previsto en la LCSP.


          

            10. En los contratos de servicios, que se justifica en el expediente la carencia de medios suficientes para la prestación del servicio por la propia Administración.


          

            11. En los contratos de obras se comprobará que existe:


          

            	

              – 

              Proyecto informado por la Oficina de Supervisión de Proyectos, si procede. Cuando no exista informe de la Oficina de Supervisión de Proyectos, y no resulte procedente por razón de la cuantía, que al expediente se incorpora pronunciamiento expreso de que las obras del proyecto no afectan a la estabilidad, seguridad o estanqueidad de la obra.


            	

              – 

              Acta de replanteo del proyecto, en el que debe constar la comprobación de la realidad geométrica y la disponibilidad de los terrenos.


            	

              – 

              Disponibilidad de los terrenos: se acreditará mediante certificación del departamento correspondiente.


          


          B) Compromiso del gasto


          En la fase previa a la adjudicación se comprobarán los siguientes extremos:


          

            1. Informe de fiscalización (aprobación del gasto).


          

            2. Resolución aprobatoria del expediente de contratación.


          

            3. Clasificación de ofertas y requerimiento documentos.


          

            4. Documentación acreditativa de obligaciones tributarias y con la Seguridad Social.


          

            5. Acta de la Mesa u órgano de contratación.


          

            6. Publicación de anuncios o solicitudes de ofertas.


          

            7. Cualquier otro requisito exigido en los pliegos.


          

            8. Cuando no se adjudique el contrato de acuerdo con la propuesta formulada por la Mesa, que existe decisión motivada del órgano de contratación al respecto.


          

            9. Cuando se declare la existencia de ofertas incursas en presunción de anormalidad, que existe constancia de la solicitud de la información a los licitadores que las hubiesen presentado y del informe del servicio técnico correspondiente.


          

            10. Cuando se utilice un procedimiento con negociación, que existe constancia en el expediente de las invitaciones cursadas, de las ofertas recibidas, de las razones para su aceptación o rechazo y de las ventajas obtenidas en la negociación, de conformidad con lo dispuesto en la LCSP.


          

            11. Que se acredita que el licitador que se propone como adjudicatario ha presentado la documentación justificativa de las circunstancias a que se refieren las letras a) a c) del artículo 140.1 LCSP que procedan, incluyendo en su caso la de aquellas otras empresas a cuyas capacidades se recurra; o bien, que se acredita la verificación de alguna o todas esas circunstancias mediante certificado del Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público, con las dos siguientes excepciones: en el procedimiento abierto simplificado tramitado conforme al artículo 159.4 de dicha Ley, en el que sólo se examinará que se ha aportado el compromiso al que se refiere el artículo 75.2 de la Ley y en el procedimiento abreviado tramitado conforme al artículo 159.6 de la Ley cuando se haya constituido la Mesa, en el que no procederá la aplicación de este extremo.


          C) Pago


          En esta fase se comprobarán los siguientes extremos:


          

            1. La Existencia de Fiscalización compromiso del gasto (Fase D).


          

            2. Nombramiento responsable del contrato.


          

            3.

            Aceptación por el contratista de la resolución de adjudicación (Art. 159.6.g).


          

            4.

            Acreditación de la publicación de la adjudicación en la plataforma de contratación.

          


          

            5. Recepción e inclusión en inventario, si procede.


          

            6. En caso de obras además de lo anterior, se adjuntará:


          

            	

              – 

              Acta de inicio de las obras.


            	

              – 

              Certificación de obras, conformada por el facultativo director de la obra y conformada por los servicios correspondientes del órgano gestor, con la posible inclusión de los excesos de medición sobre las unidades de obra ejecutadas si no se incluyen en la certificación final. La certificación acompañará relación valorada y demás documentación.


          


          D) Certificación final de obras


          

            1. Que existe certificación final de obra autorizada por el director de la misma y conformada por los servicios correspondientes del órgano gestor.


          

            2. Relación valorada de las obras ejecutadas.


          

            3. Acta de conformidad de la recepción de las obras, verificar que se ha designado Interventor para la comprobación material de la inversión, que se ha producido la intervención de la citada comprobación material de la inversión y su carácter favorable.


          

            4. Que se aporta factura por la empresa adjudicataria.


          

            5.

            Propuesta de alta en el inventario.


          

          

            4.7.1. 

             Expedientes relativos a otros contratos de servicios

          


          Son merecedores de atención aquellos expedientes relativos a contratos de servicios que tengan por objeto servicios financieros o bien la creación e interpretación artística y literaria y los de espectáculos, de carácter privado conforme a lo dispuesto en el artículo 25.1.a) de la LCSP, los extremos adicionales a que se han de comprobar son los siguientes:


          

            1. En las fases correspondientes a la aprobación y compromiso del gasto del expediente inicial de estos contratos se comprobarán los mismos extremos previstos para los contratos de servicios en general.


          

            2. En el resto de expedientes se comprobarán los extremos establecidos en el apartado cuarto relativo a los expedientes de contratos de servicios, en la medida que dichos extremos sean exigibles de acuerdo con su normativa reguladora.


          

          

            4.8. 

             Expedientes de ejecución de trabajos por la propia Administración: contratos de colaboración con empresarios particulares

          


          

            1. En los expedientes de ejecución de trabajos por la propia Administración, los extremos adicionales a los generales que se han de examinar serán los siguientes:


          

            

              1.1.

            

            

              EXPEDIENTE INICIAL

            

          


          A) Aprobación del gasto


          

            1. Que concurre alguno de los supuestos previstos en el artículo 30 de la LCSP y que el importe del trabajo a cargo del empresario colaborador, tratándose de supuestos de ejecución de obras incluidas en las letras a) y b) del apartado 1 de dicho artículo, no supere el 60 por ciento del importe total del proyecto.


          

            2. Que existe pliego de cláusulas administrativas particulares o, en su caso, documento descriptivo, informado por el Servicio Jurídico.


          

            3. Cuando se utilice modelo de pliego de cláusulas administrativas, verificar que el contrato a celebrar es de naturaleza análoga al informado por el Servicio Jurídico.


          

            4. Que, en su caso, existe proyecto informado por la Oficina de Supervisión de Proyectos, si procede. En su caso, cuando no exista informe de la Oficina de Supervisión de Proyectos, y no resulte procedente por razón de la cuantía, que al expediente se incorpora pronunciamiento expreso de que las obras del proyecto no afectan a la estabilidad, seguridad o estanqueidad de la obra.


          

            5. Que existe pliego de prescripciones técnicas del contrato o, en su caso, documento descriptivo.


          

            6. Que existe acta de replanteo previo, en su caso.


          

            7. Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento descriptivo establece, para la determinación de la mejor oferta, criterios vinculados al objeto del contrato; que cuando se utilice un único criterio, éste esté relacionado con los costes, de acuerdo con el artículo 146.1 de la LCSP; si el único criterio a considerar es el precio, se verificará que éste sea el del precio más bajo; y en los casos en que figuren una pluralidad de criterios de adjudicación basados en la mejor relación calidad-precio, que se establezcan con arreglo a criterios económicos y cualitativos.


          En los casos en que el procedimiento de adjudicación propuesto sea el de diálogo competitivo asimismo se verificará que en la selección de la mejor oferta se toma en consideración más de un criterio de adjudicación en base a la mejor relación calidad-precio.


          

            8. Cuando se prevea la utilización de varios criterios de adjudicación o de un único criterio distinto del precio, que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento descriptivo establece los parámetros objetivos para identificar las ofertas anormalmente bajas.


          

            9. Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento descriptivo prevé, cuando proceda, que la documentación relativa a los criterios cuya ponderación dependa de un juicio de valor ha de presentarse en sobre o archivo electrónico independiente del resto de la proposición.


          

            10. Que el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento descriptivo establece al menos una de las condiciones especiales de ejecución que se enumeran en el artículo 202.2 de la LCSP y la obligación del adjudicatario de cumplir las condiciones salariales de los trabajadores conforme al convenio colectivo sectorial de aplicación.


          

            11. Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación el procedimiento abierto simplificado, comprobar que se cumplen las condiciones previstas en el artículo 159.1 de la LCSP. En caso de que este procedimiento se tramite según lo previsto en el artículo 159.6 de dicha Ley, se verificará que no se supera el valor estimado fijado en dicho apartado y que entre los criterios de adjudicación no hay ninguno evaluable mediante juicios de valor.


          

            12. Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación un procedimiento con negociación, comprobar que concurre alguno de los supuestos previstos en los artículos 167 o 168 de la LCSP para utilizar dicho procedimiento.


          

            13. Cuando se proponga como procedimiento de adjudicación el diálogo competitivo, verificar que se cumple alguno de los supuestos de aplicación del artículo 167 de la LCSP, y, en el caso de que se reconozcan primas o compensaciones a los participantes, que en el documento descriptivo se fija la cuantía de las mismas y que consta la correspondiente retención de crédito.


          

            14. En su caso, que la duración del contrato prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento descriptivo se ajusta a lo previsto en la LCSP.


          

            15. Cuando se prevea en el pliego de cláusulas administrativas particulares la posibilidad de modificar el contrato en los términos del artículo 204 de la LCSP, verificar que el porcentaje previsto no es superior al 20 por 100 del precio inicial; y que la modificación no podrá suponer el establecimiento de nuevos precios unitarios no previstos en el contrato.


          

            16. Cuando se prevea en el pliego de cláusulas administrativas particulares la utilización de la subasta electrónica, verificar que los criterios de adjudicación a que se refiere la misma se basen en modificaciones referidas al precio y, en su caso, a requisitos cuantificables y susceptibles de ser expresados en cifras o porcentajes.


          

            17. Que, en su caso, consta la retención del crédito exigida por el artículo 58 del Real Decreto 111/1986, de 10 de enero, de desarrollo parcial de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español.


          B) Compromiso del gasto


          

            B.1) Adjudicación

          


          

            1. Cuando no se adjudique el contrato de acuerdo con la propuesta formulada por la Mesa, que existe decisión motivada del órgano de contratación al respecto.


          

            2. Cuando se declare la existencia de ofertas incursas en presunción de anormalidad, que existe constancia de la solicitud de la información a los licitadores que las hubiesen presentado y del informe del servicio técnico correspondiente.


          

            3. Cuando se utilice un procedimiento con negociación, que existe constancia en el expediente de las invitaciones cursadas, de las ofertas recibidas, de las razones para su aceptación o rechazo y de las ventajas obtenidas en la negociación, de conformidad con lo dispuesto en la LCSP.


          

            4. Cuando se proponga la celebración de un contrato con precios provisionales de conformidad con el artículo 102.7 de la LCSP, que se detallan en la propuesta de adjudicación los extremos contenidos en las letras a), b) y c) del citado precepto.


          

            5. Que, en su caso, se acredita la constitución de la garantía definitiva.


          

            6. Que se acredita que el licitador que se propone como adjudicatario ha presentado la documentación justificativa de las circunstancias a que se refieren las letras a) a c) del artículo 140.1 de la LCSP que procedan, incluyendo en su caso la de aquellas otras empresas a cuyas capacidades se recurra; o bien, que se acredita la verificación de alguna o todas esas circunstancias mediante certificado del Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público o de la correspondiente base de datos nacional de un Estado miembro de la Unión Europea, con las dos siguientes excepciones, en el procedimiento abierto simplificado tramitado conforme al artículo 159.4 de dicha Ley, en el que sólo se examinará que se ha aportado el compromiso al que se refiere el artículo 75.2 de la Ley y en el procedimiento abreviado tramitado conforme al artículo 159.6 de la Ley cuando se haya constituido la Mesa, en el que no procederá la aplicación de este extremo.


          

            B.2) Formalización

          


          

            1. En su caso, que se acompañe certificado del órgano de contratación que acredite que no se ha interpuesto recurso especial en materia de contratación contra la adjudicación o de los recursos interpuestos, o bien, certificado de no haberse acordado medida cautelar que suspenda el procedimiento.


          

            2. En el supuesto de que se hubiese interpuesto recurso contra la adjudicación, deberá comprobarse igualmente que ha recaído resolución expresa del órgano que ha de resolver el recurso, ya sea desestimando el recurso o recursos interpuestos, o acordando el levantamiento de la suspensión o de las medidas cautelares.


          

            3. Fiscalización Fase D (compromiso del gasto).


          

            4. Resolución de adjudicación.


          

            5. Acreditación publicación de la adjudicación y del contrato en la plataforma de contratación.


          

            6. Acta de conformidad de la prestación de objeto de la concesión, verificación de que se ha designado Interventor para la comprobación material de la inversión en su caso, que se ha producido la intervención de la citada comprobación material de la inversión y su carácter favorable.


          

            7. Documentación que acredite el pago del IVA, IGIC; IPSI, en su caso.


          

            8. Factura debidamente conformada.


          

            

              1.2. MODIFICACIONES DEL CONTRATO

            

          


          

            1. En el caso de modificaciones previstas según el artículo 204 de la LCSP, que la posibilidad de modificar el contrato se encuentra prevista en los pliegos, que no supera el límite previsto en los mismos, y que no se incluyen nuevos precios unitarios no previstos en el contrato. En el caso de modificaciones no previstas, o que no se ajusten a lo establecido en el artículo 204, que se acompaña informe técnico justificativo de los extremos previstos en el artículo 205 de la LCSP y que no se superan los porcentajes máximos previstos en dicho artículo.


          

            2. Que existe informe del Servicio Jurídico y, en su caso, dictamen del Consejo de Estado.


          

            3. En su caso, que existe proyecto informado por la Oficina de Supervisión de Proyectos. Cuando no exista informe de la Oficina de Supervisión de Proyectos, y no resulte procedente por razón de la cuantía, que al expediente se incorpora pronunciamiento expreso de que las obras del proyecto no afectan a la estabilidad, seguridad o estanqueidad de la obra.


          

            4. En su caso, que existe acta de replanteo previo.


          

            

              1.3. ABONOS DURANTE LA EJECUCIÓN DE LOS TRABAJOS

            

          


          

            1. Que existe certificación o documento acreditativo de la realización de los trabajos y su correspondiente valoración, o que se aportan los justificantes de los gastos realizados.


          

            2. En el caso de que se realicen pagos anticipados, que tal posibilidad estuviera prevista en los pliegos y que el contratista ha aportado la correspondiente garantía.


          

            3. En su caso, que se aporta factura por la empresa adjudicataria de acuerdo con lo previsto en el Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, por el que se regulan las obligaciones de facturación y, en su caso, en la Ley 25/2013, de 27 de diciembre, de impulso de la factura electrónica.


          

            4. Cuando el importe acumulado de los abonos a cuenta vaya a ser igual o superior con motivo del siguiente pago al 90 por ciento del precio del contrato, incluidas, en su caso, las modificaciones aprobadas, que se acompaña, cuando resulte preceptiva, comunicación efectuada a la IGAE para la designación de un representante que asista a la recepción, en el ejercicio de las funciones de comprobación material de la inversión, conforme a lo señalado en el segundo párrafo del artículo 198.2 de la LCSP.


          

            5. En caso de efectuarse pagos directos a subcontratistas, comprobar que tal posibilidad está contemplada en el pliego de cláusulas administrativas particulares, conforme a la disposición adicional 51.ª de la LCSP.


          

            

              1.4. PRÓRROGA DEL CONTRATO

            

          


          

            1. Que está prevista en el pliego de cláusulas administrativas particulares.


          

            2. Que no se superan los límites de duración previstos por el pliego de cláusulas administrativas particulares o el documento descriptivo.


          

            V3. Que se acompaña informe del Servicio Jurídico.


          

            4. En el supuesto de que resulte de aplicación lo establecido en el último párrafo del artículo 29.4 de la LCSP, que consta justificación en el expediente y que se ha publicado el correspondiente anuncio de licitación del nuevo contrato en el plazo señalado en dicho precep